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ACTA EXTRAORDINARIA 68-2021. Acta número sesenta y ocho correspondiente a la 

sesión extraordinaria celebrada por la Junta Directiva de la Junta de Protección Social de 

manera virtual mediante la plataforma tecnológica TEAMS, a las diecisiete horas con veinte 

minutos del día dieciocho de noviembre del dos mil veintiuno, presidida por la señora 

Esmeralda Britton González, Presidenta de la Junta Directiva y con la participación de los 

siguientes miembros, Vertianne Fernández López, Vicepresidente ad hoc; Urania Chaves 

Murillo, Secretaria; Maritza Bustamante Venegas, Arturo Ortiz Sánchez, Gerardo Alberto 

Villalobos Ocampo y Felipe Díaz Miranda. 

 

Ausentes con justificación:  

Sra. Fanny Robleto Jiménez, quien es sustituida por el Sr. Felipe Díaz Miranda. 

Sr. José Mauricio Alcázar Román, quien es sustituido por el Sr. Gerardo Villalobos Ocampo. 

 

Participan de manera virtual mediante la plataforma tecnológica TEAMS los funcionarios: 

señora Marilyn Solano Chinchilla, Gerente General; la señora Shirley López Rivas, Abogada 

de la Asesoría Jurídica; el señor Luis Diego Quesada Varela, en condición de Asesor de 

Presidencia y la señora Laura Moraga Vargas, de la Secretaría de Actas. 

 

 

CAPÍTULO I. APROBACIÓN ORDEN DEL DÍA  

ARTÍCULO 1. Lectura y aprobación del orden del día 

 

La señora Marilyn Solano procede a leer el orden del día: 

 
CAPÍTULO I. APROBACIÓN ORDEN DEL DÍA 10 min 

 

CAPÍTULO II. FRASE PARA REFLEXIÓN15 min 

 

CAPÍTULO III. TEMAS GERENCIA ADMINISTRATIVA FINANCIERA 1:10 hr min 

1. Oficio JPS-GG-1588-2021. Política de Gestión de Documentos de la Junta de Protección 

Social. Resolutivo 10 min 

2. Oficio JPS-GG-1462-2021. Funcionarios que deben rendir garantía en cumplimiento a lo que 

dispone la normativa vigente en materia de cauciones. Resolutivo 10 min 

3. Oficio JPS-GG-1561-2021. Atención acuerdo JD-656 Intereses depósitos caja única. 

Resolutivo 10 min 
4. Oficios JPS-GG-1568-2021, JPS-PI-380-2021 y JPS-PI-381-2021. Modificación 

Presupuestaria No. 07-2021. Resolutivo 20 min  

5. Oficio JPS-GG-1575-2021. Atención sentencia Ordinario Laboral N°20-001821-0505-LA-5 

interpuesto por el funcionario Luis Ramírez Arroyo. Informativo 10 min 

6. Oficio JPS-GG-1586-2021. Acuerdo JD-741 Ordinario Laboral No. 21-000124-01557-LA. 

Informativo 10 min 
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CAPÍTULO IV. TEMAS PLANIFICACIÓN INSTITUCIONAL Resolutivos  45 min 

7. Oficio JPS-PI-368-2021. Informe Trimestral de la Evaluación Física y Financiera de la 

Ejecución del Presupuesto 2021 

8. Oficio JPS-PI-371-2021 Informe Seguimiento y Evaluación PAO III Trimestre 2021 

9. Oficio JPS-PI-378-2021. Informe de seguimiento del Plan Operativo Institucional (POI) al 

30 de setiembre de 2021 

 

CAPÍTULO V. TEMAS EMERGENTES 

10. Oficio JPS-GG-1549-2021. Aprobación del contrato con el BCR. 30 min 

 

CAPÍTULO VI. TEMAS DE ASESORÍA JURÍDICA 45 min 

11. Oficio JPS-AJ-1025-2021. Proyecto de Ley Expediente No. 22.661 

12. Oficio JPS-AJ-1034-2021. Proyecto de Ley Expediente No. 22.184 

13. Oficio JPS-AJ-1022-2021. Proyecto de Ley Expediente No. 21.870 

14. Oficio JPS-AJ-1106-2021. Proyecto de Ley Expediente No. 22.755 

15. Oficio JPS-AJ-1115-2021. Publicación Ley No. 10053 “Ley para mejorar el proceso de 

control presupuestario, por medio de la corrección de deficiencias normativas y prácticas de 

la administración pública” 

16. Informes de Asesoría Jurídica sobre procesos relacionados con diferencias salariales por 

cálculo de vacaciones 

a. Informe Asesoría Jurídica 071-2021 

b. Informe Asesoría Jurídica 072-2021 

c. Informe Asesoría Jurídica 074-2021 

d. Informe Asesoría Jurídica 076-2021 

e. Informe Asesoría Jurídica 077-2021 

f. Informe Asesoría Jurídica 081-2021 

17. Informe Asesoría Jurídica 073-2021 

18. Informe Asesoría Jurídica 078-2021 

19. Informe Asesoría Jurídica 079-2021 

20. Informe Asesoría Jurídica 082-2021 

 

Se somete a votación y se aprueba sin modificaciones. 

 

ACUERDO JD-809 

Se aprueba el orden del día para la sesión extraordinaria 68-2021. ACUERDO FIRME 

 

Ejecútese  
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CAPÍTULO II. FRASE PARA REFLEXIÓN 

ARTÍCULO 2. Frase para reflexión  

La señora Presidenta presenta la siguiente reflexión: 

 

“Prefiero perder la guerra y ganar la paz” 

Bob Marley 

 

La señora Presidenta comenta: 

Me parece que es una frase interesante, en épocas ahí convulsas, hay situaciones y hay 

momentos en donde tenemos que tomar decisiones, si lo que vamos a hacer o lo que tomamos, 

la decisión que tomamos nos ayuda, tal vez ganamos la guerra, pero seguimos en un conflicto, 

verdad, versus a veces sacrificar alguna cosa, pero tener paz. Tener paz puede significar 

muchas cosas, verdad, puede significar el avanzar en algunos objetivos que tengamos a nivel 

de familia o personal, o incluso laboral y que como decían los abuelos antes, escoge tus 

batallas, uno no puede pelear todas, entonces me pareció muy interesante la frase, de ponerla 

en el contexto de que es preferible perder la guerra y ganar la paz. 

 

La señora Vertianne Fernández expresa: 

Es ahí donde radica la importancia de conocernos, porque a veces le cargamos esa paz a otras 

personas, cuando realmente está en nosotros mismos, o sea, ¿qué es paz para mí?, es paz 

también mi familia, es también mi trabajo, ¿Qué es paz?, es lograr, cómo decía usted doña 

Esmeralda, un objetivo, pero para eso tenemos que conocernos nosotros bastante, y yo creo 

que, con relación a la Junta Directiva, hemos logrado tener esa paz con todo el desarrollo de 

los objetivos alcanzados que se han hecho, los objetivos alcanzados durante todo este tiempo, 

entonces muy bonita la frase y gracias porque llega en un momento, tal vez en cada parte de 

la vida de todos estos integrantes, que es bueno reflexionarla, que es importante. 

 

La señora Presidenta añade: 

Muchas gracias Verti, coincido con vos, a veces cada uno y cada una tiene su propia batalla, 

verdad, personal, familiar, laboral, etc., y bueno a veces uno tiene que tomar decisiones, y 

decir que es lo mejor, que al final lo más importante es esa paz verdad, esa paz de tener esa 

tranquilidad de hacer las cosas de forma correcta y de lograr el objetivo, lograr mi objetivo 

significa mantenerse en guerra o ganar una guerra en la que todo el mundo salió perdiendo, 

pues, no es la mejor forma. 

  

El señor Gerardo Villalobos expresa: 

Realmente es una frase muy bonita, igual que todas. Siempre nos dejan enseñanzas, a mí 

particularmente, pues me agrada bastante, porque en todo momento me ha queda algo de, o 

más que algo, de cada frase. Considero que no es tan fácil seleccionar y decir: “perder la 

guerra y ganar la paz”, es más fácil decir: “ganar la guerra y ganar la paz”, pero en algunos 

momentos de nuestra vida y obviamente en momentos bastante difíciles internamente, en 

donde nuestra paz está en juego, es mejor tener felicidad y alegría, y ganar la paz, aunque 

perdamos la guerra. 
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La señora Shirley López comenta: 

En realidad, esta frase ahora que usted la pronunció, lo primero que hizo fue recordarme a 

Marcelita que siempre me dice una frase diferente, pero que se relaciona, ya la van a escuchar, 

ella siempre me dice: “Shirley uno tiene que saber cuándo puede echarse una pelea cuerpo a 

cuerpo y cuando no”. Porque usualmente uno en la Asesoría Jurídica muchísimas cosas, las 

toma como, las luchas las toma a veces como personales, donde ve, sobre todo, con el respeto 

que me merecen mis compañeros, la necedad de muchos de ellos, en muchas cosas, cuando 

hay asuntos más importantes en los que deberíamos de estar enfocándonos. Y a veces uno 

tiende a perder efectivamente la paz, por estarle prestando atención a cosas que o se van a 

solucionar con el tiempo o sencillamente no se van a solucionar, porque la gente siempre va 

a encontrar con que estar molestando, pero definitivamente uno tiene que tener la sensatez y 

la madurez para entender que, la paz personal no tiene precio, y que en el tanto y cuanto uno 

espera, todas las cosas que uno tiene que hacer van a fluir con mayor facilidad.  

 

El señor Felipe Díaz reflexiona: 

Una frase que siempre me lo repetía mucho en mi casa y dice: “para pelear se necesitan dos”, 

uno muchas veces tiene que saber cuándo dar un paso a un lado, verdad, y no significa que 

una persona es un cobarde o le tiene miedo a la otra persona, sino que, tiene que saber uno 

hasta qué punto quiere uno perderla y si uno va a perder tranquilidad y va perder felicidad 

por pelear, pelear por pelear, es mejor hacerse a un lado, como decía ahora Shirley, uno tiene 

que saber hasta dónde, y si va a querer pelear cuerpo a cuerpo, y con quien, verdad, porque 

si uno muchas veces se pone a discutir con personas, tal vez se puede ir así, tontos, idiotas, 

verdad, uno se va a poner a la altura de ellos y no va a ganar nada, entonces es mejor estar 

uno tranquilo, con la conciencia tranquila y ser feliz. 

 

La señora Presidenta acota: 

Totalmente de acuerdo don Felipe, como decía al principio los abuelos decían: “escoge tus 

batallas, no puedes pelearlas todas”. Y así es, uno tiene que escoger en realidad, qué hace 

sentido y que no, y al final, qué es lo que nos trae esa parte, esa tranquilidad, como dice doña 

Maritza ahí en el chat: “lo más importante es la paz interior para lograr la paz con el resto de 

las personas que están a nuestro alrededor”. Muy bien, muy bonito. 

 

La señora Urania Chaves comenta: 

Esta frase me recuerda una fábula, donde llegó un día el burro y le pregunto al tigre, no le 

pregunto, si no que llegó y le dijo: “mira, el pasto es azul, y el tigre le dijo, no, no, jamás, no 

es azul, ¿cómo se le ocurre?, tal fue la discusión, tan grande, que se fueron donde León, y el 

León le dijo, “sí, sí el pasto es azul” y el burro se fue contento y entonces le dice: “lo vamos 

a castigar”, le dijo al tigre, “un tiempo para que no hable”, le dijo eso, entonces le dice, “pero 

cómo, acaso yo estoy loco, el pasto no es azul, el pasto verde”, y entonces salió, y le dijo: 

“no discutas con idiotas, con burros”.  Muy fuerte, es esa fábula, “no discuta con burros, por 

eso es que le vamos a dar ese castigo a usted”. Y a veces nos enfrascamos en situaciones que 

lo que hacen es desviarnos del objetivo que tenemos y a veces entramos en discusiones donde 
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no vamos a cambiar la opinión del otro porque el otro está ceñido en que esa es su forma de 

pensar y esa forma de pensar depende de un patrón cultural, de muchos factores, de un patrón 

cultural, del contexto en el que vive, de la formación que tenga, de un montón de factores, y 

entonces ahí es donde a veces es mejor quedarse callado y no entrar en discusiones vanas que 

al final lo que van a hacer es exactamente, nos va a hacer perder la paz, y nosotros tenemos 

que buscar cómo tener paz.   

 

Siempre le digo a los hijos míos: “cada situación que se presente en la vida, analícela muy 

bien, revise muy bien si a la hora de actuar usted después se va a sentir mal, bien, ¿cómo se 

va a sentir?, y fíjese muy bien, si eso legalmente es bueno, si no es bueno, también éticamente, 

si es bueno o no es bueno, y páselo por ese filtro, que a veces hay que pasarlo para ver hasta 

dónde”; las situaciones muchas veces las tomamos personal, como dijo Shirley, no son 

personales, son situaciones donde la vida nos llama a ser objetivos, a ser súper objetivos, a 

tener la razón, tener la razón para tomar decisiones, porque a veces los sentimientos nos 

traicionan, los sentimientos son traicioneros a veces, y yo lo he vivido en muchas ocasiones 

con diferentes tipos de personas que se encuentra uno, y uno como desconfiado de aquella 

persona, y dice: “ bueno, tal vez me equivoque”, y usted actúa bien, normal como si fuera y 

pum la persona le quedó mal, se portó mal, decidió portarse mal, y usted dice, mira, no me 

equivoqué, bueno, gracias a Dios yo actúe bien, yo no perdí la paz, yo actúe bien gracias a 

Dios, el tiempo me dio la razón; y por ahí yo creo que, en esas luchas, porque todos tenemos 

luchas, en esas luchas hay que pedirle mucho a Dios también para que sea el que le dé a uno 

la dirección antes de tomar decisiones, porque todos los días nos enfrentamos a decisiones. 

La vida es una lucha, es una lucha y cómo tener esa parte humana, cómo lograr distinguir 

entre la parte humana y la razón, ese es el secreto, creo yo. 

 

La señora Presidenta acota: 

Tal vez quería completar la frase, que usted no completo al principio, que decía: “que nunca 

discutas con burros, o con estúpidos”, creo que dice la frase, más fuerte, porque si te vas a 

ese nivel, en ese terreno ellos llevan la ventaja, entonces es nada más de pensar si la persona 

en realidad no tiene un punto, es una persona, un burro, para decirlo bonito, no hay que 

discutir, porque ellos llevan la ventaja, ahí ganan. 

 

El señor Arturo Ortiz comenta: 

La frase se aplica prácticamente a todos los aspectos de la vida de una persona, efectivamente, 

como ya han indicado.  Hay un proverbio en la Biblia que dice que el sabio que discute con 

un necio se vuelve como necio, porque cuando uno trata de, es la lógica del burro, que 

mencionaba, imagínense ustedes, tratando de convencer a un necio que cambie de opinión y 

esa persona jamás va a cambiar de opinión y si uno se enfrasca en esa tarea se vuelve un 

necio también, porque di es una guerra sin fin, es una batalla perdida; pero cómo ustedes han 

dicho, yo diría como hay que saber perder, en realidad, porque aunque parece que uno está 

perdiendo, y como dice la frase muy sabiamente, aunque pareciera que uno está perdiendo la 

guerra, en realidad uno se está retirando estratégicamente porque uno prefiere la paz, en lugar 

de seguir enfrascado en una guerra que no tiene sentido, que no se va terminar, que lo va a 
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desgastar a uno, entonces hay que saber cuándo retirarse, digamos, ¿por qué?, porque es más 

importante la paz, y esto lo hemos visto, por ejemplo, a nivel laboral, que cuando uno 

sacrifica, por ejemplo, un salario superior por un ambiente laboral mejor, digamos entonces, 

menos dinero, pero dónde voy, tengo más paz, en lugar de estar aquí ganando un montón de 

plata o ir a un lugar donde voy a ganar un montón de plata, pero sin paz, entonces esa paz es 

lo que uno tiene que apreciar, valorar y estar dispuesto a perder la guerra para conseguir esa 

paz. 

 

La señora Presidenta recuerda: 

Ese ejemplo que dices, me recordó el combo del ICE, cuando el Presidente decidió que era 

mejor perder esta guerra y ganar la paz, en aquel momento, porque no iban a avanzar; al final 

todo lo que se peleó en el combo del ICE se hizo, pero tiempo después, 10 años después, el 

tema de las telecomunicaciones y la apertura y todo eso, pero en ese momento tal vez no era 

el momento y era mejor perder esa guerra y ganar la paz. 

 

La señora Marilyn Solano reflexiona: 

Yo tengo preguntas más que comentarios, vamos a ver, guerras, hay guerras de guerras, por 

ejemplo, bueno, el caso que mencionaron don Arturo, no es una guerra en el sentido de que, 

digamos, yo decido irme a un lugar, aunque gane menos porque quiero paz, pero esa, 

digamos, son decisiones para uno poder estar en paz, pero viene la otra, cuando ustedes dicen 

de que, si uno se pone al nivel del necio o del burro, pero no existe la posibilidad que uno a 

veces sea el necio y el burro, y no el otro. Entonces eso es mi pregunta, o sea, yo puedo juzgar 

al otro diciendo: sí, ese es el necio y el burro, pero a la postre soy yo. 

 

La señora Presidenta expresa: 

Pero ahí está la capacidad que tengas de autoevaluarte, de autoevaluarse y saber si es uno el 

necio o el burro, o no, eso es fuerte y bueno Fanny no está, pero Verti sí, con el tema del auto 

conocimiento y la percepción que uno tenga de uno mismo para poder controlar esas acciones 

o situaciones. 

 

La señora Marilyn Solano añade: 

El saber escuchar consejos, dice don Arturo, si no, yo digo porque a la postre, a veces uno 

está desubicado y entonces diay, quiere siempre tener la razón o yo juzgo al otro y a lo mejor 

es un efecto espejo y el necio y burro sea uno, verdad, yo me quería enfocar en los dos puntos 

o los dos lados, pero era una pregunta, gracias. 

 

El señor Luis Diego Quesada comenta: 

Yo en gran parte coincido con la frase, pero sí me parece que hay que ser muy preciso en 

cuanto a que se puede definir por guerra que, en este caso, pues no es lo mismo que una 

batalla, y uno puede darse el permiso de perder batallas, tal vez no guerras, tal vez no guerras, 

pero si se puede dar el permiso de perder batallas, y qué más, uno puede darse el permiso de 

acomodarse, de cambiar valores, de cambiar hábitos y cambiar un montón de cosas; la gente 

se asusta a veces cuando uno puede decir valores, no es que hasta eso uno cambia, porque no 
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es lo mismo los valores que usted tiene en su infancia, a cuando ya es una persona adulta y 

pasó de un trabajo a otro y etc., hasta esas cosas, hay una guerra interna en la que uno a veces 

tiene que ceder, pero también hay un asunto, verdad, de qué hay más allá, que estoy 

sacrificando con tal de poder arreglar algo más, y es que hay guerras que no se solucionan de 

un pronto a otro verdad, ya uno si quisiera verlo, tal vez un poco más a nivel geopolítico, 

porque no, tal vez pensar, por ejemplo, en un país como China, que lleva décadas, se puede 

decir ya, buscando una hegemonía económica a nivel mundial y tal vez hasta ahora se está 

comenzando a ver, cuántas batallas ha podido perder, cuántas batallas ha podido ceder, y  

recordando tal vez en los años 30as, cuando sufrió la invasión de Japón, y en este caso, pues 

haber sufrido una separación, en este caso con Taiwán; a ellos no les va a recuperar, esperar 

100 años o 200 años; yo creo que de aquí ninguno vamos a presenciar el momento en el que 

finalmente esos dos países lleguen a consolidarse en uno solo, yo creo que eso sí va a pasar, 

pero falta muchísimo tiempo, falta muchísimo tiempo y uno cree que no es posible, a como 

no lo veía posible hace 5 años o 10 años, cuando tal vez la gente decía no, es que a Estados 

Unidos nadie le va a pasar por encima y ya estamos más o menos a 5 años de tener esa 

hegemonía China. Son guerras que duran muchísimo tiempo, pero yo por eso tal vez quisiera 

cómo hacer ese aporte que a veces hay que ceder batallas, yo creo que la guerra realmente 

dependiendo, digamos tiene que, habría que renunciar a ciertas guerras internas para poder 

renunciar, por lo menos yo lo veo así. 

 

 

CAPÍTULO III. TEMAS GERENCIA ADMINISTRATIVA FINANCIERA 

Se incorpora a la sesión el señor Olman Brenes Brenes, Gerente Administrativo Financiero 

y el señor Rodrigo Fernández Cedeño, Jefe del Departamento de Tesorería.  

 

ARTÍCULO 3. Oficio JPS-GG-1588-2021. Política de Gestión de Documentos de la 

Junta de Protección Social 

Se presenta el oficio JPS-GG-1588-2021 de 10 de noviembre de 2021, suscrito por la señora 

Marilyn Solano Chinchilla, Gerencia General, en el que indica: 

 
Para valoración y aprobación por parte de Junta Directiva, me permito remitir el oficio JPS-

GG-GAF-743-2021 de la Gerencia Administrativa Financiera con la propuesta de la “Política 

de Gestión de Documentos de la Junta de Protección Social”, formulada por el Archivo Central 

institucional de conformidad con lo establecido en el artículo 8, inciso a) del Reglamento 

Orgánico institucional.  

 

Se transcribe el oficio JPS-GG-GAF-743-2021 de fecha 23 de agosto de 2021, suscrito por 

el señor Olman Brenes Brenes, Gerente Administrativo Financiero, en el que indica: 

 
Le adjunto el oficio JPS-GG-GAF-SA-AC-42-2021, suscrito por la señora Paola Carvajal 

Zamora, del Archivo Central, el cual cuenta con el visto bueno del Sr. Rodrigo Fernández 

Cedeño, jefe a.i. de Servicios Administrativos, referente a la matriz riesgos del gestor 

documental, solicitada por ese despacho, para lo que corresponda.  
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Además de la citada matriz, se remiten los siguientes procedimientos para iniciar la 

implementación del gestor documental, los cuales se elaboraron en conjunto con Planificación 

Institucional:  

 

1. Clasificación y ordenación documental de los archivos de gestión.  

2. Transferencia documental de los archivos de gestión.  

 

Tal como lo indica el Archivo Central, se requiere la aprobación, por parte de la Junta 

Directiva, de la “Política de Gestión de Documentos de la Junta de Protección Social”, enviada 

a su despacho mediante el oficio JPS-GG-GAF-104-2021 del 9 de febrero de 2021, para lo 

cual se agradece la gestión de su despacho. 

 

Se transcribe el oficio JPS-GG-GAF-104-2021 de fecha 9 de febrero de 2021, suscrito por 

el señor Olman Brenes Brenes, Gerente Administrativo Financiero, en el que indica: 

 
 Le adjunto el oficio JPS-GG-GAF-SA-AC-06-2021 de la Unidad de Archivo Central, el cual 

cuenta con el visto bueno del Departamento de Servicios Administrativos, con el fin de que se 

eleve, a conocimiento y aprobación de la Junta Directiva, la “Política de Gestión de 

Documentos de la Junta de Protección Social”, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 8, inciso a) de nuestro Reglamento Orgánico.  

 

Dicha política fue valorada por la Asesoría Jurídica, la cual, mediante el oficio JPS-AJ-026-

2021, sugirió varios cambios que se incorporaron en el documento.  

 

Se adjunta, además, la presentación en Power Point y la propuesta del acuerdo que tomaría el 

Órgano Colegiado. 

 

Se transcribe el oficio JPS-GG-GAF-SA-AC-06-2021, suscrito por la señora Paola Carvajal 

Zamora, Encargada del Archivo Central, en el que indica: 

 
Adjunto remito la Política de Gestión de Documentos de la Junta de Protección Social, esta 

política ha sido valorada por la Asesoría Jurídica institucional quien sugirió varios cambios  

mediante oficio JPS-AJ-026-2021, por lo que los cambios solicitados han sido incorporados 

en esta versión.  

 

De esta manera, y cumpliendo con el procedimiento institucional, donde sugiere que las 

políticas deben ser del conocimiento y aprobación de la Junta Directiva Institucional, 

agradezco sus buenos oficios con el fin de que la misma sea dirigida a la Junta Directiva.  

 

Política de Gestión de Documentos de la Junta de Protección Social 

 

 La Junta Directiva de la Junta de Protección Social, en el uso de las facultades que le confieren 

los artículos No. 3 de la Ley N° 8718 “Autorización para el Cambio de Nombre de la Junta de 

Protección Social y Establecimiento de la Distribución de Rentas de las Loterías Nacionales” 

y los incisos a) y m) del artículo 8) del Reglamento Orgánico de la Institución, como máximo 

jerarca Institucional; Considerando:  
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Primero:  Que el artículo 16 de la Ley General de Control Interno No 8292 establece que la 

Administración activa debe contar con sistemas de información que permitan tener una gestión 

documental institucional, entendiendo esta como el conjunto de actividades realizadas con el 

fin de controlar, almacenar y, posteriormente, recuperar de modo adecuado la información 

producida o recibida en la organización, en el desarrollo de sus actividades, con el fin de 

prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados.   

 

Segundo: Que el artículo 16 de la Ley General de Control Interno No 8292 establece que la 

Administración también establece que; son deberes del jerarca y de los titulares subordinados 

el establecer las políticas, los procedimientos y recursos para disponer de un archivo 

institucional, de conformidad con lo señalado en el ordenamiento jurídico y técnico.  

 

Tercero: Que el artículo 6 de la Ley de Certificados y Firmas Digitales de Documentos 

establece la Gestión y conservación de documentos electrónicos, señalando además que, se 

deberá contar con las medidas de seguridad necesarias para garantizar su inalterabilidad, de 

manera que  se posibilite su acceso y preservación.  

 

Cuarto:  que el artículo 39 de la Ley del Sistema Nacional de Archivos No. 7202 establece que 

los archivos de gestión son los archivos de las divisiones, departamentos y secciones de la 

Institución encargados de reunir, conservar, clasificar, ordenar, describir, seleccionar, 

administrar y facilitar la documentación producida por su unidad, y que debe mantenerse 

técnicamente organizada, siendo que, los archivos centrales, son unidades que cumplirán las 

funciones antes descritas, centralizando la documentación de todo el ente.  

  

Quinto: Que el artículo 41 de la Ley del Sistema Nacional de Archivos No. 7202 establece que 

todas las instituciones deberán contar con un archivo central y con los archivos de gestión 

necesarios para la debida conservación y organización de sus documentos.  

 

Sexto: Que el artículo 42 del Reglamento a la Ley del Sistema Nacional de Archivos No. 

40554 establece que, los encargados de los Archivos Centrales y demás funcionarios de 

archivos, tienen la obligación de velar por la integridad, autenticidad y fidelidad de la 

información contenida en los documentos de archivo, cualquiera que sea su soporte; asimismo, 

serán responsables de su organización, conservación y de la prestación de los servicios 

archivísticos.”.  

 

Séptimo: Que la norma ISO 15489 de Información y documentación – Gestión de 

documentos–normaliza las prácticas de conservación y preservación de los documentos.  

  

Por tanto,  
La Junta Directiva de la Junta de Protección Social, mediante acuerdo JD-xxx, correspondiente 

al Capítulo XX, inciso XX de la sesión número xx-2021 emite la siguiente Política de Gestión 

de Documentos de la Institución;  
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Política de Gestión de Documentos de la Junta de Protección Social  
  

Artículo1.- Descripción de la política  
  

Se establece la Política de Gestión de Documentos de la Institución con la finalidad de 

implementar todos los procesos relativos a la gestión documental que implica la creación, 

captura, control y conservación de información fidedigna documentada en forma de 

documentos de archivo, los cuales deben ser auténticos, íntegros, fiables y usables durante los 

plazos de conservación establecidos; por medio de la implementación y mejora continua de un 

Sistema de Gestión Documental Institucional (SGDI), todo esto, con la finalidad de apoyar la 

transparencia administrativa, toma de decisiones y facilitación del acceso a la información 

institucional.  

  

Artículo 2.-Principios: Los principios que regirán la presente Política serán los siguientes:  

  

2.1. Transparencia administrativa: Garantizar la disponibilidad de la información 

documentada, de forma oportuna, eficiente y eficaz, haciendo uso de la tecnología 

adecuada.  

  

2.2. Innovación: Predomina el principio de innovación para diseñar estrategias y 

soluciones haciendo uso de las tecnologías para optimizar los servicios y posicionamiento 

de la institución como entidad de excelencia.  

  

2.3. Mejora continua: Se implementan actividades recurrentes para aumentar la capacidad 

para cumplir los requisitos del sistema de gestión para los documentos, evaluando 

constantemente la prestación de los servicios de información para detectar oportunidades 

de mejora y fortalecer el sistema.  

  

2.4. Enfoque al cliente: Comprender las necesidades actuales y futuras de los clientes, 

para satisfacer los requisitos de los clientes y esforzarse en exceder las expectativas de los 

clientes.  

  

  

2.5. Gestión de riesgos: El sistema de gestión para los documentos, debe implementar 

acciones preventivas para eliminar no conformidades potenciales, analizar cualquier no 

conformidad que ocurra, y tomar acciones para prevenir su recurrencia, con el fin de 

garantizar, el servicio de información fidedigna.  

  

2.6. Toma de decisiones basada en la evidencia: El sistema para la gestión de los 

documentos debe de facilitar la creación captura y control de los activos de información de 

la organización en forma de documentos fiables y auténticos que permitan la toma de 

decisiones basada en la evidencia. 
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Artículo 3.- Responsabilidades:  
  

Corresponderá a la Gerencia General de la Junta de Protección Social apoyar el Sistema de 

Gestión Documental Institucional (SGDI), creando un entorno óptimo para su funcionamiento 

eficiente y siempre en busca de mejora continua, para ello, deberá vincular el SGDI con las 

metas institucionales de forma que se contemplen los riesgos asociados con una gestión 

inadecuada de la información registrada en documentos de archivo.   

  

Corresponderá al Departamento de Tecnologías de Información la planificación, implantación 

y administración de los programas de tratamiento de documentos y sus operaciones, 

garantizando el uso de los sistemas más actualizados y la correcta conservación de la 

información.   

  

Corresponderá a la Unidad de Archivo Central, la verificación del correcto cumplimiento de 

la Política de Producción y Gestión Documental por parte de todas las áreas institucionales.  

     

Artículo 4.-Alcance de la Política  
  

De conformidad con los principios que rigen la gestión de los documentos generados, recibidos 

y reunidos por la Institución, se entiende por documento cualquier información o evidencia 

con independencia de su naturaleza y soporte, así entonces se incluyen:   

  

1. Documentos en papel.  

2. Documentos electrónicos.   

3. Evidencias en bases de datos y aplicaciones tecnológicas.  

  

Artículo 5.- Lineamientos de la Gestión Documental: Los lineamientos que se deben 

observar dentro de la presente Política serán los siguientes:  

  

5.1. La creación, captura y gestión de información documentada en documentos de archivo 

debe cumplir con el marco normativo referente a la Ley General de Control Interno 

No. 8292, la Ley del Sistema Nacional de Archivos No. 7202 y su Reglamento, así 

como cualquier otra disposición que la Dirección General del Archivo Nacional y sus 

agentes subordinados.  

  

5.2. El SGDI debe constituirse como uno de los cinco componentes funcionales del 

Sistema de Control Interno, entendido como el conjunto de elementos y condiciones 

vigentes para ejecutar de manera organizada, uniforme y consistente las actividades 

de obtener, procesar, generar y comunicar, en forma eficaz, eficiente y económica, y 

con apego al bloque de legalidad, la información de la gestión institucional y otra de 

interés para la consecución de los objetivos institucionales.  

  

5.3. Los sistemas de información institucionales, deben alinearse estratégicamente con el 

SGDI, de manera tal que, la información documentada producida tanto en soporte 

físico como digital, sea capturada de forma controlada, eficaz y sistemática de modo 

que permita su recuperación y uso posterior por parte de quien así lo requiera.   
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5.4. La gestión de documentos debe contemplar también las bases de datos institucionales 

y las demás aplicaciones informáticas en los cuales se genera y almacenan importantes 

fuentes de la información documentada.  

  

5.5. La información registrada en documentos de archivo, así como las bases de datos 

institucionales, ambos recursos de información deben ser gestionados como activos 

que aporten valor agregado y formen parte del capital intelectual de la institución.  

  

5.6. El SGDI debe tener un alcance transversal sobre todos los procesos y actividades de 

la institución de forma escalable, de las diferentes unidades y de los usuarios 

involucrados.  

  

  

5.7. El SGDI debe basarse en principios de enfoque al cliente, liderazgo y responsabilidad, 

toma de decisiones basada en la evidencia, implicación del personal, enfoque sobre 

procesos, enfoque sistémico de la gestión, y de mejora continúa.  

  

Artículo 6: Componentes  del SGDI:  
  

El SGDI debe constituirse por los siguientes elementos relacionados e integrados 

sistémicamente:   

  

6.1. Personas: la Gerencia General, el Departamento de Tecnologías de Información, la Unidad 

de Archivo Central, los gestores documentales de cada área administrativa, y el Comité 

Institucional de Selección y Eliminación de  

Documentos (CISED)   

  

6.2. Productos: la información documentada de todas las actividades institucionales que se 

crea, captura, gestiona y sirve de forma fidedigna (documentos de calidad).  

  

6.3. Recursos: los archivos de gestión y las áreas funcionales de la Unidad de Archivo Central 

(Depósito Documental, Servicio al Usuario, Tratamiento Archivístico, y Administrativa) 

acondicionados con sus materiales, mobiliarios, equipo y aplicaciones informáticas destinados 

a la preservación y recuperación de la información documentada.  

  

6.4. Actividades de operación o técnicas de trabajo: conjunto de procesos de trabajo que 

conforman la gestión de documentos (captura, organización, evaluación, preservación y 

facilitación) estipulados e implementados por todas las unidades de la Junta de Protección 

Social.  
  

  

Artículo 7.  Deberes del SGDI:  
  

El SGDI debe establecer para lograr su propósito, los roles y responsabilidades, los procesos 

sistemáticos, la medición y evaluación, la revisión y mejora.  
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Artículo 8. Implementación e Integración del SGDI:  
  

El SGDI debe implementarse e integrarse para el cumplimiento de los objetivos y requisitos 

de otros sistemas de gestión como el Sistema Integrado de Gestión de la Calidad (SGDC), 

aportando, por lo tanto, al logro de las metas institucionales y la satisfacción del cliente.  

  

8.1. El SGDI debe gobernar los requisitos documentales o de información documentada 

requeridos por los demás sistemas institucionales de gestión o de información.  

  

9. Esta política rige a partir de:   

 

El señor Rodrigo Fernández realiza la siguiente presentación: 
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El señor Olman Brenes acota: 

Esta política ha sido valorada por la Asesoría Jurídica nuestra y en el proceso nos recomendó 

varios ajustes, varios cambios, los cuales fueron debidamente incorporados en esta versión 

que estamos presentando. 

 

La señora Maritza Bustamante consulta: 

¿Esta política incluye todo lo que se hace en la Junta Directiva, las actas que se hacen y los 

libros que tiene que revisar y firmar también la Auditoría? 

 

El señor Rodrigo Fernández contesta: 

Sí correcto, esta es una política que abarca todo el acervo documental de la institución como 

un todo, entonces lógicamente incluye también la generación de las actas de Junta Directiva 

y cualquier otro documento de este tipo que se genere dentro de la institución. 

 

La señora Vertianne Fernández consulta: 

¿Todo esto fue consultado con los lineamientos y decretos que maneja el Archivo Nacional? 

Porque no vamos a aprobar una política y a la hora de la hora no vamos a enviar documentos, 

o va a venir el Archivo Nacional y nos va a atraer todo abajo, entonces quería como esa 

parte ver si la revisaron bien. 

 

El señor Olman Brenes se refiere: 

Sí, específicamente sí, está fundamentada en la Ley 7202, para efectos de eso mismo que 

usted indica, está totalmente ajustada a esa normativa de orden legal. 

 

El señor Gerardo Villalobos señala que en razón de la ausencia de la señora Fanny Robleto 

Jiménez, Vicepresidenta de Junta Directiva, se debe de nombrar Vicepresidente ad hoc por 

esta sesión.  

 

La señora Presidenta consulta a la señora Shirley López si no hay problema de proceder a 

nombrar ahora, en razón de que ya comenzó la sesión.  

 

La señora Shirley López indica: 

No hay ningún problema en razón de que no se ha tomado ningún acuerdo de fondo. 

 

La señora Presidenta propone a la señora Vertianne Fernández. Se somete a votación y se 

dispone: 

 

ACUERDO JD-810 

En ausencia justificada de la señora Fanny Robleto Jiménez, se acuerda nombrar a la señora 

Vertianne Fernández López, Vicepresidente ad hoc, por esta sesión, designación que acepta 

la señora Fernández. ACUERDO FIRME. 

 

Ejecútese 
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Se continúa con el tema a tratar.  

 

La señora Presidenta somete a votación la propuesta y se dispone: 

 

Se retoma el tema de la Política de Gestión de Documentos de la Junta de Protección Social.  

 

La señora Presidenta somete a votación la política presentada y se dispone: 

 

ACUERDO JD-811 

Conocidos los oficios JPS-GG-1588-2021, de fecha 10 de noviembre de 2021, suscrito por 

la señora Marilyn Solano Chinchilla, Gerente General, que adjunta el oficio JPS-GG-GAF-

743-2021 de fecha 23 de agosto suscrito por el señor Olman Brenes Brenes, Gerente 

Administrativo Financiero, la Junta Directiva en el uso de las facultades que le confieren los 

artículos No. 3 de la Ley N° 8718 “Autorización para el Cambio de Nombre de la Junta de 

Protección Social y Establecimiento de la Distribución de Rentas de las Loterías Nacionales” 

y los incisos a) y m) del artículo 8) del Reglamento Orgánico de la Institución, como máximo 

jerarca Institucional; Considerando:  

 

Primero:  Que el artículo 16 de la Ley General de Control Interno No 8292 establece que 

la Administración activa debe contar con sistemas de información que permitan tener una 

gestión documental institucional, entendiendo esta como el conjunto de actividades 

realizadas con el fin de controlar, almacenar y, posteriormente, recuperar de modo adecuado 

la información producida o recibida en la organización, en el desarrollo de sus actividades, 

con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados.   

 

Segundo: Que el artículo 16 de la Ley General de Control Interno No 8292 establece que la 

Administración también establece que; son deberes del jerarca y de los titulares 

subordinados el establecer las políticas, los procedimientos y recursos para disponer de un 

archivo institucional, de conformidad con lo señalado en el ordenamiento jurídico y técnico.  

 

Tercero: Que el artículo 6 de la Ley de Certificados y Firmas Digitales de Documentos 

establece la Gestión y conservación de documentos electrónicos, señalando además que, se 

deberá contar con las medidas de seguridad necesarias para garantizar su inalterabilidad, de 

manera que  se posibilite su acceso y preservación.  

 

Cuarto:  que el artículo 39 de la Ley del Sistema Nacional de Archivos No. 7202 establece 

que los archivos de gestión son los archivos de las divisiones, departamentos y secciones de 

la Institución encargados de reunir, conservar, clasificar, ordenar, describir, seleccionar, 

administrar y facilitar la documentación producida por su unidad, y que debe mantenerse 

técnicamente organizada, siendo que, los archivos centrales, son unidades que cumplirán las 

funciones antes descritas, centralizando la documentación de todo el ente.  
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Quinto: Que el artículo 41 de la Ley del Sistema Nacional de Archivos No. 7202 establece 

que todas las instituciones deberán contar con un archivo central y con los archivos de 

gestión necesarios para la debida conservación y organización de sus documentos.  

 

Sexto: Que el artículo 42 del Reglamento a la Ley del Sistema Nacional de Archivos No. 

40554 establece que, los encargados de los Archivos Centrales y demás funcionarios de 

archivos, tienen la obligación de velar por la integridad, autenticidad y fidelidad de la 

información contenida en los documentos de archivo, cualquiera que sea su soporte; 

asimismo, serán responsables de su organización, conservación y de la prestación de los 

servicios archivísticos.”.  

 

Séptimo: Que la norma ISO 15489 de Información y documentación – Gestión de 

documentos–normaliza las prácticas de conservación y preservación de los documentos.  

  

Por tanto,  
La Junta Directiva de la Junta de Protección Social, mediante acuerdo JD-811, 

correspondiente al Capítulo III, artículo III de la sesión extraordinaria 68-2021 emite la 

siguiente Política de Gestión de Documentos de la Institución;  

  

Política de Gestión de Documentos de la Junta de Protección Social 
  

Artículo 1.- Descripción de la política  
Se establece la Política de Gestión de Documentos de la Institución con la finalidad de 

implementar todos los procesos relativos a la gestión documental que implica la creación, 

captura, control y conservación de información fidedigna documentada en forma de 

documentos de archivo, los cuales deben ser auténticos, íntegros, fiables y usables durante 

los plazos de conservación establecidos; por medio de la implementación y mejora continua 

de un Sistema de Gestión Documental Institucional (SGDI), todo esto, con la finalidad de 

apoyar la transparencia administrativa, toma de decisiones y facilitación del acceso a la 

información institucional.  

  

Artículo 2.-Principios: Los principios que regirán la presente Política serán los siguientes:  

  

2.1. Transparencia administrativa: Garantizar la disponibilidad de la información 

documentada, de forma oportuna, eficiente y eficaz, haciendo uso de la tecnología 

adecuada.  

  

2.2. Innovación: Predomina el principio de innovación para diseñar estrategias y 

soluciones haciendo uso de las tecnologías para optimizar los servicios y posicionamiento 

de la institución como entidad de excelencia.  
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2.3. Mejora continua: Se implementan actividades recurrentes para aumentar la 

capacidad para cumplir los requisitos del sistema de gestión para los documentos, 

evaluando constantemente la prestación de los servicios de información para detectar 

oportunidades de mejora y fortalecer el sistema.  

  

2.4. Enfoque al cliente: Comprender las necesidades actuales y futuras de los clientes, 

para satisfacer los requisitos de los clientes y esforzarse en exceder las expectativas de 

los clientes.  

   

2.5. Gestión de riesgos: El sistema de gestión para los documentos, debe implementar 

acciones preventivas para eliminar no conformidades potenciales, analizar cualquier no 

conformidad que ocurra, y tomar acciones para prevenir su recurrencia, con el fin de 

garantizar, el servicio de información fidedigna.  

  

2.6. Toma de decisiones basada en la evidencia: El sistema para la gestión de los 

documentos debe de facilitar la creación captura y control de los activos de información 

de la organización en forma de documentos fiables y auténticos que permitan la toma de 

decisiones basada en la evidencia. 

    

Artículo 3.- Responsabilidades:  
Corresponderá a la Gerencia General de la Junta de Protección Social apoyar el Sistema de 

Gestión Documental Institucional (SGDI), creando un entorno óptimo para su 

funcionamiento eficiente y siempre en busca de mejora continua, para ello, deberá vincular 

el SGDI con las metas institucionales de forma que se contemplen los riesgos asociados con 

una gestión inadecuada de la información registrada en documentos de archivo.   

  

Corresponderá al Departamento de Tecnologías de Información la planificación, 

implantación y administración de los programas de tratamiento de documentos y sus 

operaciones, garantizando el uso de los sistemas más actualizados y la correcta conservación 

de la información.   

  

Corresponderá a la Unidad de Archivo Central, la verificación del correcto cumplimiento de 

la Política de Producción y Gestión Documental por parte de todas las áreas institucionales.  

    

  

Artículo 4.-Alcance de la Política  
De conformidad con los principios que rigen la gestión de los documentos generados, 

recibidos y reunidos por la Institución, se entiende por documento cualquier información o 

evidencia con independencia de su naturaleza y soporte, así entonces se incluyen:   

  

1. Documentos en papel.  

2. Documentos electrónicos.   

3. Evidencias en bases de datos y aplicaciones tecnológicas.  
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Artículo 5.- Lineamientos de la Gestión Documental: Los lineamientos que se deben 

observar dentro de la presente Política serán los siguientes:  

  

5.1. La creación, captura y gestión de información documentada en documentos de 

archivo debe cumplir con el marco normativo referente a la Ley General de Control 

Interno No. 8292, la Ley del Sistema Nacional de Archivos No. 7202 y su 

Reglamento, así como cualquier otra disposición que la Dirección General del 

Archivo Nacional y sus agentes subordinados.  

  

5.2. El SGDI debe constituirse como uno de los cinco componentes funcionales del 

Sistema de Control Interno, entendido como el conjunto de elementos y condiciones 

vigentes para ejecutar de manera organizada, uniforme y consistente las actividades 

de obtener, procesar, generar y comunicar, en forma eficaz, eficiente y económica, y 

con apego al bloque de legalidad, la información de la gestión institucional y otra de 

interés para la consecución de los objetivos institucionales.  

  

5.3. Los sistemas de información institucionales, deben alinearse estratégicamente con el 

SGDI, de manera tal que, la información documentada producida tanto en soporte 

físico como digital, sea capturada de forma controlada, eficaz y sistemática de modo 

que permita su recuperación y uso posterior por parte de quien así lo requiera.   

  

5.4. La gestión de documentos debe contemplar también las bases de datos institucionales 

y las demás aplicaciones informáticas en los cuales se genera y almacenan 

importantes fuentes de la información documentada.  

  

5.5. La información registrada en documentos de archivo, así como las bases de datos 

institucionales, ambos recursos de información deben ser gestionados como activos 

que aporten valor agregado y formen parte del capital intelectual de la institución.  

  

5.6. El SGDI debe tener un alcance transversal sobre todos los procesos y actividades de 

la institución de forma escalable, de las diferentes unidades y de los usuarios 

involucrados.  

   

5.7. El SGDI debe basarse en principios de enfoque al cliente, liderazgo y 

responsabilidad, toma de decisiones basada en la evidencia, implicación del 

personal, enfoque sobre procesos, enfoque sistémico de la gestión, y de mejora 

continua.  

  

Artículo 6: Componentes  del SGDI:  
El SGDI debe constituirse por los siguientes elementos relacionados e integrados 

sistémicamente:   
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6.1. Personas: la Gerencia General, el Departamento de Tecnologías de Información, la 

Unidad de Archivo Central, los gestores documentales de cada área administrativa, y el 

Comité Institucional de Selección y Eliminación de Documentos (CISED)   

  

6.2. Productos: la información documentada de todas las actividades institucionales que 

se crea, captura, gestiona y sirve de forma fidedigna (documentos de calidad).  

  

6.3. Recursos: los archivos de gestión y las áreas funcionales de la Unidad de Archivo 

Central (Depósito Documental, Servicio al Usuario, Tratamiento Archivístico, y 

Administrativa) acondicionados con sus materiales, mobiliarios, equipo y aplicaciones 

informáticas destinados a la preservación y recuperación de la información documentada.  

  

6.4. Actividades de operación o técnicas de trabajo: conjunto de procesos de trabajo que 

conforman la gestión de documentos (captura, organización, evaluación, preservación y 

facilitación) estipulados e implementados por todas las unidades de la Junta de Protección 

Social.  
  

Artículo 7.  Deberes del SGDI:  
El SGDI debe establecer para lograr su propósito, los roles y responsabilidades, los procesos 

sistemáticos, la medición y evaluación, la revisión y mejora.  

  

Artículo 8. Implementación e Integración del SGDI:  
El SGDI debe implementarse e integrarse para el cumplimiento de los objetivos y requisitos 

de otros sistemas de gestión como el Sistema Integrado de Gestión de la Calidad (SGDC), 

aportando, por lo tanto, al logro de las metas institucionales y la satisfacción del cliente.  

  

8.1. El SGDI debe gobernar los requisitos documentales o de información documentada 

requeridos por los demás sistemas institucionales de gestión o de información.  

  

Artículo 9. Esta política rige a partir de la firmeza del acuerdo JD-811, correspondiente al 

Capítulo III, artículo III de la sesión extraordinaria 68-2021. 

 

Plazo de cumplimiento: Inmediato 

 

Comuníquese a la Gerencia Administrativa Financiera. Infórmese a la Gerencia General, al 

Departamento de Servicios Administrativos y a la Unidad de Archivo Central. 
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ARTÍCULO 4. Oficio JPS-GG-1462-2021. Funcionarios que deben rendir garantía en 

cumplimiento a lo que dispone la normativa vigente en materia de cauciones 

Se presenta el oficio JPS-GG-1462-2021 del 19 de octubre de 2021, suscrito por la señora 

Marilyn Solano Chinchilla, Gerencia General, en el que indica: 

 
Para valoración y aprobación por parte de Junta Directiva, me permito remitir el oficio JPS-

GG-GAF-DTH-1634-2021 del Departamento Desarrollo del Talento Humano, con la solicitud 

de que el Máximo Órgano como superior jerárquico de la Auditoría Interna, Asesoría Jurídica, 

Planificación Institucional y Contraloría de Servicios, defina si las jefaturas de dichas 

dependencias deberán suscribir las pólizas de fidelidad según lo dispuesto en el artículo 13 de 

la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, Ley N° 8131 

del 18 de setiembre del 2001.  

 

Se transcribe el oficio JPS-GG-GAF-DTH-1634-2021 de fecha 06 de setiembre de 2021, el 

cual indica: 

 
De conformidad a lo que establece el Reglamento para los funcionarios de la Junta de 

Protección Social, que deberán rendir garantía en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 

13 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, Ley 

N° 8131 del 18 de setiembre del 2001 y en atención al objetivo de esta normativa sobre el   

deber de implementar y ejecutar medidas efectivas para administrar adecuadamente el riesgo 

existente en la custodia y administración de los fondos y valores públicos, es que  la Comisión 

de Cauciones requiere que esa Gerencia General eleve ante la honorable Junta Directiva como 

superior jerárquico de los Departamentos de: Auditoría Interna, Asesoría Legal, Planificación 

Institucional y Contraloría de Servicios, la solicitud para que se defina si las jefaturas de dichas 

Dependencias deberán suscribir la correspondientes pólizas de fidelidad. 

 

Lo anterior en atención a lo que estable el artículo 5 de la normativa en materia de cauciones 

que actualmente rige el quehacer institucional y el cual establece:  

     

“Artículo 5º- Funcionarios que deben rendir Garantía. Para ejercer válidamente los 

cargos, en la Junta de Protección Social deben de rendir garantía:  

 

. Gerente General  

. Gerentes de Área  

. Jefaturas, subjefaturas y funcionarios que administren fondos de la Junta. Cualquier 

otro funcionario que en razón de su relación de servicio o cualquier otro motivo deba 

administrar, manejar o custodiar bienes efectivo o valores públicos o a su cargo, 

participe estrechamente en los procesos de captación de ingresos o decida directamente 

sobre la aprobación de contrataciones administrativas, realice pagos a través de la caja 

chica o gire o reciba órdenes de pago de cualquier naturaleza, custodie recaude o ejecute 

fondos con cargo a los programas presupuestarios de la Junta de Protección Social.   
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Será la Jefatura inmediata, la encargada de definir si el funcionario o funcionaria en razón 

de su puesto, debe o no rendir póliza de fidelidad individual.” (el resaltado no es del original) 

 

Sobre este particular, la normativa referida también establece que en la determinación de los 

cargos que deben suscribir póliza de fidelidad individual, se debe valorar básicamente; el nivel 

de responsabilidad, el grado de autoridad en la disposición de los fondos públicos a su cargo, 

su competencia en el ordenar, autorizar ejecuciones o emisiones de gastos, la decisión en los 

procesos de contratación y la supervisión de estos procesos, los cuales significan flujo de 

fondos en la Institución. 

  

El señor Olman Brenes realiza la siguiente presentación: 

 

 
 
 

 



  24 

 

 

 

 

 
   

 

 

 
 

 
 

El señor Arturo Ortiz expresa y consulta: 

Según lo que explicó don Olman, y si le entendí bien, en el pasado, se le ha instado a que 

ellos mismos, esas dependencias determinen si les corresponde o no suscribir la póliza y ellos 

han respondido que no, siendo así y siendo nosotros un Órgano Colegiado que debe tomar 

sus acuerdos con fundamento en estudios técnicos, necesitamos obligadamente, a mi parecer, 

puedo estar equivocado, un criterio técnico en el cual basarnos para dictar este acuerdo 

porque sencillamente no podemos tomar el acuerdo porque nos parece a nosotros, que todos 

esos que se mencionan ahí deban rendir su caución.  
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La pregunta es, si este es el criterio técnico por el cual nos fundamentamos a la hora de tomar 

el acuerdo, para hacer referencia a ese criterio técnico, de que estas personas deben rendir 

esa caución, ¿es así don Olman? 

 

La señora Presidenta añade: 

Yo quería sumarle tal vez el tema de la Unidad de Comunicación, porque ellos también 

manejan una gran cantidad de recursos y bueno, no hay una Jefatura como tal en la estructura 

actual, hasta que algún día la STAP se digne a apoyarnos, pero una persona digamos que 

coordina todos esos esfuerzos y debería de estar incluida, porque es un área que reporta 

también a la Junta Directiva, porque depende de la Junta Directiva. 

 

El señor Olman Brenes responde: 

Sí, toda la razón, con mucho gusto, en realidad, como les digo, este estudio lo hizo la 

Comisión de Cauciones a la luz de la normativa existente y determina que estas instancias 

deben, a criterio nuestro, de la Comisión de Cauciones, suscribir esa póliza, lógicamente 

cómo es la Junta Directiva el superior Jerárquico, entonces acudimos a la Junta Directiva, 

pero no hay ningún inconveniente que nosotros podamos elaborar un informe, un criterio 

técnico de esta situación, no hay ningún problema. 

 

La señora Presidenta consulta: 

¿Esa póliza la tiene que cubrir cada funcionario o esa la cubre la Junta? 

 

El señor Olman Brenes contesta: 

Es cada funcionario, en este momento, el máximo, el tope que hay de monto de esa póliza es 

tres millones, son alrededor de ȼ60.000 (sesenta mil colones) anuales. 

 

La señora Presidenta pregunta: 

¿Qué pasa si algún funcionario no está de acuerdo? 

 

El señor Olman Brenes señala: 

Sí de los estudios que se hacen o las mismas jefaturas consideran que alguno de sus 

subordinados por las labores, por las responsabilidades, debe suscribirla, el funcionario tiene 

que suscribirla, si no asume responsabilidad al estar incumpliendo una normativa, una ley. 

 

La señora Presidenta consulta: 

Entonces todo funcionario que maneja fondos debería de estar suscribiendo esa póliza. 

 

El señor Olman Brenes indica: 

Sí, específicamente, todos nosotros, digamos, las gerencias, las gerencias de área, casi todas 

las jefaturas, la parte de los cajeros, lo de plataforma, todos los que manejan recursos 

públicos, tienen que suscribir esa póliza, además de aquellos, doña Esmeralda y señores 

Directores, que tienen en sus manos el manejo de efectivo, por ejemplo, que tienen en sus 
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manos el manejo de presupuestos, donde, con cargo a sus presupuestos, autorizan gastos 

institucionales, aquellos también que de una u otra manera manejen valores, eso que usted 

decía, el tema de Comunicación y Relaciones Públicas maneja un presupuesto bastante alto, 

efectivamente ellos deberían también estar en esta recomendación. 

 

La señora Urania Chaves indica: 

Yo creo que en la misma línea de Arturo que, nosotros no podríamos o no deberíamos, sí 

podemos, pero no deberíamos, de tomar un acuerdo hasta no tener ese criterio técnico, que 

ellos traigan, es mejor reprogramar este tema. 

 

La señora Presidenta indica: 

Sí, entonces don Olman tal vez que lo traigamos ya con el criterio técnico para poderlo 

aprobar cómo debe ser, y no ser que tengamos que echar para atrás a algo o que nos 

cuestionen alguna cuestión ahí, mejor que vaya bien, bien justificado. 

 

 

ARTÍCULO 5. Oficio JPS-GG-1561-2021. Atención acuerdo JD-656 Intereses 

depósitos caja única 

Se presenta el oficio JPS-GG-1561-2021 del 5 de noviembre de 2021, suscrito por la señora 

Marilyn Solano Chinchilla, Gerencia General, en el que indica: 

 
Para valoración y eventual aprobación por parte de Junta Directiva, me permito remitir oficio 

de la Gerencia Administrativa Financiera, que anexa el criterio del Departamento de Tesorería, 

con respecto al JD-656, en el que se instruyó para que dicha Gerencia en conjunto con la 

Asesoría Jurídica, realizara los estudios financieros y legales con el fin de que la Institución 

pueda disponer de los intereses que generan los recursos depositados en la Caja Única del 

Estado. 

  

Entre otros aspectos, se menciona que se comparte la recomendación de la Asesoría Jurídica, 

en cuanto realizar una consulta formal ante la Procuraduría General de la República y que el 

estudio financiero solicitado esté supeditado a que se cuente previamente con la respuesta a la 

citada consulta. 

 

Se transcribe el oficio JPS-GG-GAF-935-2021 del 4 de noviembre de 2021, suscrito por el 

señor Olman Brenes Brenes, Gerente Administrativo Financiero, en el que indica: 

 
En atención al acuerdo JD-656 correspondiente al Capítulo IV), artículo 6) de la sesión 

extraordinaria 56-2021, celebrada el 23 de setiembre 2021, mediante el cual se instruye a esta 

Gerencia de área para que, junto con la Asesoría Jurídica, realice los estudios financieros y 

legales con el fin de que la Institución pueda disponer de los intereses que generan los recursos 

depositados en la Caja Única del Estado, adjunto el oficio JPS-GG-GAF-T-241-2021, en el 

cual el Departamento de Tesorería emite su criterio.  
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Al respeto, esta Gerencia de área coincide con el Departamento de Tesorería en los siguientes 

aspectos:  

  

 Se comparte la recomendación de la Asesoría Jurídica, en cuanto realizar una consulta 

formal ante la Procuraduría General de la República.  

  

 Sería importante que también se consulte a la Procuraduría si la Junta de Protección 

Social estaría en libertad de decidir qué tipo (s) de instrumentos de inversión podría 

utilizar, ya sea del mercado primario o secundario y si puede utilizar los puestos de 

bolsa para llevar a cabo sus estrategias de inversión.  

  

Se considera, respetuosamente, que el estudio financiero solicitado por la Junta Directiva 

estaría supeditado a que se cuente, previamente, con el criterio de la Procuraduría General de 

la República, que determine que la Institución no está obligada al depósito de sus recursos en 

la Caja Única del Estado, así como la determinación de las posibilidades de incursionar en los 

diferentes escenarios y opciones de inversión. 

 

Se transcribe el oficio JPS-GG-GAF-T-241-2021, en el cual el Departamento de Tesorería, 

el cual indica: 

 
En atención al oficio JPS-GG-GAF-0923-2021 y tomando en cuenta lo mencionado por la 

Asesoría Jurídica en su oficio JPS-AJ-947-2021, encontramos que dicha Asesoría realiza un 

análisis pormenorizado de la normativa legal y concluye que  la Junta de Protección Social, 

pese a estar cubierta por el ámbito de aplicación de la Ley de Administración Financiera y 

Presupuestos Públicos, como Institución descentralizada  que es y al no ser beneficiaria directa 

de transferencias de recursos por parte de ninguno de los tres poderes de la República, no tiene 

el deber legal de depositar sus recursos en la Caja única del Estado.  

  

Por otra parte, se adjunta pronunciamiento de la Procuraduría General de la República del año 

2001, relacionado con la aplicación de esta normativa en forma análoga para la Oficina 

Nacional de Semillas, en la cual concluyen que no le aplica a esta Institución las disposiciones 

relacionadas con la obligatoriedad de incorporarse al mecanismo de la Caja única del Estado.  

  

Como tesis de principio, compartimos este criterio esbozado por la Asesoría Jurídica. No 

obstante, pese a que se menciona en dicho análisis lo relacionado con las disposiciones del 

Decreto Ejecutivo 42267-H  (disposición que nos estableció la incorporación al mecanismo de 

la Caja única del Estado), no se hace  mención al criterio  emitido en su momento  en el oficio 

JPS-AJ-542-2020 indicado en nuestro oficio JPS-GG-GAF-T-237-2021, en el cual en su 

momento esta Asesoría Jurídica nos indicó que efectivamente a la luz de dicho decreto 

Ejecutivo 42267-H y lo establecido  en el Reglamento para el funcionamiento de la Caja única 

del Estado, emitido en el año 2007, en su artículo 58, nos corresponde trasladar mensualmente 

los intereses generados por los saldos en nuestras cuentas corrientes, a la Tesorería Nacional.  
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Concordamos plenamente con la recomendación emitida por la Asesoría Jurídica, en cuanto al 

planteamiento de generar una consulta formal ante la Procuraduría General de la República, 

que determine  si dicha Asesoría Jurídica lleva razón en su análisis normativo, o bien existen 

elementos que no han sido debidamente considerados y por el contrario si existe un 

fundamento en el ordenamiento jurídico que obligue a la Institución a continuar depositando 

sus recursos en Caja Única del Estado, lo cual a su vez determinaría la obligatoriedad o no de 

seguir trasladando también el monto de los intereses generados por los saldos en cuentas 

corrientes.  

  

Dentro de dicha consulta, aparte de los argumentos esbozados por nuestra Asesoría Jurídica, 

es importante también consultar si la Junta de Protección Social estaría en libertad de decidir 

qué tipo(s) de instrumentos de inversión podría utilizar, ya sea del mercado primario o 

secundario y si puede utilizar los puestos de bolsa para llevar a cabo sus estrategias de 

inversión.  

  

Consideramos que en este momento, cualquier estudio financiero queda supeditado a que 

primero se cuente con el respectivo criterio de la Procuraduría General de la República, que 

determine que no está obligada al depósito de sus recursos en la Caja Unica del Estado, así 

como la determinación de las posibilidades para la Institución de incursionar en los diferentes 

escenarios y opciones de inversión que se puedan presentar. 

 

El señor Rodrigo Fernández realiza la siguiente presentación: 
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El señor Olman Rodrigo amplia: 

Esto nos motiva a propiciar más bien este acuerdo, de que nos permitan hacer esa consulta, 

solicitar ese criterio a la Procuraduría General de la República, con base en el estudio que 

hizo Asesoría Jurídica, bueno, creo que Shirley está por ahí, ella estuvo participando mucho 

en ese estudio, no sé si quiere referirse a las conclusiones que ellos llegaron, pero si el 

acuerdo, la propuesta de acuerdo no lo indica, pero si dice, consideramos ahora que estamos 

analizando don Rodrigo  y yo, pedirle a la Junta Directiva, nos autorice, no sé si eso no es 

necesario la autorización de la Junta Directiva o solamente lo podemos hacer 

administrativamente. 
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La señora Presidenta expresa: 

Yo entiendo que las consultas a la Procuraduría tienen que ir firmadas por el Jerarca. 

 

La señora Shirley Lopez afirma: 

Efectivamente, doña esmeralda, las consultas a la Procuraduría o a cualquier institución 

tienen que estar suscrito y deben ser dirigidas por el jerarca institucional, nosotros lo que 

hacemos es hacerles a ustedes la propuesta de que, se realice la consulta y le damos los 

insumos, en este caso los criterios, porque toda consulta tiene que ir acompañada de un 

criterio jurídico, entonces nosotros les damos los insumos para que usted formule la consulta, 

en realidad incluso hasta preparamos el borrador de la consulta para la Procuraduría, sí tiene 

que ser suscrita por su persona, en este caso. 

 

La señora Maritza Bustamante consulta: 

Con respecto a esa consulta, la misma ley que hace obligatorio la Regla Fiscal o más bien 

también, no establece secciones o deja algún portillo para buscar esa posibilidad, porque si 

es estrictamente, es que no recuerdo el articulado, es cerrada la disposición, entonces podría 

ser que la respuesta vaya a ser dirigida estrictamente en lo que refiere la ley al respecto, o sea 

que no da esa posibilidad. ¿Entonces, cuál sería el fundamento? 

 

La señora Shirley Lopez contesta: 

El tema aquí de Caja Única del Estado es que, justamente, digamos yo en particular, nunca 

he estado muy de acuerdo, o en realidad para nada de acuerdo, en que nosotros como Junta 

tengamos que pasarle los recursos a Caja Única del Estado, porque al momento de realizar el 

análisis jurídico, se establece o se determina que, la Ley de la Administración Financiera y 

Presupuestos Públicos establece muy claramente a quien es que se le aplica esa ley, si bien 

es cierto, dentro del ámbito de aplicación nos encontramos nosotros, esa ley en sus incisos 

hace algunas excepciones en cuanto a cuáles instituciones tienen que observar algunas 

disposiciones y cuáles instituciones no. Cuando se refiere específicamente a la Caja Única 

del Estado señala incisos en donde, la Junta de Protección Social por su naturaleza jurídica, 

no está incluida. Entonces, bajo esa tesitura y bajo esa argumentación, es que nosotros como 

Asesoría Jurídica no consideramos que la Junta tenga que estar incluida en Caja Única del 

Estado y este criterio que ahora mencionaba este dictamen, que mencionaba hace un rato don 

Rodrigo, que nosotros aportamos y que señalamos en nuestro criterio jurídico, que se refiere 

a la oficina de semillas del Ministerio de Agricultura y Ganadería, a pesar de que se refiera a 

una oficina y no a una institución, lo que lo que analiza es justamente las características de 

la generación de recursos y de dónde vienen los recursos que esa oficina maneja, que en una 

comparación pequeña, digamos con respecto a los recursos que nosotros generamos, es 

exactamente igual y lo mismo, porque ellos generan sus propios recursos, por qué otra razón 

por la que uno tiene que estar sujeto a caja única del Estado es porque uno recibe recursos 

del Gobierno y nosotros no recibimos recursos del Gobierno, nosotros no somos una carga 

para el Estado, más bien nosotros le generamos recursos al Estado y proveemos al Estado de 

recursos que nosotros mismos estamos generando. Entonces, en razón de esto y de que es la 

misma ley la que establece quién está sujeto y que dentro de esas sugestiones no está incluida 
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la Junta de Protección Social por naturaleza jurídica, es que solicita se haga esta consulta a 

la Procuraduría, porque ya teniendo un dictamen, que es vinculante, entonces ya no hay forma 

de que pretendan sujetarnos a esto, porque ahorita si se me permite esto, es un criterio 

personal, como es una disposición del Gobierno para tratar de captar la mayor cantidad de 

recursos para aplicarlos a las deudas que se tienen, entonces lo que hicieron fue un barrido 

en general y creo que no se pusieron a determinar a quién le aplicaba y a quién no, más bien 

era algo así como que al que no le toque que se sacuda, verdad, y entonces, en este caso, 

pienso que eso es lo que nosotros tenemos que hacer, disculpando el término, lo que tenemos 

que hacer es sacudirnos y decir que a nosotros no nos toca y que se analice y que haya un 

dictamen de por medio que nos faculte para, efectivamente dejar de hacer estos depósitos que 

se hacen ahorita. 

 

La señora Maritza Bustamante consulta: 

Pero entonces, está la excepción de la ley, entonces se puede entender así, porque es que no 

oí que lo explicarán así y por eso es que no me quedo claro, también sería importante 

considerar establecerlo así. 

 

La señora Shirley Lopez explica: 

Eso está considerado en el criterio jurídico, lo que pasa es que Olmitan y don Rodrigo lo que 

hacen obviamente, es la exposición desde la parte técnica que les toca a ellos en la parte 

contable. 

 

La señora Maritza Bustamante expresa: 

Pero sí es importante tener conocimiento, que tengamos conocimiento de que existe esa 

posibilidad de lo jurídico, de que se haga esa excepción. 

 

El señor Olman Brenes agrega: 

Agregar poquito en realidad, pues si el criterio jurídico que tenemos es una base 

importantísima, importantísima para esa consulta o solicitud de criterio que hagamos a la 

Procuraduría General de la República. 

 

La señora Urania Chaves consulta: 

Entonces, ¿cómo quedaría la propuesta de acuerdo?, yo tengo una redacción aquí que de 

acuerdo con lo que hemos estaba escuchando. Realizar consulta formal ante la Procuraduría 

General de la República en apego al criterio técnico del Asesoría Jurídica, si existe un 

fundamento en el ordenamiento jurídico que obligue a la institución a continuar depositando 

sus recursos en caja única del Estado, lo cual a su vez determina la obligatoriedad o no de 

seguir trasladando también el monto de los intereses generados por los saldos en cuentas 

corrientes. Además de no estar obligada la institución de depositar los recursos en la caja 

única del Estado, si la Junta Protección Social estaría en libertad de decidir qué tipo de 

instrumentos de inversión podría utilizar, ya sea el mercado primario o secundario y se puede 

utilizar los puestos de bolsa para llevar a cabo sus estrategias de inversión. 
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El señor Arturo Ortiz sugiere: 

Me parece a mí conveniente aprovechar la consulta que se le va a realizar a la Procuraduría, 

como para incluir los otros temas que están muy estrechamente ligados con los recursos que 

se refiere, o me refiero al tema, también incluir en la consulta, si es posible al Gobierno 

Central solicitarle dinero del superávit de la Junta de Protección Social para otros fines que 

son diferentes a los que la ley la establece; como un segundo, punto dentro de la misma 

consulta, que pienso están estrechamente ligados, por qué se trata también de los recursos.  

 

Lo de la Caja Única a mí me queda clarísimo porque me parece totalmente fuera de lugar que 

los intereses que se ganaba la Junta de Protección Social y que utilizaba para los recursos, 

para los fines establecidos y de los cuales se beneficiaban todas las organizaciones sociales, 

ahora sencillamente se los gana el Gobierno, para otras cosas, o sea, se están desviando los 

fines.  

 

Me parece a mí que deberíamos aprovechar esta instancia de la consulta para tocar ese otro 

tema también dentro de la misma consulta. Entonces mi moción sería por ampliar el criterio 

de legal a ese otro tema para hacer la consulta de las dos cosas de una vez. 

 

La señora Maritza Bustamante consulta: 

Lo que pasa es que, de acuerdo a la lectura que hace doña Urania del acuerdo, pareciera que 

es exactamente lo que dice don Arturo, no es la excepción de la Regla Fiscal, es la excepción 

para utilizar los intereses en X o Y inversión. Es así como lo entendí o estoy entendiendo 

mal, don Olman. 

 

El señor Olman Brenes responde: 

Si es que lo que se refiere doña Urania, están los intereses que se generan en las cuentas 

corrientes, son dos cosas, nosotros mandamos los recursos a Caja Única, pero también 

aquellos intereses que se generan por cuenta corriente, también hay que trasladarlos allá. 

 

La señora Maritza Bustamante consulta: 

Pero el acuerdo es para que esos intereses no sean trasladados también, por eso, no es que no 

se aplique la Regla Fiscal, sino que esos intereses no sean trasladados. Tal vez si me lo vuelve 

a leer doña Urania. 

 

La señora Urania Chaves expresa: 

Es que yo lo copié tal cual lo tenían ahí, en el fundamento, y el documento de don Olman, 

realizar consulta formal ante la Procuraduría General de la República en apego al criterio 

técnico de la Asesoría Jurídica. Si existe un fundamento en el ordenamiento jurídico que 

obligue a la institución a continuar depositando sus recursos en Caja Única del Estado, lo 

cual a su vez determinaría la obligatoriedad o no de seguir trasladando también el monto de 

los intereses generados por los saldos en cuentas corrientes. 
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La señora Maritza Bustamante consulta: 

Es que ahí está, si existe un fundamento jurídico para, yo creo que es en cuanto a la redacción 

de los intereses, que para mí es la pregunta, no todo lo demás, tal vez nos aclara Shirley. 

 

La señora Urania Chaves agrega: 

Yo me apegaría a lo que indicó don Arturo, no hacer la consulta todavía, sino más bien 

solicitarle a la Asesoría Jurídica el criterio técnico de si es posible que la Junta de Protección 

Social esté obligado a girar recursos al Estado, al margen de lo que de lo establecido en la 

Ley 8718. Eso fue lo que le entendí yo a don Arturo, entendí bien o lo entendí mal don Arturo. 

 

El señor Arturo Ortiz explica: 

Está bien ampliarlo, pero creo que don Rodrigo y Shirley quieren aclararlo, porque 

básicamente el tema de los intereses que genera las cuentas corrientes, yo eliminaría eso, 

porque eso se presta para confusión, es tan simple como que no tenemos que dar los dineros 

a Caja Única, ahí va todo incluido, ya la plata es de nosotros y hacemos lo que queremos, ahí 

mi propuesta es agregar el otro tema, de que tampoco nos puedan pedir dineros del superávit 

para ninguna otra cosa que no sea los fines establecidos en nuestra ley de creación, nada más. 

 

La señora Presidenta agrega: 

Y ahí nos queda pendiente el tema del IVA todavía; que también estaba por hacerse la 

consulta de acuerdo al criterio del experto, que nos quedaría tal vez para otra consulta 

posterior. 

  

El señor Rodrigo Fernandez aclara: 

Para aclarar el punto con respecto a la parte de los intereses, sí, efectivamente lo del traslado 

de los intereses de las cuentas corrientes a el Ministerio de Hacienda se dan, digámoslo así, 

por llamarlo de una forma coloquial, por rebote, al habernos incluido en la misma Caja Única, 

porque entonces eso nos amarró con el Reglamento General de Caja Única del Estado que 

establece que, los fondos que se generan en las cuentas corrientes tienen que trasladarse al 

Ministerio de Hacienda, entonces sí en definitiva se establece que, no estamos obligados a 

mantener recursos en Caja Única del Estado, automáticamente estaríamos ya fuera de la 

cobertura de dicho reglamento y por tanto ya no tendríamos la obligación de trasladar 

tampoco los intereses de las cuentas corrientes al Ministerio de Hacienda. 

 

La señora Presidenta consulta: 

O sea, este era el punto que establecía don Arturo me parece. 

 

La señora Shirley Lopez comenta: 

Efectivamente, reiterar lo que dijeron, tanto don Arturo como don Rodrigo, de hecho, en el 

criterio de la Asesoría Jurídica, nosotros ni siquiera nos vamos por el lado de los intereses, 

porque digamos que eso es como lo accesorio; a nosotros lo que nos está interesando es el 

tema principal, que son los recursos en general, porque a partir de que no tengamos que 

depositar los recursos en Caja Única, consecuentemente, no vamos a tener que depositar 
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intereses. Entonces, no estamos preguntando como por las ramitas del árbol, estamos 

preguntando por el tronco, que son los recursos en general y lo que sí respetuosamente, es mi 

criterio personal, yo estoy totalmente de acuerdo en que se consulte a la Procuraduría también 

respecto del tema de la Regla Fiscal, lo que pasa es que yo, con el respeto que usted me 

merece, le sugeriría que eso lo hagamos en una consulta aparte de esta, no importa si se van 

seguidas la una de la otra, pero aparte porque me parece que mezclar ambos temas ya es 

cómo pedirle mucho a la Procuraduría, en un mismo momento, con respecto a decir que la 

Junta no tiene que dar esos recursos, entonces correríamos el riesgo de que nos digan que no 

a todo. 

 

La señora Presidenta expresa: 

Y es que el tema de la regla fiscal, o sea está en la ley, nosotros no estamos excluidos, o sea, 

ahí yo no creo que haya nada que decir, más bien tenemos un proyecto de ley para sacarnos 

de esa regla fiscal, por lo menos en ciertas partidas, entonces yo pienso igual, que no habría 

que enredar ahí porque ya hay una ley que no nos excluye. 

 

La señora Shirley Lopez amplía: 

Exactamente, igual la Asesoría Jurídica puede preparar el criterio jurídico que se requiere 

como respaldo para la consulta, y créame que nosotros, aunque no estemos en este momento 

incluidos en las excepciones, vamos a saber justificar el por qué no deberíamos de estar 

metidos en la ley y si deberíamos de ser parte de las excepciones, para que al menos la 

Procuraduría se pronuncie en ese sentido, porque igual, aunque la Procuraduría no nos pueda 

sacar de la Regla Fiscal, un dictamen de ellos si nos facultaría a nosotros y nos fundamentaría 

para solicitarlo en la Asamblea Legislativa, que es donde nosotros podemos lograr que nos 

saquen de ahí, pero si, no mezclar las cosas, porque podríamos quedarnos “sin el Santo y sin 

las limosna”, pienso yo. 

 

El señor Arturo Ortiz aclara: 

Yo nada más quisiera aclarar que yo en ningún momento me he referido a la regla fiscal, al 

contrario, yo tengo clarísimo de que es una ley y que no estamos en la excepción y que la 

única forma de salirnos es modificando la ley. Yo no me refería a eso, me refiero, aclaró a 

cuando hablo de 2 puntos de consulta en una misma, me refiero a la, por nombres y apellidos, 

a lo que sucedió recién cuando el Gobierno, el Proyecto Pagar 1 nos pidieron quince mil 

millones de colones del superávit libre, que eso no vuelva a ocurrir, y me parece que la forma 

en que eso no puede volver a ocurrir es si, la Procuraduría indica que efectivamente, nadie le 

puede pedir a la Junta de Protección Social recursos de su superávit libre para destinarlos a 

otra cosa que no sea lo que la ley establece a la Junta de Protección Social, como sus objetivos 

y fines. No me refiero a la regla fiscal, me refiero a el superávit libre, que nos pidieron quince 

mil millones y viene un proyecto de pagar dos, entonces me parece a mí, reitero, que la 

consulta de la Procuraduría podría irse en los dos sentidos, porque me parece que están 

íntimamente ligados en cuanto a los recursos y sus fines, si ustedes consideran que por 

estrategia es mejor hacerlo por separado, bueno, podría perder esa guerra, como decíamos 
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hace un rato, pero sí me parece que es importante hacer esas consultas también, entonces 

serían 3 consultas, de 3 temas diferentes. 

 

Comentado el tema, se dispone: 

 

ACUERDO JD-812 

Conocido el oficio JPS-GG-GAF-935-2021 del 4 de noviembre de 2021, suscrito por el 

señor Olman Brenes Brenes, Gerente Administrativo Financiero, adjunto al oficio JPS-GG-

1561-2021 de fecha 05 de noviembre de 2021, suscrito por la señora Marilyn Solano 

Chinchilla, Gerente General, en relación con los estudios financieros solicitados en el 

acuerdo JD-656, correspondiente al Capítulo IV), artículo 6) de la sesión extraordinaria 56-

2021, celebrada el 23 de setiembre, con el fin de que la Institución pueda disponer de los 

intereses que generan los recursos depositados en la Caja Única del Estado, se dispone: 

 

Se autoriza a la Presidencia a efectuar la consulta que se propone ante la Procuraduría 

General de la República con fundamento en el criterio jurídico emitido por la Asesoría 

Jurídica en el oficio JPS-AJ-947-2021, además de ello, solicitar a la Asesoría Jurídica el 

criterio jurídico que indique si es posible que la JPS esté obligada a girar recursos de su 

superávit al Estado al margen de lo establecido en la Ley 8718. ACUERDO FIRME 

 

Plazo de cumplimiento: Inmediato 

 

Comuníquese a la Presidencia de Junta Directiva y a la Asesoría Jurídica. Infórmese a la 

Gerencia General 

 

Se incorpora a la sesión el señor Marco Bustamante Ugalde, Jefe de Planificación 

Institucional. 

 

ARTÍCULO 6. Oficios JPS-GG-1568-2021, JPS-PI-380-2021 y JPS-PI-381-2021. 

Modificación Presupuestaria No. 07-2021 

 Se presenta el oficio JPS-GG-1568-2021 de 8 de noviembre de 2021, suscrito por la 

señora Marilyn Solano Chinchilla, Gerencia General, en el que indica: 

 
Para aprobación del Órgano Director, me permito remitir la Modificación Presupuestaria 

No.07-2021 por la suma de ¢6.355.390.000,00 (Seis mil trescientos cincuenta y cinco millones 

trescientos noventa mil colones exactos). 

 

Se transcribe el oficio JPS-GG-GAF-CP-927-2021 del 5 de noviembre de 2021, que indica: 

 
Se remite para el respectivo trámite y con la finalidad de que sea de conocimiento y aprobación 

por parte de la Junta Directiva, en formato digital la Modificación Presupuestaria No. 07-2021 

por la suma de ¢6.355.390.000,00 (Seis mil trescientos cincuenta y cinco millones trescientos 

noventa mil colones exactos), donde se adjuntan, además:  
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 Se presenta el oficio JPS-PI-380-2021 de 17 de noviembre de 2021, suscrito por el señor 

Marco Bustamante Ugalde, Jefe de Planificación Institucional, en el que indica: 

 
Sírvase encontrar adjunto la modificación #07 al Plan Anual Operativo 2021, en atención a 

cambios solicitados por las dependencias institucionales, y en apego a solicitud de la Gerencia 

General de presentar en forma separadas las modificaciones al PAO, que no se relacionen con 

variaciones presupuestarias. 

  

En ese sentido, las mismas se realizaron vía Sistema de Planeación Estratégica, conforme a lo 

comunicado en oficio JPS-PI-364-2021 del 29 de octubre 2021, mediante el cual se recibieron 

de Planificación Institucional, Gerencia de Operaciones, Plataforma de Servicio al Cliente, 

Ventas, Producción, Gerencia Administrativa Financiera, Salud Ocupacional, Servicios 

Administrativos, y en el caso de la Gerencia de Desarrollo Social, se recibió, además, una 

modificación al POI.  

  

Todo lo anterior se incluye en el anexo adjunto y las mismas fueron presentadas previamente, 

conforme a instrucción de esa Junta Directiva, a la Comisión PEI. No se omite indicar que esta 

modificación es la última del período 2021 por lo que se les solicitó a las dependencias, realizar 

una revisión minuciosa de las metas y sus cumplimientos de cara al cierre del periodo 2021. 

  

Por último, se solicita su aprobación al anexo del oficio y se copia a la Gerencia General para 

su aval de previo al conocimiento de Junta Directiva. 

 

 Se presenta el oficio JPS-PI-381-2021 de 17 de noviembre de 2021, suscrito por el señor 

Marco Bustamante Ugalde, Jefe de Planificación Institucional, en el que indica: 

 
Esta dependencia recibió oficio JPS-GG-GAF-CP-927-2021 del 05 de noviembre del 2021 de 

los corrientes, en formato digital, relacionado con la Modificación Presupuestaria No.07-2021 

por la suma de ¢6.355.390.000,00 (Seis mil trescientos cincuenta y cinco millones trescientos 

noventa mil colones exactos) y en atención a solicitud de la Gerencia General de presentar en 

forma separadas las modificaciones con variaciones presupuestarias, que no se relacionen con 

modificaciones al PAO sin afectación presupuestaria. 

  

En apego al “Mecanismo sobre variaciones al Presupuesto”, se emite criterio sobre la 

incidencia de las variaciones presupuestarias en el Plan Anual Operativo (PAO) del periodo 

2021, en el siguiente sentido: 

  

El contenido de la modificación presupuestaria #07-2021 indica en el punto número 1 que las 

variaciones presupuestarias afectan el PAO de las siguientes unidades administrativas: 

  

 Departamento de Ventas (oficio JPS-GG-GPC-VEN-546-2021 del 16 de setiembre 

del 2021) 

 CampoSantos (oficio JPS-GG-GDS-ACS-757-2021 del 29 de setiembre del 2021) 

  

Por lo anterior se incluyen en el anexo adjunto y las mismas fueron presentadas previamente, 

conforme a instrucción de esa Junta Directiva, a la Comisión PEI. 
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En lo que respecta al mismo punto, pero en lo relacionado a la Gerencia Administrativa 

Financiera (oficio JPS-GG-GAF-868-2021 del 30 de setiembre del 2021) se refiere a un rebajo 

del presupuesto asignado a la meta por la suma de ¢100.000.000,00 (cien millones de colones). 

  

En cuanto a los puntos 2 y 3 las variaciones presupuestarias no afectan el PAO, el POI ni el 

Plan Nacional de Desarrollo. 

  

Por último, se copia este oficio a la Gerencia General para su respectivo aval, de previo al 

acuerdo de Junta Directiva, a la vez se adjunta presentación y propuesta de acuerdo 

respectivas. 
 

El señor Olman Brenes realiza la siguiente presentación: 
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El señor Marco Bustamante realiza las siguientes presentaciones: 
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2.4 Compra e instalación de 25 kioscos para brindar prestaciones de servicios de la JPS que

realizan los vendedores autorizados en diferentes partes del país-(Proyecto Ave Fénix

2018), 2021

Eliminar la meta. 

De acuerdo a lo solicitado en oficio JPS-GG-GAF-604-2021, mediante el acuerdo JD-411-

2021, la Junta Directiva solicita a la Gerencia Administrativa Financiera presentar un

informe con el resultado del análisis a realizar con las unidades administrativas, con el fin

de conocer el monto por contención del gasto y su impacto en los planes institucionales, se

revisaron y analizaron que gastos dentro de los previstos en el presupuesto institucional,

pueden ser objeto de atrasar, suspender o eliminar en lo que resta del periodo, que

permitan minimizar el impacto financiero ocasionado por la pandemia de la Covid-19. 

Resultado de la revisión, se consideró que la actual contratación precisa un alto contenido

de especificaciones minuciosas, al no contar con el tiempo estipulado para contrataciones

de esta índole, se procede a eliminar la meta con su recurso presupuestario, según oficios

JPS-GG-GPC-VEN-313-2021, JPS-PI-301-2021, JPS-GG-GAF-CP-766-2021, VEN 546-

2021 y solicitud N° 353 del sistema, se está a la espera de la aprobación de dicha

modificación.
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La señora Presidenta somete a votación los documentos presentados y se dispone: 

 

ACUERDO JD-813 

a) Se aprueba la Modificación Presupuestaria No. 07-2021 por un monto de 

¢6.355.390.000,00 (Seis mil trescientos cincuenta y cinco millones trescientos noventa 

mil colones exactos) contemplando en 3 movimientos de acuerdo con el rebajo de gastos 

y las necesidades de las Unidades Administrativas. 

 

b) Se aprueban las modificaciones solicitadas al Plan Anual Operativo (PAO) y al Plan 

Operativo Institucional (POI), incluidas en el anexo de los oficios JPS-PI-380-2021 y 

JPS-PI-381-2021, ambos del 17 de noviembre 2021 

 

c) Se le solicita a Planificación Institucional incorporar en el Sistema de Información de 

Planes y Presupuestos de la Contraloría General de la República (SIPP) la información 

relacionada con los indicadores del POI.  
 

d) Se instruye a la Gerencia General para que comunique a las dependencias solicitantes y 

que se dé seguimiento a las modificaciones que aprueba esta Junta Directiva. 

ACUERDO FIRME 

 

Plazo de cumplimiento: Inmediato 

 

Comuníquese a la Gerencia General, a la Gerencia Administrativa Financiera y a 

Planificación Institucional 

 

Se retira de la sesión el señor Marco Bustamante. 

 

ARTÍCULO 7. Oficio JPS-GG-1575-2021. Atención sentencia Ordinario Laboral 

N°20-001821-0505-LA-5 interpuesto por el funcionario Luis Ramírez Arroyo 

Se presenta el oficio JPS-GG-1758-2021 de 8 de noviembre de 2021, suscrito por la señora 

Marilyn Solano Chinchilla, Gerencia General, en el que indica: 

 
En cumplimiento del inciso a) del acuerdo JD-510 correspondiente al Capítulo VI), artículo 

14) de la sesión extraordinaria 44-2021, celebrada el 22 de julio 2021, que en lo conducente 

dice:  

  

La Junta Directiva ACUERDA:  

  

“Conocido el oficio JPS-AJ-0622-2021 del 05 de julio de 2021, suscrito por la señora Marcela 

Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, con respecto al Ordinario Laboral N°20-001821-0505- 

LA-5 interpuesto por el funcionario Luis Ramírez Arroyo, se dispone:  

  

Solicitar a Desarrollo del Talento Humano realice los cálculos que correspondan con los 

datos que existan en sede administrativo y sean comprobables; y proceder con el pago según 
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Sentencia de Primera Instancia N° 2021000981 de las dieciocho horas treinta y nueve minutos 

del treinta de junio de dos mil veintiuno. ACUERDO FIRME”  

  

Me permito remitir oficio del Departamento de Departamento Desarrollo del Talento 

Humano y documentos de la Gerencia General, que respaldan las gestiones realizadas 

para atender el citado acuerdo. 

 

Se transcribe el oficio JPS-GG-GAF-DTH-1975-2021 del 25 de octubre de 2021, suscrito 

por el señor Olman Brenes Brenes del Departamento Desarrollo del Talento Humano, en el 

que indica: 

 
En cumplimiento a lo indicado en el acuerdo JD-510 correspondiente al Capítulo VI), artículo 

14) de la sesión extraordinaria 44-2021, celebrada el 22 de julio 2021, que en lo conducente 

dice:  

  

La Junta Directiva ACUERDA:  

  

“Conocido el oficio JPS-AJ-0622-2021 del 05 de julio de 2021, suscrito por la señora Marcela 

Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, con respecto al Ordinario Laboral N°20-001821-0505-

LA-5 interpuesto por el funcionario Luis Ramírez Arroyo, se dispone: 

  

Solicitar a Desarrollo del Talento Humano realice los cálculos que correspondan con los 

datos que existan en sede administrativo y sean comprobables; y proceder con el pago según 

Sentencia de Primera Instancia N° 2021000981 de las dieciocho horas treinta y nueve minutos 

del treinta de junio de dos mil veintiuno. ACUERDO FIRME” 

  

Se le informa que esta dependencia procedió a efectuar la siguiente factura: 

  

 No TPL-00463-21 por un monto de ¢ 9,668,570.93 (nueve millones seiscientos 

sesenta y ocho mil quinientos setenta colones con noventa y tres céntimos) por 

concepto de diferencia de salarios por pago de vacaciones. 

  

El depósito fue realizado mediante transferencias a terceros a la cuenta de la señora Ramírez 

Arroyo Luis Alberto en la siguiente fecha: 

  

Fecha Monto Transacción Concepto 

18-10-2021 ¢9,668,570.93 560393 Diferencia Salarial 

  

En cuanto a los intereses y costas procesales, estas serán pagadas por la Gerencia General por 

medio de una partida especial, por un monto de ¢9,444,004.39 (nueve millones seiscientos 

sesenta y ocho mil quinientos setenta colones con noventa y tres céntimos). 

 

Se da por conocido. 
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ARTÍCULO 8. Oficio JPS-GG-1586-2021. Acuerdo JD-741 Ordinario Laboral No. 21-

000124-01557-LA 

Se presenta el oficio JPS-GG-1586-2021 de 10 de noviembre de 2021, suscrito por la señora 

Marilyn Solano Chinchilla, Gerencia General, en el que indica: 

 
En cumplimiento del inciso a) del acuerdo JD-741 correspondiente al Capítulo VI), artículo 7) 

de la sesión ordinaria 63-2021, celebrada el 25 de octubre 2021, que en lo conducente dice:  

  

La Junta Directiva ACUERDA:  

  

“Se solicita a la Gerencia General proceder con el pago de las diferencias salariales 

determinadas por el Departamento de Desarrollo del Talento Humano, con respecto al 

Ordinario Laboral No. 21-000124-01557-LA interpuesto por Rubén Arguedas Núñez y 

rebajar a esa suma el monto de ȼ200.000,00 (dos mil colones) que corresponde a costas del 

Ordinario Laboral 21-00018-1557-LA, de conformidad con la Sentencia de Primera Instancia 

N° 2021000263 dictada por el Juzgado Civil y Trabajo de Cañas (Materia Laboral) de las 

dieciséis horas siete minutos del veinticinco de octubre de dos mil veintiuno. ACUERDO 

FIRME” 

  

Me permito remitir oficio del Departamento de Departamento Desarrollo del Talento Humano 

y documentos de la Gerencia General, que respaldan las gestiones realizadas para atender el 

citado acuerdo. 

 

Se transcribe el oficio JPS-GG-GAF-DTH-2067-2021 del 08 de noviembre de 2021, 

suscrito por el señor Olman Brenes Brenes del Departamento Desarrollo del Talento 

Humano, en el que indica: 

 
En cumplimiento a lo indicado en el acuerdo JD-741 correspondiente al Capítulo VI), artículo 

7) de la sesión ordinaria 63-2021, celebrada el 25 de octubre 2021, que en lo conducente dice:  

  

La Junta Directiva ACUERDA:  

  

“Se solicita a la Gerencia General proceder con el pago de las diferencias salariales 

determinadas por el Departamento de Desarrollo del Talento Humano, con respecto al 

Ordinario Laboral No. 21-000124-01557-LA interpuesto por Rubén Arguedas Núñez y 

rebajar a esa suma el monto de ȼ200.000,00 (dos mil colones) que corresponde a costas del 

Ordinario Laboral 21-00018-1557-LA, de conformidad con la Sentencia de Primera Instancia 

N° 2021000263 dictada por el Juzgado Civil y Trabajo de Cañas (Materia Laboral) de las 

dieciséis horas siete minutos del veinticinco de octubre de dos mil veintiuno. 

  

La fecha de pago establecida es el 8 de noviembre, 2021. 

  

Lo anterior de conformidad con los Informes de Asesoría Jurídica No. 68-2021 del 21 de 

octubre de 2021 y No. 70-2021 del 25 de octubre de 2021, suscritos por la señora Marcela 

Sánchez Quesada, Asesora Jurídica. ACUERDO FIRME.” 
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Se le informa que esta dependencia procedió a efectuar la siguiente factura: 

  

 No TPL-00509-21 por un monto de ¢ 137,422.87 (ciento treinta y siete mil 

cuatrocientos veintidós colones con ochenta y siete céntimos) por concepto de 

diferencia de salarios por pago de vacaciones. 

  

El depósito fue realizado mediante transferencias a terceros a la cuenta del señor Arguedas 

Núñez Rubén en la siguiente fecha: 

  

Fecha Monto Transacción Concepto 

05-11-2021 ¢137,422.87 561253 Diferencia Salarial 

  

En cuanto a los intereses, estos serán pagados por la Gerencia General por medio de una partida 

especial, por un monto de ¢540,349.45 (quinientos cuarenta mil trescientos cuarenta y nueve 

colones con cuarenta y cinco céntimos). 

 

Se da por conocido.  

 

Se retiran de la sesión los señores Olman Brenes y Rodrigo Fernández. Se incorpora 

nuevamente a la sesión el señor Marco Bustamante Ugalde, Jefe de Planificación 

Institucional. 

 

CAPÍTULO IV. TEMAS PLANIFICACIÓN INSTITUCIONAL 

ARTICULO 9. Oficio JPS-PI-368-2021. Informe Trimestral de la Evaluación Física y 

Financiera de la Ejecución del Presupuesto 2021 

Se presenta el oficio JPS-PI-368-2021 de 2 de noviembre de 2021, suscrito por la señora 

Flory González Espinoza, Profesional 1B en Planificación y el señor Marco Bustamante 

Ugalde, Jefe de Planificación Institucional, en el que indican: 

 
Con la finalidad de cumplir en tiempo y en forma con la STAP-CIRCULAR-3148-2020 del 

22 de diciembre de 2020, en donde comunica el instrumento para el informe de evaluación del 

POI-2020 sírvanse encontrar adjunto el “Informe Trimestral de la  Evaluación Física y 

Financiera de la Ejecución del Presupuesto 2021”, solicitado por la Secretaría Técnica de la 

Autoridad Presupuestaria,  en atención a lo establecido en los artículos 55 y 56 de la Ley No. 

8131, “Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos”. 

 

Para la consolidación del informe de marras esta dependencia mediante los oficios JPS-PI-

347-2021 a la Gerencia Administrativa Financiera y JPS-PI-348-2021 a la Gerencia de 

Desarrollo Social, ambos del 13 de octubre del año en curso, solicitó a dichas áreas técnicas, 

remitir los resultados con corte al 30 de setiembre del año en curso y en atención a lo que 

solicita el ente técnico-fiscalizador del Ministerio de Hacienda, según corresponda. 

 

En lo que respecta a las secciones que conforman el informe, se tiene que el 1. “ASPECTOS 

GENERALES”, se debe indicar en términos generales las competencias que por ley le 

corresponden a la institución y se menciona su contribución y participación en el Plan Nacional 
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de Desarrollo y de Inversión Pública (PNDIP) 2019-2022, 2 GESTIÓN FINANCIERA y 3. 

GESTIÓN PROGRAMÁTICA. 

 

El objetivo principal del informe corresponde a la Gestión Financiera, información obtenida 

en JPS-GG-GAF-CP-902-2021, del 25 de octubre, del Departamento Contable y la Gerencia 

Administrativa Financiera y en lo que respecta a los resultados a nivel institucional indican 

que se obtuvo un nivel de ejecución del presupuesto institucional del 55%. 

 

Por otro lado, también se requiere indicar entre otros aspectos de la Gestión Programática, 

mediante JPS-GG-GDS-0994-2021 del 25 de octubre y correo electrónico del 15 de octubre, 

ambos del presente año, respecto al nivel de avance de las metas de producción, de 

conformidad con lo esperado en el Programa 4, lo correspondiente a Gestión Social y sus 

indicadores referentes a la Asignación de Recursos, cuyas metas establecen en un 60%, para 

el programa de apoyo a la gestión se ha obtenido un 77.03% y para giros directos un 74.83%. 

De lo anterior, se derivan un nivel de avance de 128.4% y 124.7% respectivamente, por lo que 

el avance trimestral supera la programación en los meses del segundo semestre del año.  

 

En el caso del financiamiento de los proyectos específicos a organizaciones sociales de 

bienestar social, para el tercer trimestre del año logra un alcance del 42.20%, lo que representa 

un 60.3% de cumplimiento. 

 

En cuanto a los factores que incidieron el nivel de avance de las metas se encuentran, 

principalmente el impacto generado por la emergencia sanitaria por el COVID 19, cuya 

incidencia se muestra en el financiamiento de Proyectos a Organizaciones de Bienestar Social, 

y además las metas cuyo cumplimiento se concretan en el segundo semestre  

 

Por otra parte, los proyectos de áreas de Menores y Alcoholismo se pausaron desde el año 

2020 y continúan, así como contingencia ante la incertidumbre de las ventas por efectos del 

COVID-19, dándose prioridad a otras áreas. 

 

Se define como acción correctiva brindar continuidad a los proyectos y necesidades específicas 

que normalmente aumentan su trámite al cierre del año, dada la presentación de requisitos de 

las organizaciones sociales. 

 

También se indica que en cuanto a las metas vinculadas al Plan Nacional de Desarrollo e 

Inversión Pública 2019-2022 (PNDIP), para el tercer trimestre del año tiene un avance del 

54,66%, de los ¢11.738.300.000,00 (Once mil setecientos treinta y ocho millones trescientos 

mil colones exactos) estimados para el año 2021 en la MAPP (Matriz de Articulación Plan 

Presupuesto MAPP 2022), de los cuales se han transferido ¢ 6.416.409.549,01 (Seis mil 

cuatrocientos dieciséis millones cuatrocientos nueve mil quinientos cuarenta y nueve colones 

con céntimo), que corresponden a las utilidades provenientes de los sorteos del último 

trimestre del año 2020 y primer semestre 2021. 

 

Por último, se indica que, copia de este oficio se remite a la Gerencia General para el aval de 

ese despacho, previo al acuerdo de ese Máximo Órgano, dado que el informe adjunto debe ser 

firmado por la señora Marilyn Solano Chinchilla, Gerente General.  
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El señor Marco Bustamante realiza la siguiente presentación: 
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La señora Presidenta somete a aprobación el informe presentado y se dispone: 

 

ACUERDO JD-814 

1-Se aprueba el Informe Trimestral de la evaluación física y financiera de la ejecución del 

presupuesto 2021, según oficio JPS-PI-368-2021 del 02 de noviembre 2021, suscrito por el 

señor Marco Bustamante Ugalde y la Sra. Flory González Espinoza de Planificación 

Institucional, relacionada con los resultados institucionales remitos por el área Contable y 

la Gerencia de Desarrollo Social. 

 

2- Se instruye a la Gerencia General para que las gerencias den seguimiento a las medidas 

correctivas de las dependencias a su cargo. 

 

ACUERDO FIRME 

 

Plazo de cumplimiento: Inmediato 

 

Comuníquese a la Gerencia General y al Departamento de Planificación Institucional. 

 

 

ARTÍCULO 10. Oficio JPS-PI-371-2021 Informe Seguimiento y Evaluación PAO III 

Trimestre 2021 

Se presenta el oficio JPS-PI-371-2021 de 8 de noviembre de 2021, suscrito por la señora 

Olga Narváez Quesada, Profesional 1B en Planificación y el señor Marco Bustamante 

Ugalde, Jefe de Planificación Institucional, en el que indican: 

 
Sírvanse encontrar adjuntos el Informe Institucional de Seguimiento metas PAO y el Dictamen 

respectivo, ambos al 30 de setiembre de 2021, este último, muestra un 78% de metas cumplidas 

y un 22% de metas incumplidas y de cuyos documentos se solicita la aprobación de ese 

Máximo Órgano. 

 

Con respecto al seguimiento y evaluación del PAO, es importante recordar que el acuerdo JD-

1237 de la sesión ordinaria 44-2017 del 20 de noviembre de 2017, solicita a Planificación 

Institucional presentar la siguiente información: 

 

1. Un informe con la lista de las Unidades Administrativas que remiten información 

errónea y con inconsistencias.  

 

Al respecto, se encontraron incumplimiento a lo establecido en la guía de seguimiento y 

evaluación del período 2021.  En resultados del dictamen se detallan estos incumplimientos. 

 

Asimismo, se logró determinar: 
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a) La presentación extemporánea de información ante esta unidad asesora (Gerencia 

Desarrollo Social (justificada), Gerencia General y comunicación y Relaciones 

Públicas). 

 

b) Presentación de documentos (informe gerencial y anexos) diferentes a lo establecido 

en la guía de seguimiento y evaluación PAO del período 2021.  (Gerencia Desarrollo 

Social, Administración Camposantos, Gerencia Administrativa Financiera, 

Comunicación y Relaciones Públicas) 

 

c) Meta No. 2.1 de SOGARS (Implementar Norma INTE 120106) y meta No. 3.1 de 

Tecnologías de Información (Desarrollar hardware, software y comunicaciones) se 

reportaron sin considerar lo registrado en el Sistema de Planeación Estratégica siendo 

éste la base para realizar el seguimiento o evaluación de metas PAO. 

 

 

d) Meta No. 2.3 de Gestión Social se detalló un alcanzado de 50%, en el resultado de 

metas del tercer trimestre (cuadro de indicadores), asimismo, se estableció en el 

informe gerencial acción de mejora, sin embargo, al verificar el anexo “Acciones de 

mejora” la citada meta no se incluyó. 

 

Con respecto a esa meta, se determinó por parte de esta unidad asesora que el 

porcentaje programado para el tercer trimestre es de 50% justamente lo alcanzado y 

reportado por la gerencia de área, con lo que la meta se categoriza según metodología 

como cumplida, de ahí que no requiere acción de mejora. 

 

Todo lo comentado anteriormente, así como lo observado durante la revisión de documentos 

antes de su compilación, será comunicado por escrito a los responsables, con la finalidad de 

que se considere en el seguimiento al 31 de diciembre 2021. 

 

2. Metas que fueron modificadas y recursos presupuestados que no se van a gastar.  
 

Las metas cuyos recursos no fueron gastados deberán ser reflejados en los informes relativos 

a la ejecución presupuestaria del período 2021. 

 

Al respecto es importante señalar que para este tercer trimestre 2021, se aprobaron la 

modificación No. 05 y No. 06 del 2021 mismas que fue aprobadas en los acuerdos JD-461, 

642 y 676 de sesiones realizadas en julio, agosto y setiembre 2021.  

 

3. Metas que no fueron cumplidas. Las metas PAO cuyo porcentaje de alcanzado en el 

trimestre fue inferior al establecido en el Sistema de Planeación Estratégica se detallan en 

el anexo adjunto al dictamen. 

 

Por último, es importante señalar que copia de este oficio y sus adjuntos se remiten a la 

Gerencia General para contar con su aval de previo a que se tome el acuerdo de Junta Directiva 

correspondiente. 
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El señor Marco Bustamante realiza la siguiente presentación: 
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El señor Arturo Ortiz expresa: 

Es el tema de Hogares Crea y su deuda con la Caja, y su dicho de que difícilmente se van a 

poner al día. Me parece que es un tema que deberíamos anotar ahí al margen, como para 

considerarlo con doña Greethel, porque ellos reciben porque la ley nos obliga, pero también 

no es tan fácil o no debería ser tan fácil para ellos, nada más decir, no estamos al día y no 

vamos a estar al día con la caja, este me parece que es un tema que digamos retomar luego, 

en alguna oportunidad. 

 

La señora Presidenta indica: 

Me parece bien. Para la próxima estratégica la podemos anotar. 

 

La señora Presidenta somete a aprobación el informe presentado y se dispone: 

 

ACUERDO JD-815 

Se aprueba el Informe Institucional Seguimiento Plan Anual Operativo (PAO) al 30 de 

setiembre de 2021, adjunto al oficio JPS-PI-371-2021 del 08 de noviembre de 2021, enviado 

por el Sr. Marco Bustamante Ugalde y la Sra. Olga Narváez Quesada, funcionarios de 

Planificación Institucional, el cual se adjunta al acta y forma parte integral de este acuerdo. 

 

Se giran instrucciones a la señora Marilyn Solano Chinchilla, Gerente General, para que 

proceda a: 

  

1. Se reitere a los asesores de junta directiva y a las gerencias de área la obligatoriedad 

de cumplir la metodología de seguimiento o evaluación del PAO, de tal forma que la 

información reúna la calidad requerida por Planificación Institucional, asimismo se 

cumpla en tiempo con el envío del informe gerencial y anexos.  

2. Se realice el análisis de la meta No. 2.1 de SOGARS y meta No. 3.1 de Tecnologías 

de Información, según lo comentado en este dictamen para que, en caso de requerir 

modificaciones, se atiendan ello de cara a la evaluación de metas al 31 de diciembre 

2021. 

 

ACUERDO FIRME 

 

Plazo de cumplimiento: Inmediato 

 

Comuníquese a la Gerencia General para lo que corresponda y a Planificación Institucional. 
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ARTÍCULO 11. Oficio JPS-PI-378-2021. Informe de seguimiento del Plan Operativo 

Institucional (POI) al 30 de setiembre de 2021 

Se presenta el oficio JPS-PI-378-2021 de 8 de noviembre de 2021, suscrito por el señor 

Marco Bustamante Ugalde, Jefe de Planificación Institucional, en el que indica: 

 
Sírvanse encontrar adjunto el informe de seguimiento del Plan Operativo Institucional (POI) 

al 30 de setiembre de 2021, en el que la Gerencia de Producción y Comercialización en oficio 

JPS-GG-GPC-1061-2021 del 12 de octubre 2021 reportó dos indicadores cumplidos y ninguno 

incumplido, asimismo, la Gerencia de Desarrollo Social  reportó mediante JPS-GG-GDS-

0950-2021 del 07 de octubre de 2021 y oficio JPS-GG-GDS-1005-2021 del 28 de octubre de 

2021, nueve indicadores, cinco cumplidos y cuatro incumplidos, en donde se establecieron las 

acciones de mejora correspondientes para la atención de los indicadores incumplidos al 30 de 

setiembre 2021. 

 

Del análisis que se realizó a los informes, se consideran como más relevantes los siguientes:  

 

 Se continua con el efecto de la emergencia sanitaria por el virus COVID-19, que afecta 

la transferencia de las utilidades. 

 

 Respecto a los indicadores que no cumplen con lo esperado, se sugiere que la gerencia 

respectiva realice un monitoreo mensual. 

 

Adicionalmente, se considera necesario que las dependencias incorporen en la próxima 

modificación las acciones de mejora propuestas como resultado del presente seguimiento al 

POI 2021. 

 

Por último, se hace del conocimiento de esa Junta Directiva que copia de este oficio se envía 

a la Gerencia General, para su respectivo aval de previo al acuerdo de la Junta Directiva. 

Asimismo, se anexa la propuesta de acuerdo y la respectiva presentación. 

 

El señor Marco Bustamante realiza la siguiente presentación: 
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La señora Presidenta somete a aprobación el informe presentado y se dispone: 

 

ACUERDO JD-816 

Se aprueba el Informe de Seguimiento del Plan Operativo Institucional (POI) al 30 de 

setiembre de 2021, adjunto al oficio JPS-PI-378-2021 del 08 de noviembre de 2021, enviado 

por el Sr. Marco Bustamante Ugalde, jefe del Departamento de Planificación Institucional, 

el cual se adjunta al acta y forma parte integral de este acuerdo.  

 

Se giren instrucciones a la Gerencia General para que:  

 

a. La Gerencia de Desarrollo Social incorpore en la próxima modificación al PAO 

2021, las acciones de mejora propuestas como resultado del seguimiento al POI, III 

trimestre 2021.  

 

b. Comunique el informe de seguimiento ante el Consejo Gerencial, asimismo, se 

remita a las Gerencias responsables del informe y a Planificación Institucional el 

acuerdo de aprobación respectivo. 

 

ACUERDO FIRME 

 

Comuníquese a la Gerencia General y a Planificación Institucional. 

 

Se retira de la sesión el señor Marco Bustamante. Se incorpora la señora Evelyn Blanco 

Montero, Gerente de Producción y Comercialización. 

 

CAPÍTULO V. TEMAS EMERGENTES 

ARTÍCULO 12. Oficio JPS-GG-1549-2021. Aprobación del contrato con el BCR 

Se presenta el oficio JPS-GG-1549-2021 de 8 de noviembre de 2021, suscrito por la señora 

Marilyn Solano Chinchilla, Gerencia General, en el que indica: 

 
Para valoración y eventual aprobación por parte de Junta Directiva, me permito remitir oficio 

de la Gerencia de Producción y Comercialización que anexa RESOLUCIÓN 

ADMINITRATIVA con la finalidad de contratar en forma adicional al BANCO DE COSTA 

RICA para bridar los servicios según el CONVENIO DE SERVICIOS ENTRE JUNTA DE 

PROTECCIÓN SOCIAL Y BANCO DE COSTA RICA firmado el pasado 11 de diciembre 

del 2018, por un plazo adicional de seis meses (bajo las mismas condiciones y precio del 

convenio actual).  

 

Este contrato adicional se dará por terminado al cumplirse el plazo de los seis meses, o cuando 

quede en firme la adjudicación del nuevo proceso de contratación basada en el Artículo 138.-

Actividad contractual desarrollada entre entes de Derecho Público, lo que suceda primero. 

 



  

  

  

  

  

  94 

 

 

 

 

 
   

 

 

Se transcribe el oficio GPC-1135-2021 de fecha 3 de noviembre del 2021, suscrito por la 

señora Evelyn Blanco Montero, Gerente de Producción y Comercialización, en el que 

indica: 

 
Tras el vencimiento del convenio de servicios entre la Junta de Protección Social y el Banco 

de Costa Rica el próximo 11 de diciembre del año en curso, se establecieron los acercamientos 

y comunicación entre las entidades, mostrando el interés de ambas instituciones por mantener 

la relación comercial, para lo cual se realizará un contrato adicional, basado en el Artículo 

209.-Contrato adicional, establecido en el Reglamento a la Ley de Contratación 

Administrativa.  

 

Lo anterior, permite constituir un contrato adicional por 6 meses plazo, bajo las mismas 

condiciones y precio del convenio actual; esto mientras tanto, se trabaja en una nueva 

contratación, estableciendo nuevas condiciones, ajustes, modificaciones y tiempos de 

respuesta para cada trámite y la gestión correspondiente, dado las necesidades de mejora 

identificadas, el cual se formalizará bajo el Artículo 138.-Actividad contractual desarrollada 

entre entes de Derecho Público del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, con 

el acompañamiento del Departamento de Recursos Materiales.  

 

Es por ello que se adjunta la resolución administrativa para la firma por parte de la Gerencia 

General, así como el CONTRATO ADICIONAL DE SERVICIOS JPS-BCR y el expediente 

con la documentación relacionada al tema de cita, cabe mencionar que el proceso y la revisión 

de la documentación se llevó a cabo con la asesoría y criterio de la Asesoría Jurídica de la 

Institución. 

 

Lo anterior para valoración y posterior remisión a Junta Directiva. 

 

La señora Evelyn Blanco realiza la siguiente presentación: 
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La señora Presidenta consulta: 

Para tenerlo claro, se va a hacer la ampliación por el 50% mientras se hace la contratación 

administrativa correspondiente. 

 

La señora Evelyn Blanco manifiesta: 
Exactamente. Y también hay otra propuesta que también estamos analizando, era la que es, con 

Correos de Costa Rica, que tampoco hemos dejado de buscar esa opción y volver a replantear todo el 

proceso que llevamos a cabo, que lamentablemente este año se declaró infructuoso porque no 

participó nadie, ni siquiera Coopealianza,que era el que estaba saliendo, ellos tampoco participaron, 

entonces buscar otras alternativas, pero de momento, con quien hemos venido trabajando ya bastante 

tiempo y hemos tenido buen servicio, aunque podemos mejorarlo, eso somos muy conscientes, y 

máxime incorporar todo lo que ya hemos hablado, Buenos Aires, Quepos y apertura de otras agencias, 

eso sí lo vamos a incorporar y es lo que estamos trabajando con ellos, pero necesitamos ese colchón 

de 6 meses para poder sacar todo el proceso como corresponde. 

 

La señora Presidenta somete a votación lo solicitado, y se dispone: 

 

ACUERDO JD-817 

Conocidos los oficios JPS-GG-1549-2021 de fecha 03 de noviembre del 2021 suscrito por la 

señora Marilyn Solano Chinchilla, Gerente General JPS-GG-GPC-1135-2021 de fecha 03 de 

noviembre del 2021, suscrito por la señora Evelyn Blanco Montero, Gerente de Producción, 

Comercialización y de Operaciones, se dispone: 

 

Aprobar la realización del Contrato Adicional basados en el Art. 209 del Reglamento de la 

Ley de Contratación Administrativa sobre el Convenio de Servicios entre la Junta de 

Protección Social y el Banco de Costa Rica. ACUERDO FIRME 

 

Plazo de cumplimiento: Inmediato 

 

Comuníquese a la Gerencia de Producción y Comercialización. Infórmese a la Gerencia 

General 
 

La señora Evelyn Blanco se retira de la sesión. 

 

CAPÍTULO VI. TEMAS DE ASESORÍA JURÍDICA 

ARTÍCULO 13. Oficio JPS-AJ-1022-2021. Proyecto de Ley Expediente No. 21.870 

Se presenta el oficio JPS-AJ-1022-2021 de 8 de noviembre de 2021, suscrito por la señora 

Marcela Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, en el que indica: 

 
Nos referimos al correo de fecha 14 de octubre del año en curso, que solicita criterio sobre el 

el texto del expediente N° 21870: “LEY PARA LA PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS 

VENDEDORAS DE LOTERÍA ANTE SUSPENCIÓN DE SORTEOS POR CAUSA DE 

EMERGENCIA NACIONAL”.  

Se indica lo siguiente:  
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1. Se solicitó criterio a la Gerencia General, la Gerencia de Producción y 

Comercialización y la Gerencia Administrativa Financiera, siendo que, hasta la 

fecha se cuenta con el criterio de dos últimas dependencias, como se indica a 

continuación:  

  

2. La Gerencia de Producción y Comercialización, en oficio JPS-GG-GPC-1072-2021 

de fecha 15 de octubre 2021, señaló:  

   

Texto original  
  

Texto propuesto   
(Resaltado en negrita e itálica la sugerencia o 

modificación sugerida)  

ARTÍCULO 1:  Se autoriza a la Junta de 

Protección Social (JPS), a utilizar los 

recursos que dispone en su superávit 

institucional del ejercicio económico previo 

al año siguiente de aprobación de la presente 

ley, incluyendo aquellos cuya fuente de 

financiamiento tenga un destino específico, 

para subsidiar mensualmente a las personas 

vendedoras de lotería debidamente inscritas 

en la JPS, siempre que sean suspendidos los 

sorteos de lotería nacional y chances, en 

razón de una declaratoria de emergencia 

nacional, todo de conformidad con la Ley 

N.° 8488, Ley Nacional de Emergencias y 

Prevención del Riesgo, de 22 de noviembre 

de 2005. 

ARTÍCULO 1- Se autoriza a la Junta de 

Protección Social (JPS), a utilizar los recursos que 

dispone en su superávit Institucional del ejercicio 

económico previo al año siguiente de aprobación 

de la presente ley, incluyendo aquellos cuya fuente 

de financiamiento tenga un destino específico, para 

subsidiar con una misma suma fija mensual, a 

todas las personas vendedoras de lotería activas 

según los registros oficiales de tal Institución, 

durante el lapso en que se compruebe su 

afectación económica, por la supresión de sorteos 

pre impresos, con ocasión de una declaratoria de 

emergencia nacional, de conformidad con la Ley 

N.° 8488, Ley Nacional de Emergencias y 

Prevención del Riesgo, de 22 de noviembre de 

2005. 

  

En resumen, la GPC sugiere:  

  

 El señalamiento expreso de que el aporte corresponde a una misma suma fija mensual.  

 La indicación de que comprende a todas las personas vendedoras de lotería activas 

según los registros oficiales de tal Institución.  

 Limitar la vigencia durante el lapso en que se compruebe afectación económica.  

 Señalar que aplica cuando se trate de supresión de sorteos pre impresos y no de la 

suspensión de sorteos.  

  

Esta Asesoría comparte los aportes y recomendaciones de la citada gerencia.  

   

a. La Gerencia Administrativa Financiera, en oficio JPS-GG-GAF-908-2021 

de fecha 19 de octubre de 2021, realiza aportes y observaciones a la 

exposición de motivos, al articulado y hace breves comentarios acerca de los 

productos institucionales y destacando que espíritu del proyecto de ley son las 

personas vendedoras de lotería. Se toman en consideración los comentarios y 

aportes pertinentes.  
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b. Observaciones de la Asesoría Jurídica:  

  

Exposición de motivos:  
  

1. Aclarar que la supresión de sorteos que sirve como fundamento al proyecto se dio en 

el año 2020.  

2. Validar con datos reales la cantidad de vendedores autorizados y la referencia que 

indica “Cabe resaltar que el 55% de los vendedores de lotería son personas adultas 

mayores, otro gran segmento corresponde a jefas de hogar que dependen en su 

totalidad de estos ingresos”.  

  

Articulado:  
  

Artículo 1°: Modificar la referencia de “recursos que dispone en su superávit institucional” 

por el criterio de “superávit libre” y eliminar la frase “incluyendo aquellos cuya fuente de 

financiamiento tenga un destino específico” Lo anterior por cuanto la redacción propuesta 

implica destinar para los fines del proyecto recursos incorporados en el superávit específico, 

que comprenden compromisos presupuestarios y recursos destinados a los organizaciones y 

programas beneficiarios.  

  

Artículo 1°: Si el objetivo es contar con una norma que permita la autorización de uso de 

recursos a futuro, se recomienda eliminar la frase “...previo al año siguiente de aprobación de 

la presente ley...”  

  

Artículo 2°: En este artículo se plantea que las personas vendedoras de lotería también podrán 

acceder a los programas de desempleo existentes.  Se recomienda que este artículo se elimine, 

partiendo de la existencia de fuentes de financiamiento finitas y limitadas y aras de un justo y 

equitativo reparto de las posibilidades de apoyo que el Estado pueda brindar, a todas las 

personas que podrían requerir de apoyo económico ante una emergencia nacional.  

  

  

En atención a lo anterior se sugiere la siguiente redacción para el artículo 1°:  

  

ARTÍCULO 1- Se autoriza a la Junta de Protección Social (JPS), a utilizar los recursos que 

dispone en su superávit libre, para subsidiar con una misma suma fija mensual, a todas las 

personas vendedoras de lotería que se reporten activas en los registros oficiales de tal 

Institución, durante el lapso en que se compruebe su afectación económica, por la supresión 

de sorteos pre impresos, con ocasión de una declaratoria de emergencia nacional, de 

conformidad con la Ley N° 8488, Ley Nacional de Emergencias y Prevención del Riesgo, de 

22 de noviembre de 2005. 

 

La señora Presidenta consulta: 

En el caso si esta ley se aprobará y ya queda por ley que la Junta tiene que hacer algún tipo 

de apoyo y entonces no tendría la Junta que buscar otros tipos de apoyo para los vendedores, 

sino lo que indica la ley, digamos si se declara emergencia. 
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La señora Shirley López explica: 

Exactamente, si se declara emergencia ya no tendríamos que ver de dónde tomamos y cómo 

hacemos para que se nos autorice y cómo hacemos para ayudarlos, porque ya tendríamos la 

autorización específica en cuanto a lo que debemos hacer a partir de esta ley. 

 

La señora Presidenta consulta: 

¿De dónde salen los fondos para otorgarle a los vendedores el monto que se defina? 

 

La señora Shirley López contesta: 

El superávit libre, últimamente, si ustedes lo han notado, o sea, todos los proyectos de ley 

que se están presentando, bueno, no digamos todos, pero una gran mayoría de los proyectos 

de ley que están presentando. no solo de nuestra parte o no solo que nos interesen a nosotros, 

o que tengan que ver directamente con el tema de la lotería, están tratando de afectar los 

recursos nuestros, en algunos casos somos nosotros mismos los que estamos tratando de 

afectarlos, esto a lo que nos ayuda es, desde mi punto de vista, a conformar una posición en 

dónde solicitemos lo que queremos, que es que a la Junta no le quiten recursos por cualquier 

cosa o para cualquier cosa, porque ya la Junta de por sí tiene legalmente establecido para qué 

son sus recursos, entonces aquí estaríamos incluso protegiendo el superávit libre que tanto 

persiguen en el Gobierno, porque tendríamos que utilizarlo para financiar este tipo de 

situaciones, para los vendedores de lotería, que sea como sea, es un sector social que también 

requiere atención. 

 

La señora Presidenta consulta: 

Pero entonces no sé si esto que presentaste ya lo incluye, porque yo entiendo que se va a 

tomar de superávit libre, pero no le veo que haya una orden o alguna cuestión ahí que diga 

que se haga esa reserva. 

 

La señora Shirley López señala: 

No, efectivamente no lo establece. 

 

La señora Presidenta consulta: 

Reservado o viene otra ley y le quito todo, entonces no se reservó, entonces no hay como 

dárselos, no podríamos cumplir con la ley si no lo reservamos y que eso nos ayudaría también 

a tener una reserva ahí. 

 

La señora Shirley López manifiesta: 

Sí, tiene toda la razón, lo que pasa es que, vamos a ver, si nos autorizan a que el superávit 

libre, o sea, no le estoy quitando la razón y la comparto, verdad, la posición que usted está 

mencionando, ahorita lo que pasa es que igual, aunque no tuviéramos la reserva hecha cuando 

se presente algún otro proyecto de ley o alguna otra situación, nosotros ya podríamos por lo 

menos decir que, el superávit libre de nosotros está comprometido y autorizado por y para 

esta ley, verdad, y entonces ahí sí ya tendríamos que entrar en un estira y encoge de cuánto 
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se va a reservar para esto y cuánto se podría disponer para lo otro, si es que vamos a permitir 

que terminen disponiendo de alguna parte para otra cosa. 

 

La señora Presidenta consulta: 

Por eso, pero entonces, en esta ley ¿cuánto es lo que lo que dice que se otorgue o no lo dice? 

 

La señora Shirley Lopez contesta: 

No lo señala, simplemente dice que se va a tomar del superávit libre, se va a definir la suma 

fija mensual, según sea la afectación y el tiempo en que se dé la afectación, pero no está 

estableciendo, ni una suma determinada por qué no se puede establecer ahorita y tampoco un 

porcentaje, ni una reserva.  Igual me parece muy acertado el comentario, la observación, y 

sí, vamos a ver si lo podemos incluir, aunque no sé si sería como decía mi abuelita, meternos 

un balazo en el pie nosotros mismos, porque estamos diciendo que entonces solo vamos a 

reservar una parte, mientras que si lo presentamos así como está, estamos hablando del 

superávit libre en general, ya más adelante, como le digo, si se quisiera tocar el superávit 

para otra cosa, entonces tendríamos que empezar a partir el pastel, pero si incluso en este 

momento decimos que vamos a hacer una reserva por decirle algo, no sé del 30%, del 40% 

entonces eventualmente les estaríamos dando pie para que entiendan que pueden disponer 

del otro 60%. 

 

La señora Presidenta señala: 

Totalmente de acuerdo, pero si ahí no sé, si a lo interno, si la ley se llega a aprobar, tomar las 

previsiones del caso, porque puede ser que algunas cosas y si viene una emergencia nacional, 

pues no hay fondos, pero sí me parece que se debería de, no sé si se aprueba la ley, pues que 

la Junta tome algún acuerdo con respecto a eso. 

 

El señor Felipe Díaz consulta:  

A la hora de hacer la votación, yo me tengo que inhibir, porque estoy metido dentro del 

proyecto de ley y puedo ser beneficiario. 

 

La señora Shirley López recomienda: 

Por una cuestión de intereses encontrados, es mejor que lo haga porque, alguien podría 

después utilizar esa situación para otras cosas, entonces es preferible que sí, o sea, si disponen 

se dispone de la cantidad de directores suficiente y no se requiere del voto de don Felipe, 

pues es preferible que se inhiba. 

 

La señora Presidenta señala: 

Hay una observación de don Arturo que podría decir que la Junta Directiva determinará el 

porcentaje, punto, y asignar, porque lo otro es, quién lo designa, y es que eso llega así, la 

Asamblea empieza a ponerse creativa, quien sabe que Hacienda le diga a la Junta o verdad, 

mejor que vaya cómo lo hicimos ahora, digamos que fue la Junta Directiva, bueno 

obviamente con observación de la GAF, pero se determinó el monto de acuerdo a las 

posibilidades que tenía la institución en ese momento, claro no era precisamente el superávit, 
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pero creo que sí se podría decir que al menos sea la Junta Directiva la que determine el monto 

y el plazo. 

 

La señora Shirley López amplía: 

Sí, también puede hacerse de esa forma, es como, por ejemplo, cuando se hace la distribución 

de las utilidades en el manual de criterios, establece que se va a dejar una reserva de un 5% 

para emergencias, la atención de proyectos específicos en caso de emergencias, entonces es 

una cuestión que se definió en el manual y no en la ley, entonces se podría decir de la misma 

forma. 

 

La señora Presidenta indica: 

Entonces procederíamos aprobar esa recomendación para enviarla a la Asamblea. 

 

El señor Arturo Ortiz indica: 

En el entendido de que se va a agregar esa consideración. 

 

La señora Presidenta consulta: 

¿Cuál consideración? 

 

El señor Arturo Ortiz contesta: 

De qué legal agregue que será la Junta Directiva de la Junta de Protección Social la que, en 

el caso de la declaratoria de emergencia, determine el porcentaje a distribuir a los vendedores 

que se han quedado sin su trabajito. 

 

La señora Presidenta comenta: 

Sí, bueno, yo no sé, sí lo que pasa es que decía Shirley que podría ser a nivel del reglamento, 

pero como la Ley 8718 no está reglamentada entonces no sé, si esta ley habría que 

reglamentarla. 

 

El señor Arturo Ortiz sugiere: 

Pero el proyecto, la propuesta tendría que decirlo, así como lo acabas de decir, la Junta 

Directiva de la Junta de Protección Social reglamentará la forma en que se distribuirán esos 

recursos, pero tiene que decirlo en la propuesta. 

 

La señora Presidenta afirma y consulta: 

Sí, exactamente. Porque, además, por ejemplo, qué tal que hay 2500 vendedores, pero solo 

1800 activos, entonces también deberían ser a vendedores activos, no a todo el mundo que 

venda o ilegales que estén ahí vendiendo, revendedores, tiene que ser a vendedores activos y 

autorizados por la Junta. No sé si esa parte la dice Shirley. 
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La señora Shirley López responde: 

Si, en el artículo que nosotros propusimos está señalado que tiene que ser a los vendedores 

que nosotros tengamos registrados en nuestros sistemas y que obviamente estén activos en el 

ejercicio de la venta de lotería. Ahí sí se establece esa condición, verdad, que ellos tienen que 

estar definitivamente activos, lo que dice el artículo es que, la propuesta de artículos, que 

nosotros hacemos es que, las personas vendedoras de lotería que se reporten activas en los 

registros oficiales de tal institución, o sea la nuestra, entonces son solo los que están activos. 

 

Efectivamente, esa indicación que dice don Arturo, de que la Junta es la que va a reglamentar, 

pues si se puede establecer sin ningún problema, porque entonces ya queda establecido, sin 

señalar exactamente un porcentaje específico del superávit, la posibilidad para que la Junta 

es la que determine cómo. 

 

La señora Presidenta sugiere: 

Es como indicaría, por ejemplo, el periodo que se daría, digamos, esta vez dijimos que era 

ȼ200.000 (doscientos mil colones) por 3 meses consecutivos, entonces la Junta debería 

definir, no solo el porcentaje, sino la duración de ese subsidio. 

 

La señora Shirley López afirma: 

Exacto, porque incluso el artículo lo que dice que es durante el lapso en que se compruebe la 

afectación económica por la supresión de los sorteos. 

 

La señora Presidenta añade: 

Pero eso es muy amplio, verdad, porque, por ejemplo, podríamos estar en año y ocho meses 

o año y diez meses con esa afectación, porque los vendedores obviamente están vendiendo 

menos, entonces nos tocaría hacerle frente a darles esos subsidios, no sé de equis monto por 

dos años si viniera otra emergencia así. 

 

La señora Shirley López aclara: 

Pero doña Esmeralda, no, es que es, vamos a ver, quedemos claros en que no es que por el 

tema pandemia están vendiendo menos, esto es única y exclusivamente cuando hay 

suspensión de sorteos, no porque como ahorita, digamos que están diciendo, mire, es que por 

la pandemia la gente todavía no sale y entonces todavía yo no puedo vender mi cuota 

completa o no estoy vendiendo lo que vendía antes, no, no; no, es que no es por eso, es porque 

no hay sorteos del todo como en el 2020, que estuvimos del todo detenidos, donde no había 

sorteo de lotería, es para esos casos nada más,  también se está aclarando en el en el proyecto, 

que es por supresión de sorteos y no por, o sea, vamos a ver, es cuando los sorteos del todo 

no se van a realizar, como pasó en pandemia, que del todo no se van a realizar, no cuando 

por alguna situación en particular el sorteo se corre de fecha o se suspende algún sorteo 

momentáneamente por algunas situaciones, es cuando del todo no se van a realizar, cuando 

del todo los sorteos no van a existir, tampoco van a decir que es que el día que corrimos el 

sorteo de martes para miércoles, entonces en lugar de mejorar las ventas se las complicamos. 
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La señora Presidenta somete la propuesta a votación, con la observación realizada.  

 

El señor Felipe Díaz se inhibe de votar para evitar conflictos de interés.  

 

ACUERDO JD-818 

Se autoriza a la Presidencia a remitir a la Comisión Legislativa las observaciones mediante 

las cuales se sugieren modificaciones al texto del Proyecto de Ley No. 21870: “LEY PARA 

LA PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS VENDEDORAS DE LOTERÍA ANTE 

SUSPENSIÓN DE SORTEOS POR CAUSA DE EMERGENCIA, según oficio JPS-AJ-

1022-2021. 
 

Además, como parte de las modificaciones que se van a proponer para este proyecto, se 

sugiere incluir un artículo que indique que: La Junta de Protección Social será la encargada 

de reglamentar dicha ley y determinar el procedimiento que se utilizará para definir la suma 

y el porcentaje a distribuir del superávit, cuando las personas Vendedoras de lotería que se 

demuestre se encuentran activas y autorizados por la JPS, se vean afectadas por la suspensión 

de  sorteos a causa de una declaratoria de emergencia nacional. ACUERDO FIRME 

 

Plazo de cumplimiento: Inmediato 

 

Comuníquese a la Presidencia de Junta Directiva. Infórmese a la Gerencia General y a la 

Asesoría Jurídica. 

 

 

ARTÍCULO 14. Oficio JPS-AJ-1025-2021. Proyecto de Ley Expediente No. 22.661 

Se presenta el oficio JPS-AJ-1025-2021 de 21 de octubre de 2021, suscrito por la señora 

Marcela Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, en el que indica: 

 
Nos referimos al correo de fecha 04 de octubre del año en curso, que solicita criterio sobre 

el Expediente N° 22.661, denominado: “MANEJO EFICIENTE DE LA LIQUIDEZ DEL 

ESTADO”.  

  

Este proyecto fue consultado a la Gerencia General y a la Gerencia Administrativa 

Financiera.  A la fecha se cuenta con el criterio técnico de la Gerencia Administrativa 

Financiera que se aborda en el punto 2 de este oficio. 

  

Previo se menciona la finalidad y ámbito de aplicación del proyecto:  

  

1) Sobre el proyecto:  

  

Según la exposición de motivos, tiene como finalidad:  

  

“… busca integrar y estandarizar mediante mecanismos eficientes los procesos de 

gestión de la liquidez de las finanzas públicas del sector público, manteniendo como 
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propósito garantizar que se disponga de fondos líquidos suficientes para sufragar los 

gastos al momento de su vencimiento en un marco de gestión de riesgos, minimizando 

el costo del financiamiento e invirtiendo excedentes temporales de manera productiva 

y con garantías adecuadas, pero además, aprovechando la información consolidada, 

oportuna y transparente para la toma de decisiones y la prevención de la corrupción, 

de manera que se promueva una mayor eficiencia en la prestación de servicios 

públicos en beneficio de la ciudadanía.”  

  

El artículo 2 señala el ámbito de aplicación:  

  

“ARTÍCULO 2- Aplicación de la ley.  

  

Esta ley es aplicable a la totalidad de los ingresos públicos independientemente de 

quien los administre o custodie, así como a los ingresos de origen público que reciban 

de forma gratuita o sin contraprestación alguna los sujetos privados. En el caso de 

los recursos privados líquidos en custodia por entidades públicas estarán sujetos a la 

aplicación del Capítulo III de la presente ley.”  

  

2) La Gerencia Administrativa Financiera, en el oficio JPS-GG-GAF-903-2021 de 

fecha 15 de octubre de 2021, adjunta oficio JPS-GG-GAF-T-231-2021 del 

Departamento de Tesorería, que, en resumen, señaló:  

  

 La Institución genera en su totalidad los recursos de sus ingresos, y son 

distribuidos a la luz de la Ley 8718. Por lo que, la Institución no ha sido, ni se 

constituye en la actualidad en una carga financiera para las finanzas públicas y más 

bien, el cumplimiento de sus fines ha permitido contribuir con los objetivos trazados 

en el sector social.  

 Según la exposición de motivos la Tesorería Nacional debe girar recursos a 

entidades ya sea de derecho público o privado, las cuales en no pocas ocasiones no 

hacen uso de los fondos en su totalidad y esos remanentes después los colocan en 

inversiones en el mismo Gobierno, sobre los cuales tiene que reconocer rendimientos 

sobre recursos girados por ella misma, generando ello una carga financiera para el 

Gobierno Central totalmente injustificada y que ha contribuido como tal al 

crecimiento acelerado que ha tenido el déficit del Gobierno Central, con las 

consecuencias que todo ello genera y que ha sido motivo de preocupación a nivel 

país.  

 En buena parte el marco legal existente, partiendo de la Constitución Política 

misma, la Ley de Administración Financiera y Presupuestos públicos, los 

Reglamentos de esta ley, los reglamentos de caja única del Estado, los decretos 

emitidos (como los es el decreto ejecutivo 42267-H del 31 de marzo del 2020), 

constituyen ya de por si un marco legal suficientemente amplio y robusto que le 

permite al Poder Ejecutivo regularizar muchas de las distorsiones.  

 El proyecto de ley establece un período de hasta 48 meses a partir de la 

publicación de la ley para consolidar la incorporación de todos los procesos 

mencionados, creemos que este plazo no es suficiente para realmente consolidar un 

aparato financiero sobre el cual, para el caso específico de la Junta, pueda realmente 

seguir operando bajo el “régimen de competencia de facto” en que opera.  



  

  

  

  

  

  105 

 

 

 

 

 
   

 

 

 Hace varias observaciones especialmente a los lineamientos como los indicados 

en los artículos 9, 10, 11, 16 y 28 del proyecto de ley.  

 Es poco probable que, en un plazo de 48 meses sea capaz el Estado de montar 

una infraestructura operativa financiera que permita garantizar el funcionamiento de 

Instituciones como la Junta de Protección Social, que requieren de plataformas 

bancarias para la atención de los procesos de venta de los productos y también de 

realizar de forma oportuna los compromisos de pago, en específico el pago de 

premios.  Ello sin tomar en cuenta el costo que significaría para el Estado crear toda 

esta infraestructura.  

 Por otra parte, el artículo 28 establece una prohibición para operar fuera del 

sistema, lo cual nos parece sumamente restrictivo, en especial para una Institución 

como la Junta de Protección Social, que no representa ninguna carga financiera para 

el Gobierno Central.  

  

Por lo que, en conclusión, indica:  

  

“… el proyecto de ley establece algunas excepciones de entidades que no estarían 

obligadas a formar parte de este mecanismo, como lo son aquellas entidades que se 

encuentren bajo régimen de competencia.  De llegar a convertirse en ley este 

proyecto, sería sumamente importante que la Junta de Protección Social pudiera 

entrar dentro de esta categoría de excepciones que se establecen.”  

  

Criterio Jurídico:  

  

Analizado el proyecto de cita se comparte el criterio expresado por la Gerencia Administrativa 

Financiera, por cuanto:  

  

A) Pretende centralizar la captación de ingresos, administración de la liquidez y proceso de 

pagos de todos los ingresos públicos e incluso de las organizaciones que reciban o custodien 

éstos; lo cual tiene cobertura para la JPS e incluso para las organizaciones que se nutren de 

recursos de apoyo a la gestión y proyectos específicos. Lo anterior, puede tener un impacto 

directo en la disposición y uso oportuno y eficiente de recursos.  

  

B) Como se indicó supra, el proyecto limitaría en gran medida la efectiva y oportuna 

distribución de recursos establecida en el artículo 8 de la Ley 8718 que, dispone la distribución 

de la utilidad neta de las loterías, los juegos y otros productos de azar La utilidad neta total de 

la Junta de Protección Social, ya que, el proyecto señala:  

  

“ARTÍCULO 28- Prohibición de depósitos de los ingresos fuera del Sistema.  

  

Queda prohibido a las entidades públicas o privadas que forman parte del Sistema de 

Cuentas del Sector Público, mantener fuera de dicho Sistema saldos de cualquier 

especie, en cuentas corrientes, certificados de depósitos a plazo u otros instrumentos 

financieros.”  
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C) La JPS debería estar en el régimen de excepciones del artículo 18 del proyecto, que pretende 

el legislador, ya que, su Misión es: “La Junta de Protección Social contribuye con la salud 

pública, el bienestar y la calidad de vida de las poblaciones en pobreza y vulnerabilidad social 

por medio de la administración de las Loterías, Juegos de Azar y la prestación de Servicios 

en los Camposantos.”  

  

En razón de lo anterior, se recomienda presentar la objeción a dicho proyecto, pero además 

dar un efectivo seguimiento de su tramitación ante la Comisión Legislativa. 

 

Se acoge la recomendación. 

 

ACUERDO JD-819 

Se autoriza a la Presidencia a remitir a la Comisión Legislativa la oposición al Proyecto de 

Ley No. 22.661, denominado: “MANEJO EFICIENTE DE LA LIQUIDEZ DEL ESTADO 

según oficio JPS-AJ-1025-2021. ACUERDO FIRME 

 

Plazo de cumplimiento: Inmediato 

 

Comuníquese a la Presidencia de Junta Directiva. Infórmese a la Gerencia General y a la 

Asesoría Jurídica 

 

 

ARTÍCULO 15. Oficio JPS-AJ-1034-2021. Proyecto de Ley Expediente No. 22.184 

Se presenta el oficio JPS-AJ-1034-2021 de 21 de octubre de 2021, suscrito por la señora 

Marcela Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, en el que indica: 

 
Nos referimos al correo de fecha 18 de octubre del año en curso, que solicita criterio sobre el 

texto del expediente 22184, denominado: LEY QUE ADICIONA UN INCISO D) AL 

ARTÍCULO 18 Y UN ARTÍCULO 18 BIS A LA LEY DE FUNDACIONES, LEY N° 

5338, DE 28 DE AGOSTO DE 1973 Y SUS REFORMAS. 

 

Al respecto, se indica: 

 

Se solicitó criterio a la Gerencia de Desarrollo Social, siendo que, en oficio JPS-GG-GDS-

0986-2021 de fecha 20 de octubre de 2021, adjunta el criterio señalado por el Departamento 

de Gestión Social en oficio JPS-GG-GDS-GS-323-2021 de fecha 20 de octubre, 2021, que 

señala: 

 

“ARTÍCULO 1- Adiciónase un inciso d) al artículo 18 de la Ley de Fundaciones, Ley 

N.° 5338, de 28 de agosto de 1973, y sus reformas, mismo que se leerá de la siguiente 

manera: 

 

Artículo 18- Para que las fundaciones puedan recibir de las instituciones públicas 

donaciones, subvenciones, transferencias de bienes muebles o inmuebles o cualquier 
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aporte económico que les permita complementar la realización de sus objetivos, 

deberán cumplir los siguientes requisitos: 

[…] 

d) Estar al día con el pago de las cuotas obrero patronales de la Caja Costarricense 

de Seguro Social, al igual que encontrarse al día con todas sus responsabilidades 

tributarias, exceptuando a las fundaciones que se dediquen a lo establecido en el 

artículo 2 inciso D y E, al igual que el artículo 3 inciso CH de la Ley N.° 7293. 

[…] 

 

En relación con la adición de este inciso, se analizó lo siguiente: 

 

 La Junta de Protección Social a la fecha, previo al giro de los recursos, sea bajo la 

modalidad de Apoyo a la Gestión, Proyectos, Necesidades o Giros Directos, realiza 

una consulta a la Caja Costarricense de Seguro Social a efectos de verificar que las 

organizaciones beneficiarias se encuentren al día con el pago de las obligaciones 

obrero patronales. 

 

 En cuanto a lo indicado sobre: “(…) encontrarse al día con todas sus responsabilidades 

tributarias” el Manual de Criterios para la Distribución de los Recursos de la JPS indica 

en el Capítulo II Modalidades de Distribución de Recursos, específicamente en cuanto a 

los Proyectos: “En todos los tipos de proyectos antes detallados, las cotizaciones deben 

especificar: los impuestos, a excepción de las organizaciones que están exoneradas (…)” 

con el fin de cubrir el pago de los mismos por parte de las organizaciones beneficiarias.  

 

Por lo tanto, el alcance en cuanto a tributos por parte de la institución, es en relación con 

lo indicado en el párrafo anterior, no siendo verificable otro tipo de tributos a los que se 

encuentren sujetas las Fundaciones, o bien el impuesto de valor agregado 

correspondiente a adquisiciones con otros recursos. 

 

 En relación con las excepciones indicadas: (…) exceptuando a las fundaciones que se 

dediquen a lo establecido en el artículo 2 inciso D y E, al igual que el artículo 3 inciso CH 

de la Ley N.° 7293” se señala lo siguiente:  

 

Artículo 2: 

d) Se conceden en favor de instituciones, fundaciones y asociaciones sin actividades 

lucrativas, que se dediquen a la atención integral de menores de edad en estado de 

abandono, deambulación o en riesgo social y que estén debidamente inscritas en el 

Registro Público. 

e) Se conceden en favor de instituciones, empresas públicas y privadas, fundaciones 

y asociaciones sin actividades lucrativas que se dediquen a la recolección y 

tratamiento de basura y a la conservación de los recursos naturales y del ambiente, 

así como a cualquier otra actividad básica en el control de la higiene ambiental y de 

la salud pública. (resaltado es propio) 

 

Asimismo, cabe señalar que el “Reglamento del Título I de la Ley No. 9635 del 3 de diciembre 

de 2018, denominado “Ley del Impuesto sobre el Valor Agregado” en el Capítulo IV 
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exenciones y no sujeciones, se especifica quienes están exentos del pago de Impuesto al Valor 

Agregado, señalándose algunas organizaciones bien social diferentes a las señaladas en la 

ley N°7293; aspecto que se refiere para su análisis dado que muestran coberturas distintas 

una de la otra, de manera que se determine si guarda alguna relación con la reforma que se 

plantea a la ley de Fundaciones. 

 

En relación con la adición del artículo 18 bis, se analizó lo siguiente: 

  

 ARTÍCULO 2- Adiciónase un artículo 18 bis a la Ley de Fundaciones, Ley N.° 5338, 

de 28 de agosto de 1973, y sus reformas, mismo que se leerá de la siguiente manera: 

pág. 2  

 

Artículo 18 bis- Las donaciones, subvenciones, transferencias de bienes muebles o 

inmuebles o cualquier otro aporte económico realizado a estas fundaciones por parte 

de las instituciones públicas, no podrán ser utilizados para financiar los gastos 

administrativos. 

 

El Manual de Criterios para la Distribución de Recursos de la JPS, actualmente, permite 

emplear los recursos transferidos mediante el programa “Apoyo a la Gestión” en diversos 

rubros, entre ellos “Gastos administrativos (papelería, útiles y materiales de oficina)”; así 

como “Pago de salarios del personal de atención directa, un único funcionario 

administrativo y contrataciones por servicios profesionales, de acuerdo con los siguientes 

porcentajes por área.” (resaltado propio).  

 

Dichos rubros se encuentran autorizados con el objetivo de que las organizaciones puedan 

llevar a cabo su gestión administrativa de manera adecuada, dado que, éstos han sido una 

necesidad evidenciada hasta el presente. El uso de los recursos en gastos administrativos se 

regula a través del Convenio de utilización de los recursos transferidos, así como por la 

Unidad de Fiscalización de los Recursos Transferidos. 

 

De manera que, su restricción podría impactar negativamente en la gestión de las 

organizaciones beneficiarias, por lo tanto, se considera que la reforma planteada iría en 

perjuicio de las mismas. 

 

De mantenerse la reforma propuesta, el Manual de Criterios para la Distribución de los 

Recursos, así como los convenios, deberán ser modificados para el cumplimiento de la 

misma.” 

 

Criterio Jurídico: 
 

Analizado el proyecto de cita aunado al criterio del Departamento de Gestión Social, esta 

Asesoría Jurídica considera que, si impacta de manera negativa la distribución de la utilidad 

neta de las loterías, los juegos y otros productos de azar que realiza la JPS a las fundaciones. 

 

Por lo que, de conformidad con los incisos d), o) del artículo 8 y artículo 13 de la Ley 8718,  

las fundaciones son beneficiadas con dichos rubros, siendo que, la adición de un artículo 18 

bis a la Ley de Fundaciones, vendría en detrimento para las mismas, ya que, el aporte 
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económico no podría ser utilizado para financiar los gastos administrativos, siendo uno de los 

gastos fundamentales que, se encuentran contemplados en el Manual de Criterios para la 

Distribución de los Recursos, tal y como lo indicó la dependencia citada. 

 

Por lo anterior, se recomienda presentar una oposición al proyecto, pero además dar un 

efectivo seguimiento al mismo ante la Comisión Legislativa. 

 

Se acoge la recomendación.  

 

ACUERDO JD-820 

Se autoriza a la Presidencia a remitir a la Comisión Legislativa la oposición al Proyecto de 

Ley No. No. 22184, denominado: LEY QUE ADICIONA UN INCISO D) AL ARTÍCULO 

18 Y UN ARTÍCULO 18 BIS A LA LEY DE FUNDACIONES, LEY N° 5338, DE 28 DE 

AGOSTO DE 1973 Y SUS REFORMAS según oficio JPS-AJ-1034-2021. ACUERDO 

FIRME 

 

Plazo de cumplimiento: Inmediato 

 

Comuníquese a la Presidencia de Junta Directiva. Infórmese a la Gerencia General y a la 

Asesoría Jurídica 

 

 

ARTÍCULO 16. Oficio JPS-AJ-1115-2021. Publicación Ley No. 10053 “Ley para 

mejorar el proceso de control presupuestario, por medio de la corrección de deficiencias 

normativas y prácticas de la administración pública” 

Se presenta el oficio JPS-AJ-1115-2021 de 11 de noviembre de 2021, suscrito por la señora 

Marcela Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, en el que indica: 

 
Se informa que en La Gaceta N° 217 del 10 de noviembre, se publica la Ley No. 10053 “Ley 

para mejorar el proceso de control presupuestario, por medio de la corrección de deficiencias 

normativas y prácticas de la administración pública”, que dice:  

 

10053 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA 

DE COSTA RICA 

DECRETA: 

LEY PARA MEJORAR EL PROCESO DE CONTROL 

PRESUPUESTARIO, POR MEDIO DE LA CORRECCIÓN 

DE DEFICIENCIAS NORMATIVAS Y PRÁCTICAS DE 

LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

 

ARTÍCULO 1- Se adiciona un artículo 61 bis a la Ley 8131, Administración Financiera de la 

República y Presupuestos Públicos, de 18 de setiembre de 2001 El texto es el siguiente: 
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Artículo 61 bis- El cargo de tesorero nacional será incompatible con cualquier otro cargo público, 

salvo lo indicado en el artículo 17 de la Ley 8422, Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento 

Ilícito en la Función Pública, de 6 de octubre de 2004, en relación con las salvedades allí indicadas. 

Es prohibido, a quien ocupe el cargo de tesorero nacional, desempeñar cualquier otro cargo 

o empleo público. 

 

ARTÍCULO 2- Se reforman los artículos 50, 56, y 271 de la Ley 6227, Ley General de la 

Administración Pública, de 2 mayo de 1978. Los textos son los siguientes: 

Artículo 50- Los órganos colegiados nombrarán un secretario, quien tendrá las 

siguientes facultades y atribuciones: 

a) Grabar las sesiones del órgano y levantar las actas correspondientes, 

las cuales constituirán una transcripción literal de todas las intervenciones efectuadas. 

b) Comunicar las resoluciones del órgano, cuando ello no corresponda al presidente. 

c) Las demás que le asignen la ley c) los reglamentos. 

 

 

Artículo 56- 

1) Las sesiones de los órganos colegiados deberán grabarse en audio y video y 

ser respaldadas en un medio digital que garantice su integridad y archive de conformidad con 

la legislación vigente. Será obligación de todos los miembros del cuerpo colegiado verificar 

que se realice la grabación de la session y constituirá falta grave el no hacerlo. 

2) De cada session se levantará un acta, que contendrá la indicación de las personas asistentes, así 

como las circunstancias de lugar y tiempo en que se ha celebrado, la transcripción literal de todas 

las intervenciones efectuadas, la forma y el resultado de la votación y el contenido de los acuerdos. 

3) Las actas se aprobarán en la siguiente session ordinaria. Antes de esa aprobación carecerán 

de firmeza los acuerdos tomados en la respectiva sesión, a menos que los miembros presents 

acuerden su firmeza por votación de dos tercios de la totalidad de los miembros del Colegio. 

4) Las actas serán firmadas por el presidente y por aquellos miembros que hubieran hecho constar 

su voto disidente. 

 

Artículo 271- La administración deberá conformar un expediente administrativo, que 

contendrá los documentos físicos y/o digitales que motivaron el dictado o la emission del acto 

administrativo. 

 

ARTÍCULO 3- Se reforma el artículo 58 de la Ley 4573, Código Penal, de 4 de mayo de 1970. El texto 

es el siguiente: 

Inhabilitación especial 

Artículo 58- La inhabilitación especial, cuya duración será  la misma que la de  la 

inhabilitación absoluta, consistirá en la privación o restricción de uno o más de los derechos 

o funciones a que se refiere la inhabilitación absoluta. 

 

TRANSITORIO ÚNICO- Las reformas de los artículos 50 y 56 de la Ley 6227, Ley General de la 

Administración Pública, de 2 de mayo de 1978, rigen un año después de la publicación de este ley. 

Rige a partir de su publicación. 
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ASAMBLEA LEGISLATIVA- Aprobado a los veintiún días del mes de setiembre del año dos 

mil veintiuno. 

 

 

 

De especial relevancia las modificaciones de los artículos 50 y 56 de la Ley General de la 

Administración Pública, en cuanto a las funciones del Secretario de la Junta Directiva y la 

realización de las sesiones del órgano colegiado, incorporando la condición de grabación 

en audio y video y ser respaldadas en un medio digital que garantice su integridad y archivo de 

conformidad con la legislación vigente. 

 

Estas reformas rigen un año después de la publicación de esta ley. 

 

La señora Shirley López explica: 

En realidad, si ustedes ponen atención a las disposiciones que se están estableciendo a partir 

de esta modificación, nosotros estamos, por así decirlo, salvados, porque hay muchísimas de 

las disposiciones, su gran mayoría, todas las disposiciones ya se acatan por parte de la 

institución. No obstante, se hacen de su conocimiento. 

 

La señora Presidenta consulta: 

¿Esto es una propuesta del proyecto de ley, o es ley? 

 

La señora Shirley López señala: 

Ya eso es la comunicación de la ley, ya esto es una comunicación para hacerles a ustedes de 

conocimiento que ya eso hubo un proyecto de ley que lo propuso y que ya ahora sí, ya es ley 

que está establecido de esa forma. 

 

La señora Presidenta consulta: 

¿Pusieron algún transitorio, digamos que haya Juntas Directivas que no tengan cómo grabar, 

tal vez audio sí, pero video no? 

 

La señora Shirley López Rivas contesta: 

Lo que establecen es que, las reformas de los artículos 50 y 56, que son las que les acabo de 

mencionar, las que yo siento que nos interesan a nosotros, van a regir un año después de la 

publicación de esa ley en la Gaceta, verdad, entonces eso empieza a regir hasta dentro de un 

año, por si acaso hubiese que tomar alguna previsión a nivel de la institución, pero yo 

honestamente considero que la institución ya todo esto de por sí se hace. 

 

La señora Presidenta comenta: 

Si, el tema es cuando las reuniones sean presenciales, tendríamos que hacer, digamos, lo 

mismo que hacemos ahorita nosotros, por ejemplo, que todos estamos en Teams y se está 

grabando audio y video, en esos casos, nada más que la mayor parte de las veces, los que 

están presentes no están compartiendo su video, entonces sería el único aspecto diferente, 
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pero tampoco lo hacemos de forma virtual, la mayoría no comparte el video, pero no sé si 

eso, si esta ley ahora lo obligará a partir de un año para adelante. 

 

 

La señora Urania Chaves informa: 

En relación con esta ley 10053 aprobada el 10 de noviembre, está relacionada con la 

grabación de las sesiones, que ahora no solo pide que sea audio, sino video y hay que tomar 

las previsiones para guardar estas grabaciones cuando las sesiones sean presenciales, 

nosotros lo que hicimos, porque llegó una consulta de la Auditoría Interna, casual ayer en 

relación con este tema y ya se le pidió el criterio técnico a don Ronald Ortiz, se le mando por 

escrito, ahora se le mando y también se le dio respuesta a la Auditoría Interna de que en la 

actualidad la Junta Directiva desde que inició la pandemia y nos fuimos a teletrabajo estamos 

con sesiones virtuales y todo queda grabado en esta plataforma Teams, que es una belleza y 

en el momento que ya sean presenciales, bueno, vamos a pedir el criterio técnico a don 

Ronald para ver qué, ya se le pidió más bien, para ver cuáles son las especificaciones que él 

dice, ¿cómo hacemos para adaptar lo que tenemos y cumplir con lo que esta normativa 

indica?. Por otro lado, hay cambios ahí relacionados con ese punto dos que dice: 

“transcripción literal de todas las intervenciones efectuadas”, y cuando dice literales es, por 

ejemplo, sí dicen: “tembló”, eso tiene que quedar ahí, “tembló”, porque es literal, todo lo que 

aparece en la grabación tendría que quedar escrito. 

 

La señora Presidenta añade: 

Sí, porque en el caso nuestro es casi lo más relevante, lo que se pone, si alguien quiere la 

grabación, pues se le puede dar la grabación, pero no se transcribe literal cada frase o palabra 

que diga cada persona. 

 

La señora Urania Chaves aclara: 

La ley ya lo pide, yo creo, vea, de sesión se levantará un acta que contendrá la indicación de 

las personas asistentes, así como las circunstancias, dice, la transcripción literal de todas las 

intervenciones efectuadas, la conforma el resultado de la votación. ¿A partir del 10 de 

noviembre del próximo año, ¿tendríamos que hacer eso entonces, doña Shirley?  

 

La señora Shirley López responde: 

Sí, efectivamente, al hablar de la literalidad, hasta este momento hay que interpretarlo tal 

cual es verdad, es la literalidad, sin embargo, yo pienso que este año que falta para que esto 

entre en vigor, va a servir como para aclarar muchas cosas, porque yo pienso que ahorita van 

a empezar a hacer una serie de consultas todas las instituciones que tienen órganos colegiados 

en cuanto a esos aspectos, entonces, probablemente de aquí al 10 de noviembre ya esos temas 

hayan sido solventados y aclarados, porque efectivamente, si nos tocaría transcribir hasta los 

suspiros de la gente y no creo. 

 

La señora Presidenta comenta: 

Imagínese esos libros de actas, o sea, van a ser el doble de grandes, ¿cuál es el sentido? 
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La señora Shirley López Rivas amplia: 

Exacto, entonces yo pienso que eso va a ser sujeto de muchas consultas, incluso nosotros 

mismos eventualmente si se considera necesario, podríamos también hacer una consulta en 

ese sentido, para estar claros en la forma en que realmente tenemos que llevarlo a cabo y no 

tener inconvenientes a futuro. 

 

La señora Maritza Bustamante consulta: 

Me queda una duda, la ley ya está vigente, ya fue publicada y entonces, a partir de ese 

momento surte efectos, entonces nosotros, precisamente creo que un transitorio que está 

extendiendo el plazo para dar ese cumplimiento hasta noviembre del año entrante, o sea un 

año, pero no es que como explicaste, no sé si yo te entendí mal, en el sentido de que era hasta 

noviembre, no, yo lo que yo entendí de lo que leímos ayer, que lo explicó doña Urania 

también, es de que a partir de y así es como se aplica, a partir de que se publicó hay un plazo 

de un año para cumplir con todos esos requerimientos que indica la ley, y hasta noviembre 

se supone que ya deberíamos estar cumpliendo con esa disposición, entonces ayer estuvimos 

viendo que hay elementos tecnológicos que nosotros no tenemos, sobre todo para la parte 

presencial, que hay que cumplir; entonces, que nosotros debíamos ir previendo o la Junta 

debería ir previendo y pensando y presupuestando, para esos implementos tecnológicos que 

se necesitan, para que ya a noviembre se cumpla con esos requerimientos, pero no es que a 

noviembre nosotros vamos a empezar a cumplirlos. Así fue como te entendí. Más bien es a 

partir de la publicación debemos ir previendo cumplir con esos requerimientos, sobre todo 

tecnológicos, porque yo creo que audio tenemos, lo que no tenemos es presencial video y que 

hay que tomar en cuenta un presupuesto para eso y que nos tienen que traer una propuesta de 

cuáles son esos requerimientos. 

 

La señora Presidenta difiere: 

Yo sí difiero completamente de ese criterio, porque nosotros en este momento estamos 

grabando video y qué es lo importante del video, bueno, si lo que quieren ver las caras se 

activa la cámara, pero ahí no dice cámara, dice video, lo que quiere decir que lo que está 

presentando Shirley queda en una grabación que cualquiera puede observar y puede ver qué 

fue lo que presentó Olman, qué fue lo que presentó Marilyn, qué fue lo que presentó quien 

sea que este trayendo información, y esa información ya la tenemos ahí, aunque sea si 

estamos de forma presencial y estamos usando Teams, como lo hemos hecho actualmente, 

que todos abrimos el Teams y toda la persona que está presentando lo hace a través de Teams, 

eso ya lo tenemos, lo que tendrán que aclarar es, si quieren el video de las personas que están 

en la sala. Eso es diferente, pero eso no me queda claro, lo que están pidiendo. 

 

La señora Maritza Bustamante amplia: 

Yo estoy diciendo lo que nos dijo ayer Ronald, que faltaban implementos, en el sentido de 

que había una serie de implementos que había que considerar, incluso que él iba a hacer un 

estudio para poder implementarlos y cumplir con esos requerimientos. Por eso, entonces 

incluso hablamos de que había que considerar un presupuesto para tomar en cuenta esos 

requerimientos y completarlos todos. 
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La señora Presidenta consulta: 

¿Pero, de dónde saco él los requerimientos? Porque yo por lo menos, aquí yo no los veo en 

este artículo 

 

La señora Maritza Bustamante indica: 

Son varios requerimientos que ayer él nos explicaba, que necesitaba hacer una propuesta, 

incluso técnica, para presentarlo a nosotros, incluso doña Urania le pregunta, le decía que le 

hiciera la propuesta para traerle en Junta, entonces nosotros teníamos ese plazo para 

completar lo que faltara. 

 

La señora Urania Chaves amplia: 

Una dirección IP, algo así habló él, exclusivo para guardar cuando es presencial, respaldarlo 

en la nube. 

La señora Maritza Bustamante añade: 

Entonces habría que presupuestar para poder implementar esa tecnología, por eso estoy 

haciendo el comentario, porque yo incluso no soy experta en este tema. 

 

La señora Presidenta comenta: 

Quiero ver los niveles de seguridad porque eso, Teams ya tiene la seguridad, pero un software 

aparte, que alguien maneje, no sé, eso quiero verlo. 

 

La señora Urania Chaves sugiere: 

Sí, tenemos que esperar que nos va a contestar y que va a indicar él y otra cosa importante, 

yo creo que Laurita ya ha anotado en el chat algo bien importante, de que de acuerdo con 

Gobierno Corporativo las actas tienen que ir literales, de acuerdo con el curso que ella está 

recibiendo. 

 

El señor Arturo Ortiz refiere: 

Talvez recordar las palabras de Shirley en el sentido de que, van a haber muchas consultas 

hacia el respecto, porque uno puede entender por literal, acuérdense que el acta se queda en 

firme en la sesión siguiente y se supone que nosotros estamos revisando el acta y lo que 

dijimos y cuando la probamos estamos aprobando que lo que dijimos tal cual está en el Acta, 

eso fue lo que dijimos literalmente y si mal no recuerdo ya existen muchos pronunciamientos 

en cuanto a la redacción del acta, digamos, porque no tiene ningún sentido o esos criterios 

son en el sentido de que no vale la pena poner un suspiro ahí, cualquier comentario que no 

está relacionado, verdad, o sea, que lo que se transcribe al final es lo que es relevante; 

entonces, bueno, yo creo que deberíamos esperar porque ya esto es ley y lo que nos toca es 

ver cómo se define finalmente. Básicamente, ahorita ya no podemos más que esperar. 
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La señora Laura Moraga comenta: 

Es para referirme con respecto a lo que dice don Arturo, es que precisamente una de las 

modificaciones que se están haciendo es que antes este artículo, es que no recuerdo bien 

como era que decía, pero no era transcripción literal, sino una transcripción sucinta de lo que 

pasaba, ya Marce varias veces se ha referido a eso, entonces no era necesario indicar 

absolutamente todo lo que se decía, sin embargo, esta modificación que se hace, ahora dice 

que, son literales y según el curso, que como yo le comente a doña Esmeralda y a doña Urania 

que oportunamente, me parece, estamos llevando, la señora nos explicaba sobre la literalidad 

de las actas y es indicar todo, incluso decía que digamos, si usted hace un comentario, ahorita 

digamos, uno lo dice y cómo lo dice sale, tal vez ya cuando lo ve en el papel no le parece 

como quedo, entonces en la revisión del acta usted va a decir, no es que yo quiero que diga 

así para que se entienda mejor, pero que en el acta incluso no podemos quitar el comentario 

tal cual quedó, sino más bien hacer otro párrafo en el que el señor, por ejemplo, Arturo Ortiz, 

aclara que lo que quiso decir fue esto, y se pone. 

 

La señora Presidenta expresa: 

Sí, o sea, va a hacer toda una burocracia esta vaina, es que los que redactan eso nunca han 

estado en una Junta directiva, entonces no tienes ni idea, o sea, no tiene sentido eso, usted 

sabe lo que es las actas, los libros de actas que se hacen que son de 400 folios y ahí va, tal 

vez un acta o un acta y media, o sea, van a ser tres libros de actas para una sesión 

prácticamente, sí hay que transcribir todo, imagínese sesiones de 5 o 7 horas que a veces 

tenemos, o sea totalmente nada práctico, porque además, si lo tienen que transcribir literal 

muchas veces cuando usted lea esa acta no se va a entender nada. Va a ser más fácil, usted le 

pone la transcripción que trae Teams y ya no tienes que hacer nada porque ahí está, literal, 

no hay comas, no hay nada, o sea es ridículo eso. 

 

La señora Laura Moraga informa y consulta: 

Ella lo que hablaba y lo que se va a hacer énfasis en el curso, precisamente es a la puntuación 

que deben de tener las actas, precisamente para que la idea se entienda, pero sin modificar lo 

que se dijo, tal cual se dijo, incluso hubieron personas, porque están personas del BCR que 

le indicaron, o sea, tal vez en la conversación se habla de mora, pero el término correcto es 

morosidad, entonces tampoco puedo ajustar ese término en el acta y ella dice que no, o sea, 

qué tal cual lo dijeron, así tiene que quedar. 

 

Yo lo que, si quisiera, como tener claro es, a partir de, porque nosotros no hacemos las actas 

literales, por lo menos no como dice la señora, a partir de cuándo comenzaríamos a hacer las 

actas así. 

 

La señora Shirley López contesta: 

A partir del 10 de noviembre del año entrante porque el transitorio lo que establece es que 

estas reformas a los artículos 50 y 56 de la Ley General de la administración pública rigen 

un año después de la publicación de la ley, entonces la ley rige a partir de su publicación, 

porque recordemos que no son estos los únicos artículos que modifica, pero en el transitorio 
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si establece que específicamente estos dos, que tienen que ver con las sesiones de los órganos 

colegiados, rigen hasta un año después de la publicación de la ley, o sea, hasta el 10 de 

noviembre del año 2022, entonces durante este tiempo, como bien señala doña Maritza, la 

institución, lo que se puede abocar es a ver cuáles son sus necesidades, si es que las tiene, 

para que el 10 de noviembre del 2022, cuando esto arranque tenga todo lo que necesita para 

cumplir con las disposiciones de estos dos artículos, verdad, pero no esperarse hasta el 10 de 

noviembre del 2022 y decir ahora sí que necesito, pero no es que tenga que aplicarlo ya, 

aplicarlo, lo va a hacer hasta en esa fecha. 

 

Comentado el tema, se da por conocido. 

 

 

ARTÍCULO 17. Informes de Asesoría Jurídica sobre procesos relacionados con 

diferencias salariales por cálculo de vacaciones 

a. Informe Asesoría Jurídica 071-2021 

Se presenta Informe de Asesoría Jurídica 071-2021 del 26 de octubre de 2021, suscrito por 

la señora Marcela Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, en el que indica: 

 
 

PROCESOS JUDICIALES NUEVOS 

 

Pretensiones: Reconocimiento de diferencias salariales durante el disfrute de vacaciones. 

N° de Expediente Actor Despacho Judicial Fecha de 

vencimiento 

21-00609-0181-CI Maritza Muñiz 

Ramírez 

Juzgado de Trabajo Primer 

Circuito Sección Segunda 

3-11-2021 

21-001246-0166-LA Susana González 

Chaves 

Juzgado de Trabajo 

Segundo Circuito Judicial 

(*) 

4-11-2021 

21-001538-0173-LA Patricia Siles Alfaro Juzgado de Trabajo Primer 

Circuito Sección Segunda 

4-11-2021 

21-002543-0173-LA Elizabeth Solís Jinesta Juzgado de Trabajo Primer 

Circuito  

Sección Segunda 

3-11-2021 

21-0002557-0173-LA Bismark Alemán 

Ramírez 

Juzgado de Trabajo Primer 

Circuito 

Sección Segunda 

3-11-2021 

21-002558-0173-LA Rubén Arguedas 

Núñez 

Juzgado de Trabajo Primer 

Circuito Sección Segunda 

(*) 

4-11-2021 
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21-001527-0173-LA María Vanessa Vega 

Astorga 

Juzgado de Trabajo Primer 

Circuito 

Sección Segunda 

5-11-2021 

 

(*) Procesos Judiciales nuevamente interpuestos, con modificación de pretensión. En el caso de 

la Sra. Susana González Chaves se hará estudio para recuperar sumas pagadas de más. 

 

Se da por conocido.  

 

b. Informe Asesoría Jurídica 072-2021 

Se presenta Informe de Asesoría Jurídica 072-2021 del 26 de octubre de noviembre de 2021, 

suscrito por la señora Marcela Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, en el que indica: 
 

PROCESOS JUDICIALES NUEVOS 

Pretensiones: Reconocimiento de diferencias salariales durante el disfrute de vacaciones. 

N° de Expediente Actor Despacho Judicial Fecha de 

vencimiento 

21-001531-1178-LA Alvaro Collado 

Jiménez 

Juzgado de Trabajo Primer 

Circuito Sección Primera 

8-11-2021 

21-001540-1178-LA Carmen Mora Fallas Juzgado de Trabajo Primer 

Circuito Sección Primera 

8-11-2021 

21-001549-1178-LA Fulvio Castro Vega Juzgado de Trabajo Primer 

Circuito Sección Primera 

8-11-2021 

21-001558-1178-LA Jairo Arce Esquivel Juzgado de Trabajo Primer 

Circuito Sección Primera 

8-11-2021 

 

N° de Expediente Actor Despacho Judicial Fecha de 

vencimiento 

21-001544-1178-LA David Castrillo 

Morales 

Juzgado de Trabajo Primer 

Circuito Sección Primera 

9-11-2021 

21-0002552-1178-LA Claudio Madrigal 

Guzmán 

Juzgado de Trabajo Primer 

Circuito Sección Primera 

9-11-2021 

 

Se da por conocido.  
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c. Informe Asesoría Jurídica 074-2021 

Se presenta Informe de Asesoría Jurídica 074-2021 del 29 de octubre de 2021, suscrito por 

la señora Marcela Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, en el que indica: 

 

PROCESOS JUDICIALES NUEVOS 

 

Pretensiones: Reconocimiento de diferencias salariales durante el disfrute de vacaciones: 

N° de Expediente Actor Despacho Judicial Fecha de 

vencimiento 

21-001687-0505-LA Adriana Retana 

Torres 

Juzgado de Trabajo 

Heredia 

11-11-2021 

 

Se da por conocido.  

 

d. Informe Asesoría Jurídica 076-2021 

Se presenta Informe de Asesoría Jurídica 076-2021 del 01 de noviembre de 2021, suscrito 

por la señora Marcela Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, en el que indica: 

 

PROCESOS JUDICIALES NUEVOS 

Pretensiones: Reconocimiento de diferencias salariales durante el disfrute de vacaciones: 

N° de Expediente Actor Despacho Judicial Fecha de 

vencimiento 

21-001531-0173-LA Miguel García Vargas Juzgado de Trabajo del 

Primer Circuito Judicial 

San José 

Sección Segunda  

15-11-2021 

21-001543-0173-LA Teresa Corrales López Juzgado de Trabajo del 

Primer Circuito Judicial 

San José 

Sección Segunda  

15-11-2021 

21-002516-1178-LA María Auxiliadora 

Martínez Salas 

Juzgado de Trabajo del 

Primer Circuito Judicial 

San José 

Sección Segunda  

15-11-2021 

 

 

Se da por conocido.  
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e. Informe Asesoría Jurídica 077-2021 

Se presenta Informe de Asesoría Jurídica 077-2021 del 2 de noviembre de 2021, suscrito 

por la señora Marcela Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, en el que indica: 

 

PROCESOS JUDICIALES NUEVOS 

 

Pretensiones: Reconocimiento de diferencias salariales durante el disfrute de vacaciones: 

N° de Expediente Actor Despacho Judicial Fecha de 

vencimiento 

21-000419-0166-LA Bismark Alemán 

Ramírez 

Juzgado de Trabajo del 

Segundo Circuito Judicial 

San José 

15-11-2021 

 

Se da por conocido.  

 

f. Informe Asesoría Jurídica 081-2021 

Se presenta Informe de Asesoría Jurídica 081-2021 del 5 de noviembre de 2021, suscrito 

por la señora Marcela Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, en el que indica: 

 

PROCESOS JUDICIALES NUEVOS 

 

Pretensiones: Reconocimiento de diferencias salariales durante el disfrute de vacaciones: 

N° de Expediente Actor Despacho Judicial Fecha de 

vencimiento 

21-001514-0173-LA José Pérez Obaldía Juzgado de Trabajo del 

Primer Circuito Judicial 

San José 

Sección Segunda 

18-11-2021 

21-001535-0173-LA Mónica Sequeira 

Montoya 

Juzgado de Trabajo del 

Primer Circuito Judicial 

San José 

Sección Segunda 

18-11-2021 

21-001523-0173-LA Luis Gerardo 

Rodríguez Araya 

Juzgado de Trabajo del 

Primer Circuito Judicial 

San José 

Sección Segunda 

18-11-2021 

21-001539-0173-LA Rolando Gutiérrez 

Arias 

Juzgado de Trabajo del 

Primer Circuito Judicial 

San José 

Sección Segunda 

18-11-2021 
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N° de Expediente Actor Despacho Judicial Fecha de 

vencimiento 

21-002571-1178-LA Susana Chaves 

González 

Juzgado de Trabajo del Primer 

Circuito Judicial San José 

Sección Primera 

18-11-2021 

Contrademandar 

21-002570-1178-LA Miguel Quesada 

Vidal 

Juzgado de Trabajo del Primer 

Circuito Judicial San José 

Sección Primera 

18-11-2021 

Acumulación de 

procesos 

21-002553-1178-LA Rodolfo Hernández 

Gutiérrez 

Juzgado de Trabajo del Primer 

Circuito Judicial San José 

Sección Primera 

18-11-2021 

Acumulación de 

procesos 

 

Se da por conocido.  

 

ARTÍCULO 18. Informe Asesoría Jurídica 073-2021 

Se presenta Informe de Asesoría Jurídica 073-2021 del 27 de octubre de 2021, suscrito por 

la señora Marcela Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, en el que indica: 

 

PROCESOS JUDICIALES NUEVOS 

 

a) Ordinario Laboral N° 21-001246-0166-LA interpuesto por Susana González Chaves: 

 

Pretensiones:  
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Antecedente:  

Ordinario Laboral N° 21-000107-1113-LA interpuesto ante el Juzgado de Trabajo de Grecia, con la 

siguiente pretensión: 
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Desistimiento de la parte actora: 

 
 

Se solicita adicionar lo resuelto con la respectiva condenatoria en costas, conforme lo establecido en 

los párrafos 3 y 4 del artículo 562 del Código de Trabajo. 

 

Se da por conocido.  

 

 

ARTÍCULO 19. Informe Asesoría Jurídica 078-2021 

Se presenta Informe de Asesoría Jurídica 078-2021 del 2 de noviembre de 2021, suscrito 

por la señora Marcela Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, en el que indica: 
 

PROCESOS JUDICIALES EN TRAMITE 

 

Ordinario Contencioso N° 13-003567-1027-CA interpuesto por Jairo Arce y otros (más 

de 200 funcionarios) 

Pretensión: 

 

“1) Que se ordene a la Junta de Protección Social a emitir un nuevo reglamento a la ley número 

1504, régimen de pensiones para los trabajadores de la Junta de Protección Social del veintiuno 

de octubre del año mil novecientos cincuenta y dos. 2) Que se condene a la Junta de Protección 

Social a pagar los gastos del actuario matemático, que se nombre en sede administrativa a 

efecto de actualizar el reglamento de dicha ley, así como cualquier otro gasto que surja en 
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relación a la creación del nuevo reglamento. 3) En caso de oposición, que se condene a ambas 

partes al pago de las costas procesales y personales.”. 

 

Litis Consorcio Pasivo Necesario: 

 

Resolución número 33-2017-VI, de las nueve horas y quince minutos del dieciséis de marzo 

de dos mil diecisiete, la Sección Sexta de este Tribunal ordenó la integración del Estado en 

carácter de litis consorte pasivo necesario. 

 

Sentencia de Primera Instancia N° 112-2020-VII del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo y Civil de Hacienda, Sección Sétima del Segundo Circuito Judicial De San 

José, de las once horas treinta minutos del dieciséis de octubre de dos mil veinte: 

 

El íter descrito refleja que la administración de la Junta de Protección Social atendió de manera 

oportuna, seria y decidida la gestión presentada por sus trabajadores en setiembre 

de 2010 y enero de 2011… (…) no se comparten ni se acogen, las protestas de los actores 

relacionadas con la supuesta inercia administrativa para atender su petición... 

 

(…) es más que evidente que la Junta de Protección Social sí incluyó dentro de su consulta, la 

información que los actores alegan como omitida, por lo que tampoco se les debe conceder la 

razón en este apartado. 

 

(…) La ley invocada consiste en una autorización para la implementación del régimen, la cual 

por cierto, estaría condicionada al cumplimiento de los requerimientos señalados en los 

numerales dos y siguientes del mismo cuerpo normativo. Al constituir una autorización y no 

una obligación, estamos prima facie, ante una potestad discrecional de la Junta demandada, 

dado que la Ley 1504 no crea ni estatuye el Régimen Complementario que se pide 

implementar, sino que faculta al ente para que lo haga, por lo que, en caso que no hubiera sido 

implementado o estado en funcionamiento, no podría obligar esta sede jurisdiccional una 

orden en el sentido pedido, máxime cuando es una determinación compleja condicionada entre 

otras variables, a aspectos técnicos y financieros que no han sido aquí acreditados y que no 

forman parte del objeto procesal.  (…) a partir de la entrada en vigencia de la Ley de Protección 

al Trabajador, Ley 7983 del dieciséis de febrero de dos mil, quedó prohibido al Estado, las 

instituciones autónomas, las instituciones semiautónomas y los demás entes descentralizados 

del sector público, así como a las sociedades establecidas con base en el Código de Comercio 

en las que el Estado tenga mayoría accionaria, cotizar como patronos a regímenes voluntarios 

de pensiones complementarias (artículo 19), con excepción de lo dispuesto en el numeral 75 

del mismo cuerpo normativo… 

 

(…), solo resulta posible a los entes públicos allí indicados continuar cotizando como patrono 

en los regímenes voluntarios complementarios que para entonces estuvieren en operación, y 

para hacerlo tendrían que someterse a la supervisión de la Superintendencia de Pensiones que 

prevé la legislación atinente. De esta forma, la discrepancia entre las partes, y el elemento 

central de la litis, se modificó en el transcurso de la tramitación del proceso, a la determinación 

de si el régimen que se pide implementar, estaba o no en funcionamiento en el mes de febrero 

del año dos mil. Tal hecho, que debería ser público y notorio, y que de todas maneras 
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correspondía acreditar a los petentes, no fue demostrado, siendo que todos los elementos 

disponibles apuntan a una conclusión contraria. 

 

(…) aunque es cierto que la Ley 1504 autorizó a la JPS la implementación de un régimen 

complementario de pensiones para sus trabajadores, y que éste estuvo en funcionamiento por 

algún tiempo que no ha sido posible determinar, no puede atender positivamente la gestión 

interpuesta por los funcionarios actores en los años dos mil diez y dos mil once, dado que, a 

la fecha en que entró en vigencia la LPT, dicho régimen no estaba operando, y por ende, no 

puede considerarse incluido dentro de los sistemas vigentes que se exceptúan de la aplicación 

de la prohibición contenida en el artículo diecinueve de aquel cuerpo normativo. 

 

POR TANTO: 

Se acoge la excepción de falta de derecho invocada por ambos demandados. Se declara sin 

lugar en todos sus extremos la demanda interpuesta. Se resuelve sin especial condenatoria en 

costas. Gustavo Irías Obando, Francisco Hidalgo Rueda, Carlos Guillermo Zamora 

Campos. 

 

Res. 001784-A-S1-2021 de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia a las quince horas 

cuatro minutos del doce de octubre de dos mil veintiuno: 

 

POR TANTO 

Se rechaza de plano el recurso de casación 

 

Se da por conocido. 

 

 

ARTÍCULO 20. Informe Asesoría Jurídica 079-2021 

Se presenta Informe de Asesoría Jurídica 079-2021 del 2 de noviembre de 2021, suscrito 

por la señora Marcela Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, en el que indica: 

 
 

PROCESOS JUDICIALES EN TRAMITE 

 

Proceso de Conocimiento No.11-001656-1027-CA-9 tramitado ante el Tribunal 

Contencioso Administrativo, interpuesto por la Asociación Hogar Crea Internacional 

Incorporado Capítulo de Costa Rica y Comercializadora Paschoal en contra de la JPS: 

Sentencia de Primera Instancia No. Nº 55-2020-V dictada por el Tribunal Contencioso 

Administrativo, Sección Quinta del Segundo Circuito Judicial de San José. Anexo A, a 

las once horas cincuenta y cinco minutos del veintidós de julio del dos mil veinte: 

 

Esta sentencia fue notificada el 22 de julio, 2020 y señala:  
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POR TANTO. 

 

Se rechaza la excepción de caducidad planteada, respecto a la pretensión 4 de la demanda. 

Se acoge la excepción de falta de interés actual, únicamente en cuanto a la pretensión 

número 3 de la demanda, en los demás extremos se rechaza. Se acoge la excepción de falta 

de derecho, únicamente en cuanto a las pretensiones 2 (en parte), 5, 6, 7 y 8 de la demanda. 

En consecuencia, se rechaza la excepción de falta de derecho respecto de las pretensiones 

2 (en parte) y 4 de la demanda, declarándose parcialmente con lugar la interpuesta por la 

Asociación Hogar Crea Internacional Incorporado Capítulo Costa Rica contra la Junta de 

Protección Social de San José, en los siguientes términos, entendiéndose por denegada en lo 

que no se indique de manera expresa: 1) Se declara la disconformidad con el ordenamiento 

jurídico del oficio número G.2965-2007 del 21 de noviembre del 2007, dictado por el Gerente 

General de la Junta de Protección Social de San José, sin perjuicio de lo resuelto en el 

considerando VII de este pronunciamiento, en el sentido que dicho acto no tuvo la virtud de 

anular en la práctica, la autorización otorgada a la actora para efectuar rifas por el plazo de 

tres años. Se exonera a la demandada del pago de costas personales y procesales, por 

tener motivo suficiente para litigar, dado que hubo vencimiento recíproco de ambas partes. 

Por último, se acoge la excepción de caducidad planteada y por ende, se declara inadmisible 

la pretensión anulatoria número 4 de la tercería. Por ende, las pretensiones de carácter 

indemnizatorio número 1, 2 y 3 de la tercería, también resultan inadmisibles y así deben 

declararse, pues estaban supeditadas a la de carácter anulatorio. En consecuencia y por la 

forma en que se resuelve, se hace innecesario referirse a las excepciones de fondo, 

planteadas en la audiencia preliminar del 13 de febrero del 2015, por el entonces 

representante de la Junta de Protección Social de San José. Se imponen ambas costas a la 

tercera interesada, extremos que se liquidarán en ejecución de sentencia. 

 

Para mejor comprensión se presenta un comparativo de las pretensiones y lo resuelto: 

 

Pretensiones de Asociación Hogar Crea 

Internacional Incorporado Capítulo 

Costa Rica (actora) 

Resolución de Fondo 

1. Que se declare con lugar la presente demanda 

en todos sus extremos. 

 

2. Que se declare en sentencia que la Junta de 

Protección Social anuló en forma prematura e 

ilegítima la autorización de rifas AG-2314-

2006, 

concedida a mi representada el día 9 de Agosto 

de 2006, y que, por consiguiente, incurrió en 

responsabilidad administrativa frente a la 

asociación que represento. 

“…estima que el oficio G.2965-2007 del 21 de 

noviembre del 2007, mediante el cual, el 

Gerente General de la entidad accionada 

dispuso que "... la Junta de Protección Social 

de San José ya no otorga permisos para rifas, 

quedando nula cualquier autorización 

otorgada con anterioridad...", resulta 

disconforme con el ordenamiento jurídico, 

específicamente, con los artículos 39 de la 

Constitución Política; 136 y 173 de la Ley 

General de la Administración Pública, por lo 

que, resultan procedentes las pretensiones 2 -de 

manera parcial- y 6 de la demanda interpuesta 
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por la asociación actora, sin perjuicio de lo que 

se analizará en el considerando VII de esta 

sentencia…” 

 

“ En consecuencia y por todo lo expuesto, este 

órgano colegiado estima que el dictado del 

oficio número G.2965-2007 del 21 de 

noviembre del 2007, no tuvo la virtud de anular 

en la práctica la autorización de rifas del 09 de 

agosto del 2006, razón por la cual, la 

Asociación demandante no se encontraba 

imposibilitada para reanudar la ejecución de la 

rifa denominada "Juego 21 de la Suerte" que 

había suspendido "motu proprio" a partir del 11 

de junio del 2007, por lo que, no constituye un 

criterio de imputación de responsabilidad 

objetiva en contra de la JPSJ, en los términos 

establecidos en el inciso 5 del artículo 173 de la 

Ley General de la Administración Pública. En 

razón de lo expuesto, se declaran 

improcedentes las pretensiones 2 -en parte- y 6 

de la demanda planteada por la asociación 

actora.” 

 

“…se acoge la excepción de falta de derecho, 

en cuanto a las pretensiones 2 (en parte), 5, 

6, 7 y 8 de la demanda.” 

 

“…se rechaza la excepción de falta de 

derecho respecto de las pretensiones 2 (en 

parte) y 4 de la demanda, declarándose 

parcialmente con lugar, en los siguientes 

términos, entendiéndose por denegada en lo 

que no se indique de manera expresa: 1) Se 

declara la disconformidad con el ordenamiento 

jurídico del oficio número G.2965-2007 del 21 

de noviembre del 2007, dictado por el Gerente 

General de la Junta de Protección Social de San 

José, sin perjuicio de lo resuelto en el 

considerando VII de este pronunciamiento, en 

el sentido que dicho acto no tuvo la virtud de 

anular en la práctica, la autorización otorgada a 

la actora para efectuar rifas por el plazo de tres 

años.” 
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3. Que se declare en sentencia que el plazo para 

declarar lesiva la autorización AG-2314-2006, 

concedida a mi representada el día 9 de Agosto 

de 2006, ya estaba caduco. Además, que se 

declare en sentencia que la acción de lesividad 

está caduca y que, por ende, la Junta de 

Protección Social incurrió en responsabilidad 

administrativa frente a mi representada al 

adoptar el acuerdo N° JD-379, artículo ÚNICO, 

de la sesión extraordinaria N° 13-2010, del 6 de 

Agosto de 2010. 

“…carece de interés actual, dado que ya fue 

resuelta con autoridad de cosa juzgada 

material, por la Sección Sexta del Tribunal 

Contencioso Administrativo y Civil de 

Hacienda, mediante sentencia número 034-

2013-VI dictada a las 09:00 horas del 25 de 

febrero del 2013, en la cual, se declaró 

inadmisible la demanda de lesividad 

interpuesta por la JPSJ, respecto del acto 

mediante el cual, la Gerencia General de esa 

entidad autorizó a la asociación actora a realizar 

rifas, mediante el denominado Juego 21 de la 

Suerte.” 

4. Que se declare en sentencia la 

disconformidad con el ordenamiento jurídico 

del oficio N° AG-2965-2007, del 21 de 

Noviembre 2007, suscrito por el M.Sc. Luis 

Polinaris Vargas, Gerente de la Junta de 

Protección social, por virtud del cual nos 

comunicó que "( ...) por Acuerdo de Junta 

Directiva de esta Institución, y acatando lo 

dispuesto, con carácter vinculante, por la 

Procuraduría General de la República en el 

dictamen No. C-486-2006 del 08 de diciembre 

del 2006, ratificado por C-382-2007 del 31 de 

octubre del 2007, la Junta de Protección Social 

de San José ya no otorga permisos para rifas, 

quedando nula cualquier autorización otorgada 

con anterioridad". Lo subrayado no es del 

original. Además, que se declare en sentencia la 

disconformidad con el ordenamiento jurídico 

de todos los actos o las actuaciones conexas. 

“…se rechaza la excepción de falta de 

derecho respecto de las pretensiones 2 (en 

parte) y 4 de la demanda, declarándose 

parcialmente con lugar, en los siguientes 

términos, entendiéndose por denegada en lo 

que no se indique de manera expresa: 1) Se 

declara la disconformidad con el ordenamiento 

jurídico del oficio número G.2965-2007 del 21 

de noviembre del 2007, dictado por el Gerente 

General de la Junta de Protección Social de San 

José, sin perjuicio de lo resuelto en el 

considerando VII de este pronunciamiento, en 

el sentido que dicho acto no tuvo la virtud de 

anular en la práctica, la autorización otorgada a 

la actora para efectuar rifas por el plazo de tres 

años.” 

 

5. Que se declare en sentencia la 

disconformidad con el ordenamiento jurídica 

del acuerdo N° JD-379, artículo ÚNICO, de la 

sesión extraordinaria N° 13-2010, adoptado por 

la Junta Directiva de la Junta de Protección 

Social el día 6 de Agosto de 2010 y de todos los 

actos o las actuaciones conexas. 

“…el acuerdo impugnado no produce en 

forma directa efectos jurídicos frente a 

terceros…” 

 

“…resulta improcedente y así debe 

declararse.” 

 

“…se acoge la excepción de falta de derecho, 

en cuanto a las pretensiones 2 (en parte), 5, 

6, 7 y 8 de la demanda.” 

 

6. Que se declare en sentencia que la Junta de 

Protección Social incurrió en responsabilidad 

administrativa frente a mi representada, 

“…estima que el oficio G.2965-2007 del 21 de 

noviembre del 2007, mediante el cual, el 

Gerente General de la entidad accionada 
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derivada de los artículos 155, 173, 183, 190, 

191, 192, 194 y 195 de la LGAP, producto de 

la adopción de los actos administrativos cuya 

anulación se solicita. 

dispuso que "... la Junta de Protección Social 

de San José ya no otorga permisos para rifas, 

quedando nula cualquier autorización 

otorgada con anterioridad...", resulta 

disconforme con el ordenamiento jurídico, 

específicamente, con los artículos 39 de la 

Constitución Política; 136 y 173 de la Ley 

General de la Administración Pública, por lo 

que, resultan procedentes las pretensiones 2 -de 

manera parcial- y 6 de la demanda interpuesta 

por la asociación actora, sin perjuicio de lo que 

se analizará en el considerando VII de esta 

sentencia…” 

 

“ En consecuencia y por todo lo expuesto, este 

órgano colegiado estima que el dictado del 

oficio número G.2965-2007 del 21 de 

noviembre del 2007, no tuvo la virtud de anular 

en la práctica la autorización de rifas del 09 de 

agosto del 2006, razón por la cual, la 

Asociación demandante no se encontraba 

imposibilitada para reanudar la ejecución de la 

rifa denominada "Juego 21 de la Suerte" que 

había suspendido "motu proprio" a partir del 11 

de junio del 2007, por lo que, no constituye un 

criterio de imputación de responsabilidad 

objetiva en contra de la JPSJ, en los términos 

establecidos en el inciso 5 del artículo 173 de la 

Ley General de la Administración Pública. En 

razón de lo expuesto, se declaran 

improcedentes las pretensiones 2 -en parte- y 6 

de la demanda planteada por la asociación 

actora.” 

 

“…se acoge la excepción de falta de derecho, 

en cuanto a las pretensiones 2 (en parte), 5, 

6, 7 y 8 de la demanda.” 

7. Que aún bajo el supuesto que el Tribunal 

considere que los actos administrativos 

impugnados son válidos y eficaces, que se 

declare en sentencia que la Junta de Protección 

Social incurrió en responsabilidad 

administrativa frente a mi representada, 

derivada de los artículos 155, 173, 183, 190, 

191, 192, 194 y 195 de la LGAP, al declarar 

“…la pretensión 7 de la demanda también debe 

rechazarse, con relación al acuerdo JD-379, 

artículo Único de la sesión extraordinaria 

número 13-2020 del 06 de agosto del 2010, 

adoptado por la Junta Directiva de la JPSJ, pues 

estaba supeditada a que el Tribunal arribara a la 

conclusión de que dicha conducta formal, no 

era contraria a derecho.-“ 
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lesivo un acto administrativo que generó 

derechos subjetivos a favor de mi representada.  

“…la pretensión 7 de la demanda debe 

rechazarse, con relación al oficio G.2965-2007 

dictado por el Gerente General de la JPSJ el 21 

de noviembre del 2007, pues estaba supeditada 

a que el Tribunal arribara a la conclusión de que 

dicha conducta formal, no era contraria a 

derecho.” 

 

“…se acoge la excepción de falta de derecho, 

en cuanto a las pretensiones 2 (en parte), 5, 

6, 7 y 8 de la demanda.” 
 

8. Que se condene a la Junta de Protección 

Social al pago de los daños (materiales y 

morales objetivos) y perjuicios causados a mi 

representada, los cuales estimamos en la suma 

de 1.663.072.383.47 colones (MIL 

SEISCIENTOS SESENTA Y TRES 

MILLONES SETENTA Y DOS MIL 

TRESCIENTOS OCHENTA Y TRES 

COLONES CON CUARENTA Y SIETE 

CÉNTIMOS), monto que incluye el daño moral 

objetivo estimado de manera prudencial en 

383.700.934,60 colones (TRESCIENTOS 

OCHENTA Y TRES MILLONES 

SETECIENTOS MIL NOVECIENTOS 

TREINTA Y CUATRO COLONES CON 

SESENTA CÉNTIMOS), más el pago de los 

intereses correspondientes a la efectiva 

cancelación y la respectiva indexación de las 

sumas otorgadas. 

VIIIo.- CON RELACIÓN A LAS 

PRETENSIONES INDEMNIZATORIAS 

POR DAÑO MATERIAL Y DAÑO MORAL 

OBJETIVO PLANTEADAS POR LA 

ACTORA. En virtud de que el oficio número 

G.2965-2007 del 21 de noviembre del 2007, no 

constituye un criterio de imputación de 

responsabilidad objetiva en contra de la JPSJ 

por las razones expuestas en el considerando 

precedente, en consecuencia, no existe un nexo 

de causalidad entre esa conducta formal y los 

presuntos daños materiales y morales objetivos 

que la parte actora aduce le fueron causados 

por dicha conducta. En ese sentido, es 

menester resaltar que por oficio del 11 de junio 

del 2007, la asociación accionante comunicó a 

la Gerencia General de la JPSJ que suspendería 

la realización de la rifa denominada Juego 21 de 

la Suerte, a partir de ese mes, a pesar de que se 

le había concedido 

por tres años (folios 144 a 146 del expediente 

judicial). Si bien en ese documento se aduce que 

la JPSJ inició una campaña tendente a 

cuestionar la manera en que se ejecutaba en la 

práctica el Juego 21 de la Suerte -por presuntos 

incumplimientos a la Ley de Rifas y a la Ley de 

Loterías-; también lo es, que desde mayo del 

2007 y a consecuencia del dictamen C-170-

2007 del 08 de mayo del 2007 emitido por la 

Procuraduría General de la República -en que se 

recomendaba iniciar un procedimiento en 

aquellos supuestos en que se hubiera otorgado 

una autorización de rifas permanentes, pues a 

su criterio, la JPSJ no tenía en ese momento 
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competencia para otorgarlas-, la empresa 

Comercializadora Paschoal, S.A., a quien la 

accionante mediante "Alianza Estratégica" 

suscrita el 16 de octubre de 2006, le delegó en 

exclusiva la organización, operación, 

administración y ejecución del Juego 21 de la 

Suerte, una vez que le fue otorgada por el 

Gerente General de la JPSJ la autorización para 

efectuar rifas, decidió en ejercicio de la 

facultad contenida en la cláusula duodécima 

de la Alianza Estratégica suscrita con la 

asociación demandante (folios 66 a 73 del 

expediente judicial), cerrar sus operaciones y 

firmar un finiquito con la actora el 04 de 

junio del 2007, fecha en que se realizó el último 

sorteo, cediéndole la marca del juego, lo cual, se 

ratificó en la Asamblea General de esa empresa, 

el 07 de julio del 2007 (se desprende de los 

documentos visibles a folios 105, 107, 107, 179 

y 305 del expediente judicial). Es por ello, que 

por escrito fechado 19 de noviembre del 2007, 

la asociación demandante comunicó al 

GerenteGeneral de la JPSJ, que con base en la 

autorización otorgada el 09 de agosto del 2006, 

reanudaría la ejecución de la rifa denominada 

"Juego 21 de la Suerte" que había suspendido 

"motu proprio" a partir del 11 de junio del 2007 

(folios 144 a 146 del expediente judicial; 145 y 

144 del Tomo I del expediente administrativo). 

Por ende, si bien por oficio número G.2965-

2007 del 21 de noviembre del 2007, el Gerente 

General de la entidad accionada dispuso que "... 

la Junta de Protección Social de San José ya no 

otorga permisos para rifas, quedando nula 

cualquier autorización otorgada con 

anterioridad..."; también lo es, que el dictado de 

ese acto no provocó que la Asociación 

demandante se viera imposibilitada para 

reanudar las rifas bajo el denominado "Juego 21 

de la Suerte", no sólo porque en la práctica no 

surtió los efectos anulatorios que allí se 

disponían, pues con posterioridad a que se 

emitió dicha conducta formal, se tramitaron 

-sin resultados positivos- dos procedimientos 

tendentes a la anulación en vía 

administrativa de la autorización otorgada a 
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la actora el 09 de agosto del 2006; sino porque 

durante el curso de esos dos procedimientos 

en que la asociación demandante fue parte 

(folios 46 a 58 del expediente judicial), no se 

tiene por acreditado que se dictara una 

medida cautelar de suspensión de los efectos 

del oficio G.2314-2006 del 09 de agosto del 

2006, por lo que, siguió vigente y agotó sus 

efectos el 09 de agosto del 2009. Aunado a lo 

anterior, de los artículos publicados en 

diferentes medios de comunicación colectiva 

escrita que fueron admitidos como prueba del 

presunto daño moral objetivo causado a la 

asociación (ver folios 105 a 110 de l expediente 

judicial), se desprende que todos son 

anteriores a la fecha en que el Gerente 

General de la JPSJ dictara el oficio número 

G.2965-2007 del 21 de noviembre del 2007, 

por lo que, más bien se refieren a los 

cuestionamientos planteados por la Junta 

Directiva de la JPSJ, con relación a la forma 

en que se ejecutaba en la práctica el Juego 21 

de la Suerte, que presuntamente implicaba una 

inobservancia a las leyes de rifas y loterías, pues 

asemejaba más a un juego de azar que a una rifa, 

aspectos que no son objeto de este proceso. En 

consecuencia y por todo lo expuesto, se declara 

improcedente la pretensión número 8 de la 

demanda planteada por la asociación actora y 

por la forma en que se resuelve, resulta 

innecesario referirse a la cuantía de los daños y 

perjuicios alegados por la demandante y por 

ende, al contenido del dictamen pericial y a sus 

tres aclaraciones o ampliaciones. 

 

“…se acoge la excepción de falta de derecho, 

en cuanto a las pretensiones 2 (en parte), 5, 6, 

7 y 8 de la demanda.” 
 

9. Que se condene a la Junta de Protección 

Social al pago de las costas personales y 

procesales 

“En la especie, encuentra este órgano colegiado 

que hay motivo para aplicar las excepciones 

que fija la normativa antes indicada a favor de 

la demandada, ya que por la naturaleza de las 

cuestiones debatidas, hubo motivo bastante 

para litigar, tan es así, que hubo vencimiento 

recíproco entre ambas partes.” 
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“ Se exonera a la demandada del pago de 

costas personales y procesales, por tener 

motivo suficiente para litigar, dado que hubo 

vencimiento recíproco de ambas partes.” 

 

 

 

Pretensiones de COMERCIALIZADORA 

PASCHOAL, S.A. (tercera interesada con 

pretensiones propias) 

Resolución de Fondo 

1. Que se condene a la Junta de Protección 

Social al pago de los Daños y perjuicios 

causados a mi representada, los cuales consisten 

en la utilidad neta dejada de percibir 

por Paschoal S.A. en los períodos del 21 de 

noviembre del 2007 al 09 de agosto de 2009. 

Originado en la revocatoria ilegítima del 

permiso de realización del Juego 21 de la Suerte 

a la actora, la cual ostentaba un contrato válido 

y eficaz con mí representada, por el cual, se 

invirtió mucho dinero y se proyectaron las 

correspondientes utilidades. 

iv) En consecuencia, al declararse caduca la 

pretensión anulatoria número 4 de la tercería, las 

de carácter indemnizatorio (número 1, 2 y 3), 

también resultan inadmisibles y así deben 

declararse, pues estaban supeditadas a aquella. 

 

“..En consecuencia, las pretensiones de carácter 

indemnizatorio número 1, 2 y 3 de la tercería, 

también resulta inadmisibles y así deben 

declararse, pues estaban supeditadas a aquella.” 

 

2. Que se establezcan los daños en la suma de 

dos mil novecientos veintiún millones sesenta y 

tres mil ciento noventa y nueve colones, que al 

tipo cambio promedio de 492 (cuatrocientos 

noventa y dos colones) por dólar asciende a la 

suma de $5.937.120.32 (cinco millones 

novecientos treinta y siete mil ciento veinte 

dólares treinta y dos centavos), por el monto 

total de ingresos dejados de percibir al 30 de 

noviembre de 2009. 

iv) En consecuencia, al declararse caduca la 

pretensión anulatoria número 4 de la tercería, 

las de carácter indemnizatorio (número 1, 2 y 

3), también resultan inadmisibles y así deben 

declararse, pues estaban supeditadas a aquella 

 

“..En consecuencia, las pretensiones de carácter 

indemnizatorio número 1, 2 y 3 de la tercería, 

también resulta inadmisibles y así deben 

declararse, pues estaban supeditadas a 

aquella.” 

 

3. Que se indexen las sumas hasta su respectivo 

pago. 

iv) En consecuencia, al declararse caduca la 

pretensión anulatoria número 4 de la tercería, 

las de carácter indemnizatorio (número 1, 2 y 

3), también resultan inadmisibles y así deben 

declararse, pues estaban supeditadas a aquella. 

 

“..En consecuencia, las pretensiones de carácter 

indemnizatorio número 1, 2 y 3 de la tercería, 

también resulta inadmisibles y así deben 

declararse, pues estaban supeditadas a 

aquella.” 
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4. Que se declare la nulidad del oficio 2965-

2007, de la Gerencia General de la J.P.S. que da 

como nulo el permiso realización del Juego 21 

de la Suerte. 

“…se acoge la excepción de caducidad 

planteada, respecto a la pretensión 4 de la 

tercería planteada por la empresa 

Comercializadora Paschoal, S.A.” 

 

“…Se acoge la excepción de caducidad 

planteada y por ende, se declara inadmisible la 

pretensión anulatoria número 4 de la tercería.” 

5. Que se tenga como prueba el informe de 

Proyecciones de ingresos para un período de 

tres años, del 20 de enero de 2014. 

 

Se admitió como prueba. 

6. Que se condene a la parte demandada al pago 

de ambas costas. 

“Con relación a la tercera interesada con 

pretensiones propias, encuentra este órgano 

colegiado que no hay motivo para aplicar las 

excepciones que fija la normativa antes 

indicada y quebrar el postulado de condena al 

vencido. Por ende, se imponen ambas costas a 

la tercera interesada, extremos que se 

liquidarán en ejecución de sentencia.” 

 

“…Se imponen ambas costas a la tercera 

interesada, extremos que se liquidarán en 

ejecución de sentencia.” 

 

Res. 001693-F-S1-2021 de la SALA PRIMERA DE LA CORTE SUPREMA DE 

JUSTICIA de las once horas del siete de octubre de dos mil veintiuno: 

 

POR TANTO 

Se rechaza la prueba para mejor resolver y ambos recursos, con las costas a cargo del 

recurrente. 

 

Gestiones pendientes: Ejecutar la condenatoria en costas con cargo a Comercializadora 

Paschoal S.A. a favor de la JPS. 

 

Se da por conocido. 
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ARTÍCULO 21. Informe Asesoría Jurídica 082-2021 

Se presenta Informe de Asesoría Jurídica 082-2021 del 7 de noviembre de 2021, suscrito 

por la señora Marcela Sánchez Quesada, Asesora Jurídica, en el que indica: 

 
 

PROCESOS JUDICIALES EN TRAMITE 

 

a) Solicitud de Medida Cautelar dentro del Ordinario Laboral N° 19-001012-0166-LA 

– 4 interpuesto por Carlos Miranda Jiménez: 

 

Acto administrativo que se solicita suspender: 

Oficio JPS-GG-0497-2021 del 19 de abril de 2021, que dispuso, en lo que interesa: 

“…Con el fin de mejorar el control interno, de reforzar el acompañamiento legal al 

Departamento de Recursos Materiales en los procesos de contratación administrativa 

y contar esta Gerencia General con un punto de control previo respecto a las diferentes 

aprobaciones y autorizaciones que debe brindar a esos procesos, me permito informar 

que, a partir del 01 de mayo 2021, su persona como Profesional 2 en Derecho, asumirá 

como asesor jurídico en dicho departamento.” 

 

Pretensión del actor: 

 
Resolución dictada por el Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de San José, 

Goicoechea, a las veintidós horas veinte minutos del cinco de noviembre de dos mil 

veintiuno: 
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POR TANTO: 

Con fundamento en lo antes expuesto, SE DECLARA SIN LUGAR la medida cautelar 

solicitada en autos. Continúese con los procedimientos. NOTIFÍQUESE. - M.SC. ANDRÉS 

GROSSI CASTILLO, JUEZ. - 

 

 

Régimen recursivo: Contra lo resuelto cabe apelación. 

 

Se da por conocido. 

 

ARTÍCULO 22. Audiencias de conciliación de vacaciones 

La señora Shirley López Rivas informa: 

En las en las audiencias que tuve que atender el miércoles, surgió, en unas audiencias de 

conciliación a las que fuimos convocados y entonces aproveché que hoy había sesión porque 

esto si urge, sobre todo porque ya hoy empezaron a entrar notificaciones en dónde nos están 

dando solo 5 días para que nos pronunciemos al respecto, entonces les voy a hacer como los 

antecedentes para ubicarlos, ustedes habían tomado un acuerdo en la sesión ordinaria 31-

2021, en donde se dispuso que se hiciera un acuerdo de conciliación en todos aquellos casos 

que fueran por demandas de vacaciones, siempre y cuando existieran efectivamente sumas 

que cancelarle a la persona, lo que pasa es que en este acuerdo de conciliación no sé incluye 

sumas definidas o ciertas, en cada uno de los acuerdos. Eso para los jueces, que están llevando 

los casos, lo que representa es una imposibilidad de homologar. Ellos dicen que si bien el 

acuerdo conciliatorio está abarcando todos los puntos que son objeto de demanda por parte 

de los funcionarios de la institución y ellos no ponen en duda la buena fe de la institución, ni 

tampoco la buena fe de las partes que nos demandan, el asunto es que al no incluirse una 

suma específica en el acuerdo conciliatorio, porque los acuerdos lo que dicen es que se van 

a llevar a cabo los cálculos del 91 en adelante, que si la persona tiene comprobantes del 91 

para atrás que los aporte y se toman en consideración con los cálculos, pero ellos lo que dicen 

es que si después de hacer los cálculos la persona no está de acuerdo porque considera que 

no fueron bien hechos los cálculos, que no se tomaron en consideración todas las sumas que 

tenían que tomarse en cuenta, ya no va a tener ninguna posibilidad de ir reclamar 

absolutamente nada, porque cuando se homologa un acuerdo de conciliación, produce el 

efecto de cosa juzgada y eso lo que significa es que ya usted no puede ir a reclamar por lo 

mismo; entonces, la propuesta que los jueces hacen, porque ellos dicen, así como está el 

acuerdo de conciliación ellos no van a homologar ni un solo acuerdo, entonces qué 

tendríamos que seguir adelante con todos los procesos judiciales, entonces la propuesta que 

ellos hacen es que, se solicite la suspensión de los procesos para presentar los cálculos de 

cada caso y poder incorporar la suma que resulte en cada cálculo que se haga, a los acuerdos 

conciliatorios, de forma tal, que cuando lleguemos con un acuerdo conciliatorio diga por 

ejemplo que, no sé, a Shirley López tienen que pagarle 2.000 colones, no sé, a Laura Moraga 

tienen que pagarle 3.000 colones, y que ya nosotros ese acuerdo los suscribamos con 
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conocimiento de las partes de cuánto es lo que les toca y que están de acuerdo con esa suma 

que se está diciendo que les toca, ellos dicen que es la solución que encuentran a todos estos 

procesos, en razón de que la suspensión se puede solicitar por dos meses prorrogable por dos 

meses más y que ellos ven que esos cuatro meses que nosotros podríamos mantener 

suspendido el proceso coinciden justamente con los cuatro meses en los cuales la Junta 

asumió el compromiso de tener lista toda la información para realizar el pago, porque de lo 

contrario, como les digo, el día de hoy me llegó ya la primera notificación en donde un juez 

lo que nos dice es que visto el escrito de conciliación que nosotros presentamos, al no incluir 

ninguna suma específica, verdad, dice, por ejemplo, está: “luego de un análisis exhaustivo 

del acuerdo presentado por las partes dentro de este proceso incorporado al expediente en 

fecha 9 de noviembre, es criterio de la suscrita juzgadora que él mismo no es posible 

homologarlo por cuanto no se establecen los parámetros específicos bajo los cuales este se 

llevará acabó, siendo que al no establecerse el monto que se le estaría otorgando al 

trabajador o la forma en que se solucionaría el conflicto, en caso de que no estuvieran de 

acuerdo la suma calculada por la parte demandada, no es posible realizar su ejecución”. 

 

Este lo redactó de esta forma, ya había recibido otra notificación en donde hay otro juez, que 

es un poco más extenso en su explicación, pero en realidad lo que están diciendo todos es lo 

mismo, que al no haber una suma determinada dentro del acuerdo conciliatorio, a pesar de 

que ellos reconocen la buena fe con que la Junta está litigando y la buena fe de las partes 

demandantes también, no pueden homologar los acuerdos porque después, ante un eventual 

reclamo, ya no hay nada que hacer y que entonces habría una serie de problemas y la 

responsabilidad recaería sobre los jueces, porque ellos no fueron cuidadosos al momento de 

determinar que el acuerdo conciliatorio, por más buena voluntad que tenga, es incierto para 

sus intereses, entonces en razón de eso y asumiendo yo, que ustedes van a estar de acuerdo 

en que sí, di lo procedente en este caso, si queremos no ir a juicio y no estar siendo 

condenados a costas, porque es probablemente lo que puede suceder si no se hace la 

suspensión, es entonces que yo me tomé la libertad de hacer una propuesta de acuerdo, en 

donde ustedes, considerando que tomaron el acuerdo este que les cuento para hacer las 

conciliaciones, que para concluir los procesos que están en trámite se firmaron los acuerdos 

conciliatorios y que fueron incorporados al sistema del Poder Judicial para que se tomaran 

en cuenta por los jugadores al momento de llevar a cabo las audiencias de conciliación y que 

homologaran, pero que al ser llevadas a las audiencias judiciales de conciliación, ellos 

comunicaron que a pesar de que reconocen la buena fe de las partes, no se establece una suma 

cierta y definida para cancelar a los actores y que a criterio de los jugadores en estos procesos 

al no haber una suma de dinero definida sobre la que las partes hayan llegado a un acuerdo, 

se crea una incerteza jurídica con respecto a los intereses de cada uno de los actores, quienes 

eventualmente luego, llevados a cabo los cálculos de las diferencias salariales a su favor, 

podrían no estar conformes con el monto determinado, sin que tuvieran ese momento, en 

caso de que se homologue el acuerdo en los términos que se presenta, posibilidad de acudir 

a las instancias judiciales para hacer valer sus derechos, toda vez que la homologación 

produce el efecto de cosa juzgada, además, considerando que los jugadores al haber 

disposición de la Junta de Protección Social para contratar una empresa que se encarga de 
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realizar los cálculos correspondientes a cada funcionario para realizar los pagos que resulten 

procedentes a más tardar en la segunda semana del mes de marzo, estiman que lo procedente 

en estos casos es solicitar la suspensión de los procesos, figura que como ya les explique, nos 

daría justamente los cuatro meses que están comprendidos de aquí a marzo, para poder 

determinar cuál es la suma que efectivamente corresponde reconocerle a cada funcionario, 

entonces, que ustedes disponen, solicitarle a la Asesoría Jurídica que en aquellos procesos 

relacionados con las diferencias salariales por el cálculo de vacaciones, específicamente por 

el cálculo del periodo de vacaciones en los que no se contemplaron los salarios 

extraordinarios devengados y se han respondido a las demandas allanándose a las 

pretensiones de los actores, se solicite, en conjunto con la parte actora de cada proceso, la 

suspensión del mismo, hasta tanto se tengan los cálculos correspondientes en cada caso, que 

permiten incluir una suma determinada en los acuerdos de conciliación, compromiso para el 

cual la Junta de Protección Social dispondrá del mismo plazo señalado anteriormente, sea la 

segunda semana del mes de marzo, pudiendo, en caso de tener las condiciones para ello, 

indicar los montos antes de la fecha señalada. 

 

Entonces, no sé si están de acuerdo, si tienen alguna duda al respecto o si están en disposición 

de autorizar esto, para qué entonces mañana nosotros, o cuando ya tengamos el acuerdo, 

empecemos a solicitar la suspensión de los procesos en todos los procesos que hay, para igual 

quedar con tiempo hasta marzo de presentar la suma que se le tiene que cancelar a cada actor 

y que entonces, ya incluyendo esa suma en los acuerdos de conciliación, que ya de por sí 

están autorizados por ustedes, entonces se haga la homologación y se termine el proceso 

judicial y la Junta haga la cancelación que corresponde.  

 

Además, les cuento que, se había llegado a acuerdo en este sentido de la conciliación con el 

abogado que se llama José Guido Masis, y no así con don Eduardo Córdoba, sin embargo, el 

día de ayer yo tuve también una audiencia con don Eduardo y logramos quedar de acuerdo 

para que también se haga de esta manera por que don Eduardo al principio no estaba muy de 

acuerdo en conciliar en los casos de él, porque él no estaba de acuerdo con el tema de que no 

se le reconocieran las costas, pero ya ayer se logró llegar a un acuerdo con él y entonces él 

está dispuesto a solicitar también la suspensión en los procesos de él y que después se haga 

la conciliación y la homologación, no sé si están de acuerdo en aprobar este acuerdo, esta 

propuesta 

 

La señora Presidenta lo somete a votación y se dispone: 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

  

  

  

  

  138 

 

 

 

 

 
   

 

 

ACUERDO JD-821 

La Junta Directiva considerando: 

 

PRIMERO: Que mediante acuerdo JD-342 correspondiente al Capítulo VII), artículo 19 de 

la sesión ordinaria 31-2021, celebrada el 24 de mayo de 2021 dispuso solicitar a la Asesoría 

Jurídica que en aquellos procesos relacionados con diferencias salariales por cálculo de pago 

de los períodos de vacaciones en los que no se contemplaron los salarios extraordinarios 

devengados, se respondieran las demandas allanándose y solicitando la exoneración de costas 

para la Institución por litigar de buena fe. 

 

SEGUNDO: Que con la finalidad de concluir los procesos judiciales que actualmente se 

encuentran en trámite y están relacionados con este tema, fueron suscritos por ambas partes 

del proceso, los acuerdos conciliatorios correspondientes en cada caso e incorporados al 

sistema del Poder Judicial, a efecto de que fuesen tenidos en cuenta por los juzgadores al 

momento de llevar a cabo las audiencias de conciliación y procedieran a efectuar la 

homologación del mismo. 

 

TERCERO: Que al ser llevadas a cabo las audiencias judiciales de conciliación, fue 

comunicado por los juzgadores que, a pesar de reconocer la buena fe en las actuaciones de 

ambas partes procesales, no resulta posible para ellos efectuar la homologación del acuerdo 

de conciliación, toda vez que en el mismo no se establece una suma cierta y/o definida a 

cancelar a los actores. 

 

CUARTO: Que a criterio de los juzgadores a cargo de estos procesos, al no haber una suma 

de dinero definida sobre la cual las partes hayan llegado a un acuerdo, se crea una incerteza 

jurídica con respecto a los intereses de cada uno de los actores, quienes eventualmente. luego 

de llevados a cabo los cálculos de las diferencias salariales a su favor, podrían no estar 

conformes con el monto determinado, sin que tuvieran en ese momento, en caso de que se 

homologue el acuerdo conciliatorio en los términos en que se presenta, posibilidad de acudir 

a instancias judiciales para hacer valer sus derechos, toda vez que dicha homologación 

produce el efecto de cosa juzgada. 

 

QUINTO: Que a criterio de los juzgadores, al haber disposición de la Junta de Protección 

Social para contratar una empresa que se encargue de realizar los cálculos correspondientes 

a cada funcionario para realizar los pagos que resulten procedentes a más tardar en la segunda 

semana del mes de marzo de 2022, lo procedente en estos casos es solicitar la suspensión de 

los procesos, figura que de conformidad con lo que establece el Código Procesal Civil puede 

solicitarse por el término de dos meses, prorrogables por dos meses más, de forma que en 

este tiempo sean llevados a cabo los cálculos necesarios y pueda ser incluida en cada acuerdo 

conciliatorio la suma que efectivamente corresponde reconocer a cada funcionario. 
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ACUERDA: 

Solicitar a la Asesoría Jurídica que en aquellos procesos relacionados con diferencias 

salariales por cálculo de pago de los períodos de vacaciones en los que no se contemplaron 

los salarios extraordinarios devengados y se han respondido las demandas allanándose a  las 

pretensiones de los actores, se solicite en conjunto con la parte actora de cada proceso, las 

suspensión del mismo hasta tanto se tengan los cálculos correspondientes en cada caso que 

permitan incluir una suma determinada en los acuerdos de conciliación, compromiso para el 

cual la Junta de Protección Social dispondrá del mismo plazo señalado anteriormente, sea la 

segunda semana del mes de marzo de 2022, pudiendo en caso de tener las condiciones para 

ello, indicar los montos antes de la fecha señalada. ACUERDO FIRME 

 

Plazo de cumplimiento: Inmediato 

 

Comuníquese a la Asesoría Jurídica. Infórmese a la Gerencia General. 

 
 

La señora Presidenta finaliza la sesión al ser las veintidós horas con treinta minutos.  

 

Laura Moraga Vargas 

Secretaría de Actas 


